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Abstract 
 
 Con la intención de abordar el escenario actual del derecho de utilidades 
laborales en el estado ecuatoriano y el impacto jurídico-social de sus reformas 
planteadas a través del tiempo, es menester desarrollar la presente investigación a fin 
de esclarecer y puntualizar a detalle los elementos positivos como negativos que 
hacen parte de este derecho social.  
  
 El análisis de las partes que conforman la relación laboral que dan nacimiento 
al derecho de utilidades laborales constituye un componente indispensable para su 
estudio íntegro, no obstante, resulta necesario además incluir la apreciación imparcial 
respecto a la intervención de elementos adicionales de corte normativo, social, 
económico e incluso político que se han posicionado de forma determinante ante la 
configuración y aplicación del reparto material de esta figura.  
 
 En este sentido, surgen efectos que agrupan a los trabajadores de varias 
empresas, parte del territorio ecuatoriano frente a la ejecución del derecho de 
utilidades conforme los lineamientos normativos más recientes que han delineado de 
forma diferente, el objeto mismo del derecho de utilidades.   
 
 El estudio que a continuación se expone, permitirá apreciar el ejercicio actual 
dado al derecho de utilidades laborales en Ecuador; pero, sobre todo reflexionar 
acerca del verdadero sentido de este derecho que excluye limitaciones arbitrarias 
para su efectivo goce en razón de las relevantes características que lo revisten, pero 
que en la actualidad se desconocen. 
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Introducción 
 
La presente investigación sobre el derecho de utilidades laborales reconocido 
en la Constitución de la República del Ecuador tiene como objetivo examinar su 
procedimiento legal, para lo cual se han considerado las distintas reformas jurídicas 
efectuadas en el tiempo desde su creación hasta su situación actual, visto desde la 
óptica tanto internacional como nacional. 
Además, se ha establecido el correspondiente análisis doctrinario de las 
características del derecho de utilidades laborales que han permitido identificar 
elementos propios de esta figura que la ubican como un derecho autónomo. También,  
se ha indagado sobre su naturaleza y el carácter de derecho constitucional que éste 
posee, estableciendo la relevancia jurídica del derecho de reparto de utilidades 
líquidas que poseen los trabajadores en el estado ecuatoriano.    
Con este objeto, fueron examinadas pormenorizadamente las reformas legales 
sobre el derecho de utilidades de las empresas en beneficio de sus trabajadores 
contenidas en la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del 
Estado, Ley Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos y Ley de Régimen Tributario 
Interno y Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo 
remunerado en el Hogar en concordancia con la Carta Constitucional de nuestro 
Estado que hicieron posible identificar las particularidades antagónicas que derivaron 
de su análisis comparativo.   
En este contexto, se procedió a establecer conclusiones respecto de la 
legalidad, constitucionalidad y pertinencia de tales reformas, estableciendo 
afectaciones directas generadas a preceptos constitucionales de los trabajadores de 
nuestro estado vinculados con el derecho de utilidades laborales; para lo cual se hizo 
uso del análisis de cinco acciones de inconstitucionalidad planteadas por distintas 
organizaciones de trabajadores y personas naturales que se vieron afectadas por 
preceptos legales que modificaron el mandato constitucional de reparto de utilidades 
líquidas de las empresas a sus trabajadores. 
Finalmente, se incluyeron recomendaciones que permitirán apreciar el real 
trasfondo del derecho de utilidades laborales y establecer su adecuado, justo y 
constitucional reparto a sus únicos y exclusivos beneficiarios.  
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Capítulo I 
 
Derecho a las utilidades laborales 
 
1.1. Estudio histórico del derecho de utilidades laborales 
El derecho de utilidades laborales se ve instaurado hace muchos años atrás, el 
cual inició con su reparto; no obstante, su naturaleza fue modificada con el paso del 
tiempo, así lo expresa el tratadista Miguel Borrel Navarro, quien manifiesta que “[e]s 
evidente que desde 1,800, ya existía en el mundo el reconocimiento de esta figura 
jurídica perfectamente delineada, aunque con diversas modalidades, como lo era la 
de su falta de obligatoriedad, pues originalmente se dejaba al arbitrio del Patrón su 
aplicación.”1 
Es importante resaltar que la génesis de este derecho ha mutado en el tiempo; 
ya que, actualmente, se manifiesta que “El derecho a la utilidad laboral ha sido 
concebido como una obligación legal, independientemente de su posible acuerdo 
entre las partes.”2 No obstante su naturaleza, propiamente será abordada en un texto 
posterior.  
Sin embargo, de lo expuesto por el autor Borrel Navarro se ha manifestado 
también por otros tratadistas que, existe un antecedente previo materializado años 
anteriores a 1800, así se menciona: 
 
Para hablar de la Participación de los Trabajadores en las Utilidades (PTU) debemos 
remontarnos a su origen, el cual tiene dos antecedentes históricos. El primero se refiere a un 
plan de reparto de utilidades que se llevó a cabo en 1797 en una fábrica de vidrio en 
Pensilvania, por Albert Gallardin; el segundo nos remite al año 1842, en Francia, donde un 
empresario de nombre Edme Jean Le Claire, dueño de una cristalería y tienda de pinturas, 
realizó un procedimiento de reparto de las ganancias generadas en su negocio, otorgándole a 
sus trabajadores de manera proporcional cierta cantidad de dinero (utilidades).3  
 
Más, específicamente, en el año 1889 se instauró en París el Congreso 
Internacional de Reparto de Utilidades, en el cual este derecho a favor de los 
                                                 
1 Miguel Borrel Navarro, “Participación de los Trabajadores en las utilidades de la empresa”. En 
Universidad Iberoamericana, comp., Anuario del Departamento de Derecho de la Universidad 
Iberoamericana, No. 19 (México: Universidad Iberoamericana, 1988) 267. 
2  Miguel Borrel Navarro, “Participación de los Trabajadores en las utilidades de la empresa”, 266. 
Énfasis añadido. 
3 Rolando Silva Briseño, Rodrigo Prieto Sánchez y Sandro Alvarado Hernández, Utilidades y sus 
implicaciones legales (México: UNAM, s/f) 51 Consulta: 15 de febrero, 2016  
http://www.ccpm.org.mx/avisos/participacion-de-las-utilidades-de-los-trabajadores-cross-nov-
2015.pdf 
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trabajadores fue acogido considerando el rubro de utilidades como un concepto 
distinto al reparto de remuneraciones, es decir, diferente a sueldos y salarios, ya que 
su base la constituyen las ganancias generadas, también, por los trabajadores de una 
empresa. 
En Estados Unidos, la participación de utilidades laborales se cristalizó en la 
reunión de creación del “…ʻCouncil of Profit Sharing Industriesʼ, asociación de 
empresas que voluntariamente participó a sus trabajadores de las utilidades a modo 
de complemento salarial, que en aquel año inició sus actividades con 50 empleadores, 
y que en 1950 agrupaba a más de 253, con un total de más de 300 mil trabajadores.”4 
México constituye uno de los primeros países que estableció en su 
ordenamiento jurídico constitucional el derecho de las utilidades laborales de los 
trabajadores en el año 1917, así se menciona inclusive en la actualidad que, “La 
participación de los trabajadores en las utilidades de la empresa es obligatoria.”5 
Por otra parte, se debe indicar que la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT), que nace junto con la suscripción del Tratado de Versalles en el año 1919, 
cuyo tratado estableció cláusulas laborales dentro de la Parte XIII de su contenido, 
incluyó principios generales tendientes a regular la nueva organización internacional 
del trabajo en su texto.6 En este contexto, se precisa que la OIT recoge principios 
dirigidos a regular las relaciones en materia laboral, llegando incluso a considerarse 
sobre este instrumento que el mismo lleva implícito el concepto de derechos 
humanos dentro del texto constitucional, pero en el ámbito exclusivo de las 
relaciones laborales.  Principios que, recogidos expresamente en la Declaración de la 
OIT, de 1998, desarrolla la eliminación de la discriminación en materia de empleo y 
ocupación, especificando que dicha Declaración: 
 
...no se dirige a reconocer el carácter fundamental de ciertos derechos socio-laborales, ni 
a constituir una especie de carta de derechos laborales fundamentales, sino que trata de 
subrayar la pertinencia y la importancia  renovadas en el nuevo siglo que se avecina, de los 
derechos fundamentales cuyo principio ya está inscrito en la Constitución y en la Declaración 
de Filadelfia.7    
                                                 
4 Carlos Mario Londoño, La Participación de los Trabajadores en los beneficios de la Empresa 
(Madrid: Rialp, 1962) 33 citado por Carolina Muñoz y Joaquín Rodríguez, “La discrecionalidad como 
principio de aplicación de las remuneraciones participativas en el derecho laboral chileno” (tesis, 
Universidad de Chile, Santiago, 2013) 6. 
5 Bufete de la Garza S.C., Marco Jurídico para intervenir en México, 1era ed., Alejandro Castillo, edit. 
(México: Servicios Profesionales de Impresión S.A., 2013). Edición Electrónica. 
6 Organización Internacional del Trabajo, “La Revista Internacional de Trabajo y la OIT. Fragmentos 
de su historia”, Revista Internacional del Trabajo, No. 132 (Enerode 2013): 2. 
7 Jordi Bonet Pérez, Cuadernos Deusto de Derechos Humanos, Principios y Derechos Fundamentales 
en el trabajo, La Declaración de la OIT 1998 (Bilbao: Universidad de Deusto, 1999) 44.  
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Se debe recalcar que, específicamente, la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales o Declaración de los Derechos Sociales de los Trabajadores, 
emitida en la IX Conferencia Internacional Americana de Río de Janeiro, en el año 
1947, estableció “…en el plano de los derechos laborales colectivos, (…) la 
participación de los trabajadores en las utilidades de la empresa (artículo 11)”.8 Es 
decir, que el reparto de las utilidades laborales constituye un derecho.  Aunque dicha 
declaración establece a las utilidades laborales como un derecho colectivo, se debe 
considerar el mismo como derecho social en nuestro ordenamiento normativo; esto, 
debido a que “en el caso ecuatoriano, los derechos colectivos, que como decimos 
también de tercera generación, reconocidos constitucionalmente son únicamente los 
ambientales, los étnicos y los de los consumidores.”9. Cabe indicar que los derechos 
colectivos son definidos como “derechos humanos específicos de los cuales son 
titulares ciertos grupos humanos.”10 
 Además, los derechos laborales forman parte de los llamados derechos 
económicos, sociales y culturales (DESC), los cuales fueron reconocidos en la 
Declaración rusa de los derechos del pueblo trabajador y explotado, del 04 de enero 
del año 1918, en la cual “se hace eco de las reivindicaciones económico-sociales de 
la clase trabajadora y de la Revolución Industrial del siglo XIX en Europa, y por 
primera vez se presenta el embrión de los futuros DESC, esto es el derecho al trabajo, 
a un salario digno, al descanso…”11Cabe mencionar que el Pacto de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, vigente a partir del 3 de enero del año 1976, 
establece en su Art. 6 el derecho al trabajo; y específicamente en el numeral ii) del 
literal a) de su Art. 7 reconoce el derecho de toda persona al goce de condiciones 
equitativas y satisfactorias que le aseguren, entre otras: “Condiciones de existencia 
dignas para ellos y para sus familias conforme las disposiciones del presente 
Pacto.”12  
                                                 
8 Miguel Canessa Montejo, La Protección Internacional de los Derechos Humanos Laborales 
(Valencia, PUV, 2008), 85. 
9 Agustín Grijalva, ¿Qué son los derechos colectivos? Documento electrónico 
http://portal.uasb.edu.ec/UserFiles/369/File/PDF/CentrodeReferencia/Temasdeanalisis2/administraci
onyjusticiaindigena/articulos/agustingrijalva.pdf 
10 Grijalva, Ibíd. 
11  Carlos Villán Durán, Historia y descripción general de los derechos económicos, sociales y 
culturales  en Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Pablo González Monguí (Bogota, 
Kimpres, 2009) ,10 
12  Asamblea General de las Naciones Unidas, Pacto de los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (Resolución 2200A ((XXI)), 3 de enero de 1979) 
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Es decir, que según el Pacto de los DESC identifica al derecho al trabajo 
como un derecho social propiamente y al encontrarse las utilidades laborales 
incluidas en él, se debe relacionar lo manifestado en el numeral ii) del literal a) de su 
Art. 7, en el que prevé condiciones dignas para los trabajadores y sus familias.   
De lo expuesto, se concluye que en el ámbito internacional se reconoce el 
derecho al trabajo como un derecho social, el cual abarca las utilidades laborales a 
partir de una consuetudinaria aplicación voluntaria de las partes que conformaban 
una relación laboral, existiendo países que incluyen de forma expresa este derecho a 
favor de los trabajadores como también estados en los cuales el derecho taxativo de 
utilidades laborales se encuentra en un proceso de construcción.  
 
1.2. Análisis de normativa internacional que garantiza el derecho de 
utilidades laborales 
Existe normativa internacional de la cual el Estado ecuatoriano es signatario y 
que trata sobre el respeto íntegro de los derechos laborales. Así, la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, aprobada en la Novena 
Conferencia Internacional Americana en Bogotá-Colombia, en el año 1948, 
estableció desde su inicio el derecho a la igualdad ante la ley y la prohibición de toda 
clase de discriminación en materia laboral. Su artículo 14 establece el derecho al 
trabajo y a una justa retribución, estableciendo que: “Toda persona que trabaja tiene 
derecho de recibir una remuneración que, en relación con su capacidad y destreza le 
asegure un nivel de vida conveniente para sí misma y su familia.” 
En igual sentido, la Carta de la Organización de los Estados Americanos 
(OEA), de fecha 13 de diciembre de 1951, incluyó el principio de no discriminación 
en el ámbito de las relaciones laborales. 
También se debe precisar que la Constitución de la Organización 
Internacional de Trabajo (OIT) recoge principios dirigidos a regular y proteger las 
relaciones en materia laboral, como se mencionó en el ordinal anterior.  
En este sentido, se debe indicar que los principios sobre materia laboral han 
sido concebidos como derechos fundamentales en esta área. El derecho al trabajo es 
un derecho social, y por lo mismo pertenece a los ya referidos Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales; concepción que se ha establecido debido a que: 
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se trata de una rama del derecho social que regula las relaciones entre capital y trabajo y 
cuyos principios y normas jurídicas tienden a un carácter proteccionista de los trabajadores, 
con base en relación es de subordinación y dependencia, donde la carga de la prueba la tiene 
el patrón o empleador.”13 
 
En este sentido, cabe recalcar el categórico nivel de exigibilidad de los 
derechos laborales en calidad de derechos fundamentales. La OIT establece que: 
  
“...la principal consecuencia jurídica de la existencia de unos derechos socio-laborales 
fundamentales es, en teoría, que su exigibilidad jurídica resulta independiente de si un Estado 
es Parte o no de los Convenios de la OIT que garantizan dichos derechos; y, ello a partir de su 
deducción como principios fundamentales de la OIT...”14 
 
Dicha exigibilidad resulta absoluta y universalmente aplicable, considerando 
el contenido de la Declaración de Filadelfia que indica que dichos principios son de 
aplicación general para todos los pueblos, considerando la base de la dignidad 
humana por sobre la ratificación expresa de los diferentes Estados. 
 Por otra parte, la Carta Social de las Américas, aprobada por la Cuadragésima 
Segunda Asamblea General de la OEA el lunes 04 de junio del 2012 en Cochabamba 
(Bolivia), estableció el derecho al trabajo como uno de los derechos fundamentales 
de los ciudadanos entre sus artículos 28, 29, 30, 31 y 32, Carta de la cual el estado 
ecuatoriano es suscriptor. 
 Asimismo, la Declaración de Quito, trata sobre la exigibilidad y realización de 
los derechos económicos, sociales y culturales (DESC) en América Latina y el 
Caribe, emitida el 24 de julio de 1998. Los DESC incluyen el derecho laboral dentro 
de su categoría de derecho social, como se señaló anteriormente. De forma específica, 
el artículo 32 menciona la responsabilidad estatal respecto al cabal cumplimiento de 
los derechos laborales aplicados a una determinada jurisdicción: 
 
32. Los Estados son directamente responsables si permiten que personas naturales o 
jurídicas, como las empresas nacionales o extranjeras, que realizan actividades en su 
territorio violen los DESC de la población ubicada en su jurisdicción; o si protegen o 
garantizan el ejercicio abusivo y discriminatorio de derechos que impliquen, a su vez, la 
violación de otros tales como la alimentación o el trabajo, o conllevan la explotación de las 
mujeres o del trabajo infantil, entre otras conductas violatorias de los mismos. 
 
En la misma línea, su artículo 34 destaca la prelación de políticas impositivas 
sobre patrimonio o grandes fortunas por sobre salarios o ingresos personales de 
trabajadores; lo contrario resultaría confiscatorio: 
                                                 
13 Jorge Witker, “Derecho Económico y Derecho del Trabajo. Las sinergias de la globalización”, 
Revista Latinoamericana de Derecho Social, No. 7 (II semestre de 2008): 279. 
14  Jordi Bonet Pérez, Cuadernos Deusto de Derechos Humanos, Principios y Derechos 
Fundamentales en el trabajo…, Ibíd., 26 
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34. Con miras a procurar la plena satisfacción de los DESC se deben aplicar políticas 
fiscales orientadas a una redistribución equitativa del ingreso, gravando preferente y 
selectivamente el patrimonio, las grandes fortunas y las transacciones comerciales antes que 
los salarios o los ingresos del trabajo personal con impuestos indiferenciados o regresivos al 
consumo o al valor agregado. 
 
 La normativa internacional mencionada hace referencia al fiel cumplimiento 
de los derechos sociales de corte laboral que debe existir y la exigibilidad del respeto 
al principio de igualdad afín con las relaciones de este sector.  
Cabe indicar que los tratados internacionales son reconocidos en el 
ordenamiento normativo ecuatoriano. El Art. 425 de la Constitución establece la 
jerarquía normativa que debe ser observada para su aplicación, disponiendo en su 
orden: “La Constitución; los tratados y convenios internacionales; las leyes orgánicas; 
las leyes ordinarias; las normas regionales y las ordenanzas distritales; los decretos y 
reglamentos; las ordenanzas; los acuerdos y las resoluciones; y los demás actos y 
decisiones de los poderes públicos.” (El énfasis me pertenece) En igual sentido, el 
Art. 417 de la misma Constitución dispone que los tratados internacionales 
ratificados por el Ecuador observarán su contenido y que “En el caso de los tratados 
y otros instrumentos internacionales de derechos humanos se aplicarán los principios 
pro ser humano, de no restricción de derechos, de aplicabilidad directa y de cláusula 
abierta establecidos en la Constitución.” 
De lo expuesto, se deduce que la normativa internacional considera como 
derecho fundamental el derecho al trabajo y siendo que el derecho a las utilidades 
laborales forma parte de esta categoría y que nuestro ordenamiento normativo 
reconoce dicha normativa internacional, se rescata el respeto íntegro del derecho de 
utilidades tanto a nivel local como internacional. 
En cuanto a la Carta Internacional Americana de Garantías Sociales o 
Declaración de los Derechos Sociales de los Trabajadores, ya referida en el acápite 
anterior, se debe recalcar que establece taxativamente el derecho de utilidades 
laborales a favor de los trabajadores.   
Por otra parte, cabe indicar que la doctrina ha retroalimentado el fundamento 
de los principios que resultan relevantes en materia laboral de corte universal; así 
tenemos el principio de favorabilidad, sobre el cual se ha mencionado que, “... 
cuando coexistan normas laborales de distinto origen, que regulan una misma 
materia y se aplican a la solución del mismo caso, en este evento se aplica la norma 
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más favorable al trabajador.”15 Podría decirse, que dicho principio se identifica con el 
denominado “indubio pro-operario”; no obstante, este último “...indica la existencia 
de una sola norma que admite dos o más interpretaciones diversas aplicables a un 
hecho concreto; entonces en este caso se toma la interpretación más favorable al 
trabajador.”16 
Pla estableció respecto del principio indubio pro-operario tres enfoques que 
desarrollan el mismo: 
 
a) La regla in dubio pro-operario: criterio que debe utilizar el juez o el intérprete para 
elegir, entre varios sentidos posibles de una norma, aquel que sea más favorable al trabajador. 
b) La regla de la norma más favorable: determina que en caso de que haya más de una 
norma aplicable, deba optarse por aquella que sea más favorable, aunque no sea la que 
hubiese correspondido según los criterios clásicos sobre jerarquía de las normas. 
c) La regla de la condición más beneficiosa: criterio por el cual la aplicación de una 
nueva norma laboral nunca debe servir para disminuir las condiciones más favorables en que 
pudiera hallarse un trabajador.17 
 
Otro principio que regula las relaciones laborales es el de la irrenunciabilidad, 
el cual debe ser entendido como “...una herramienta fundamental para garantizar la 
efectividad de la protección que el estado brinda a los trabajadores a través de su 
intervención en la regulación del contenido del contrato de trabajo”18; esto debido a 
que los derechos laborales no son renunciables, pues el mismo tiende a evitar el 
desprendimiento de los derechos por parte del trabajador; es decir, constituye un 
“...principio por el cual existen una serie de derechos asegurados y garantizados por 
la ley, los estatutos especiales y los convenios colectivos que se encuentran fuera del 
marco de negociación y libertad de contratación de las partes, y cualquier pacto en 
contrario será nulo y sin ningún valor.”19 
Este principio resulta de suma importancia ante el evento de un aparente 
acuerdo inter-partes que pretenda menoscabar la ejecución plena de derechos 
laborales, pues cabe la posibilidad de que el empleador busque la reducción de costos 
laborales en su unidad económica mediante figuras elusivas que acarrean perjuicios 
                                                 
15 Ricardo Barona Betancourt, “Principios del Derecho Laboral en el Sistema Jurídico colombiano”, (I 
semestre del 2010) 253 Consulta: 06 de Julio, 2016 
http://www.fuac.edu.co/recursos_web/documentos/derecho/revista_criterio/articulosgarantista2/16rica
rdobarona.pdf 
16 Ibíd. 
17 Américo Pla Rodríguez, Los principios del Derecho del trabajo, 2da. ed. (Buenos Aires, Depalma, 
1978) 9. 
18 Ernesto Cárdenas Terry, “¿Irrenunciable, por ende, Imprescriptible? Breve reflexión sobre la 
posición del tribunal constitucional acerca de la prescripción de los derechos laborales” Consulta: 01 
de Julio, 2016 http://www.trabajo.gob.pe/boletin/documentos/boletin_34/doc_boletin_34.pdf 
19 Julián Arturo de Diego, Manual de Derecho de Trabajo y de la Seguridad Social, 5a. ed. (Buenos 
Aires: Abeledo-Perrot, 2002) 113. 
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económicos a sus trabajadores. Frente a este supuesto, el principio de 
irrenunciabilidad aparece como un derecho propio del trabajador que le impide 
adecuar nocivamente sus beneficios sociales, “[e]llo porque el derecho del trabajo se 
concibió como de orden público, lo que implica que las reglas no pueden ser dejadas 
de lado por la voluntad de las partes, ya sea que estén contenidos en contratos 
individuales o aún en convenios colectivos.”20    
Este principio tiene reconocimiento constitucional. Así, desde el ámbito ge-
neral del ejercicio de los derechos se establece en el Art. 11, numeral 6 de la Consti-
tución del Ecuador, que: “Todos los principios y los derechos son inalienables, irre-
nunciables, indivisibles, interdependientes y de igual jerarquía”; mientras que el Art. 
326, numeral 2, Ibíd., dispone específicamente que: “Los derechos laborales son 
irrenunciables e intangibles. Será nula toda disposición en contrario.” 
Las normas citadas expresan claramente el carácter irrenunciable de los 
derechos laborales en Ecuador y la doctrina ha establecido las razones por las cuales, 
éstos deben ser fielmente observados, considerándose inválida toda disposición 
contractual que exprese lo contrario.     
Es pertinente también, analizar el principio de intangibilidad, sobre el cual se 
explica que “...protege el derecho de la intervención de un tercero; por ejemplo, la 
seguridad social como parte del derecho al trabajo es intangible y el legislador no 
puede eliminarla.”21 La Constitución de nuestro país reconoce también este principio 
en el ya citado Art. 326, numeral 2 de la Constitución que trata sobre derechos en 
materia laboral. Además, la Corte Nacional de Justicia se ha pronunciado al respecto 
indicando que: 
 
la intangibilidad va mucho más allá, pues su protección abarca no solo a los 
derechos de una forma subjetiva, sino desde una óptica objetiva, enfatizando que ni aún la ley 
puede menoscabar o contrariar derechos que han sido conferidos o reconocidos a los 
trabajadores, éstos son los llamados derechos adquiridos, que nacen de la ley, de la costumbre 
o del pacto colectivo laboral, en este caso el derecho a la jubilación patronal, que es la que 
permite que un trabajador que ha laborado durante más de veinte y cinco años, sea 
beneficiario de la misma, que es lo que la actora de esta causa reclama en su demanda y que 
enfatiza en su recurso de casación, no se le ha reconocido.22 
                                                 
20 Jenny Ugarte González, “¿Puede el trabajador renunciar a sus derechos reconocidos por normas 
legales?” , Revista Actualidad Empresarial, No. 221 (Diciembre 2010): 4.  
21 Manuel Agustín Chamba, “Principios y derechos laborales de una trabajadora: entre la Constitución 
y la Corte. Análisis de la sentencia No. 009-13-SEP-CC de la Corte Constitucional del Ecuador”, 
FORO: Revista de Derecho FORO, No. 19 (2013): 120. 
22 Ecuador, Corte Nacional de Justicia-Sala Especializada de lo Laboral [Sentencia emitida dentro del 
juicio No. 117-2008] 25 de febrero del 2013. 
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Así, se resalta que incluso la ley se encuentra limitada por el principio de 
intangibilidad de derechos laborales cuando ésta pretenda afectar su aplicación, 
haciéndose evidentes los límites de estos derechos a terceros de la relación laboral 
inter-partes; y, que en el caso de disposiciones legales contrarias acarrearía 
declaración de inconstitucionalidad.    
De lo expuesto, se concluye que existe normativa internacional y principios 
universales reconocidos en nuestro ordenamiento jurídico que rigen y amparan el 
derecho laboral. Como ya se ha manifestado, el derecho de participación de 
utilidades laborales al ser parte del derecho laboral se encuentra respaldado por esta 
normativa, misma que debe ser minuciosamente observada. 
 
1.3. Naturaleza del derecho de utilidades laborales 
El derecho de los trabajadores al reparto de utilidades laborales, inicialmente, 
se configuró, no como un derecho propiamente sino como una facultad del 
empleador o patrono, quien podía entregar dicho rubro a sus trabajadores de forma 
voluntaria. Posteriormente, las utilidades llegaron a considerarse de naturaleza 
consensual, esto debido a que las partes establecían el monto de utilidades que 
recibirían. Finalmente, las disposiciones legales y, hoy por hoy, también 
constitucionales de algunos países, principalmente de América Latina, contemplaron 
el reparto de utilidades como un derecho del trabajador, estableciendo su naturaleza 
normativa. 
Actualmente, “La doctrina habla (...) de una participación legal que resulta 
del mandato imperativo contenido en una norma vigente. Aquí ya no juega ni la 
espontaneidad ni el acuerdo más o menos voluntario, sino la ley, que coactivamente, 
impone la obligación de repartir.” 23  Es decir, que la normativa legal e incluso 
constitucional impone el reparto de utilidades como un derecho propio del trabajador. 
 Miguel Borrel Navarro define al derecho de utilidades como: 
 
una institución jurídico-laboral que consiste en el derecho de los trabajadores a recibir 
anualmente de las empresas donde prestan o han prestado sus servicios durante cierto tiempo 
y cuando tengan utilidades, un porcentaje de éstas; prestación adicional que es independiente 
y distinta del sueldo, que no es fija, que tiene que afianzar el equilibrio de los dos factores de 
la producción.24 
                                                 
23 Néstor de Buen Lozano, La Participación de los Trabajadores en las Utilidades de la Empresa, el 
Contrato Colectivo del trabajo y el derecho a la huelga (México: Instituto de Investigaciones jurídicas 
UNAM, s/f) 5. 
24 Miguel Borrel Navarro, “Participación de los Trabajadores en las Utilidades de la Empresa”, 
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De la definición expuesta se debe acotar que el citado tratadista concibe a las 
utilidades como una institución dotada de efectos jurídicos tales, que debe ser 
respetada por quienes forman parte de una determinada relación laboral. Además, 
dicha figura se la distingue de la remuneración; claro está, que “Numerosos 
laboralistas sostienen que la participación en beneficios es una forma de 
remuneración laboral”25, y en la génesis de este derecho se la relacionó directamente 
con el salario, como analizaremos a continuación. 
No obstante, resulta imperante establecer la distinción entre la remuneración 
y las utilidades, que resultan ser dos figuras diferentes; así, la primera es entendida 
“como la retribución por el trabajo en el marco de una relación laboral”26, y, las 
utilidades, el dinero entregado a los trabajadores de una determinada unidad 
económica como consecuencia del aporte de su fuerza de trabajo y su legítima 
participación en las ganancias de dicha unidad. 
Así se ha distinguido el reparto de utilidades con la retribución de las 
remuneraciones en los siguientes términos: 
 
La Participación de Utilidades, si bien es de naturaleza distinta a la del salario, ello no 
significa que esté desligada del trabajo prestado, sino que por el contrario, ambas 
instituciones tienen su fundamento en el trabajo mismo; distinguiéndose en que el salario 
constituye la retribución en función del servicio prestado, independientemente de la 
integración del trabajador en la empresa y la participación de las utilidades constituye una 
remuneración adicional, derivada del trabajo realizado, en función de la integración del 
trabajador en la empresa, formando parte de la misma como uno de los factores de 
producción.27 
 
Víctor de Santo establece, en términos generales, a la utilidad como el 
“Provecho, conveniencia, interés o fruto que se saca de una cosa. Capacidad de un 
bien para satisfacer una necesidad”28; definición que es compartida por Guillermo 
Cabanellas, quien se refiere a las utilidades como al “Provecho o beneficio 
económico- jurídico para un individuo o para varias o todas las personas en la esfera 
                                                                                                                                          
(ponencia, Sesión Solemne recepcional, Academia mexicana del derecho procesal del trabajo, México, 
1988) 267. 
25 Universidad Nacional Autónoma de México, Naturaleza jurídica de la participación obrera en los 
beneficios empresariales (México, Instituto de Investigaciones jurídicas UNAM, s/f) 391. 
26 Joel Cáseres Paredes, “La remuneración como derecho fundamental. A propósito de la delimitación 
de su contenido esencial”, 1 Consulta: 14 de Junio, 2016  
http://www.trabajo.gob.pe/boletin/documentos/boletin_41/doc_boletin_41_1.pdf 
27 Miguel Borrel Navarro, “Participación de los Trabajadores en las utilidades de la empresa, 266. 
28 Víctor de Santo, Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas, Sociales y de Economía, 2da. ed. 
(Buenos Aires: s/edit., 1999) 949. 
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de su patrimonio, intereses y causas; pero no como miembros de la especie, en la 
perspectiva de los ideales y de las ventajas para la colectividad ciudadana, nacional o 
humana.”29   
En cuanto a las utilidades en el ámbito laboral, Magno Paredez Neyra explica 
que “El concepto, la realización y la clasificación de la participación se engloba en 
una prestación obligatoria en virtud de la norma constitucional con la salvedad que 
en esta premisa sólo incluye a la participación en las utilidades.”30 Así, las utilidades 
laborales, entendidas como la participación laboral de los trabajadores en las 
ganancias obtenidas por la empresa dentro de un determinado período, han sido 
percibidas como un beneficio adicional propio del obrero por su trabajo realizado y 
reconocido en normativa constitucional y desarrollada por leyes. 
Martín Lledó concibe a las utilidades laborales como: “(…) un sistema de 
remuneración del trabajo, complementario del salario y dirigido hacia el contrato de 
sociedad, en cuya virtud todo trabajador, además de su salario normal, participa en 
los beneficios de la empresa en que presta sus servicios, sin ninguna responsabilidad 
en las pérdidas.”31 
Evidentemente, las utilidades han sido separadas de la remuneración que 
corresponde a una figura totalmente distinta de ella, así como también de otras 
figuras adicionales como son las sociedades, puesto que éstas últimas poseen 
elementos que permiten establecer una clara distinción, pero que es oportuna 
mencionarla; es decir, si bien las sociedades, se establecen como sujetos de derecho 
distintas de los miembros que la conforman, éstas “tiene[n] un riesgo implícito. Los 
socios, también, deben establecer la forma en que soportarán las pérdidas” 32 , 
particular no asumido por los trabajadores de una empresa cuando perciben sus 
utilidades y también ratificado por Daniel Antokolets, quien menciona: “Por su 
naturaleza, la participación en los beneficios no es un contrato de sociedad, porque el 
personal no soporta las pérdidas”.33   
                                                 
29 Guillermo Cabanellas, Diccionario Jurídico Elemental, Ibíd. 
30 Magno Iván Parédez Neyra, “La Participación de los Trabajadores en las Utilidades de la Empresa y 
otras formas de participación: su tratamiento en la Constitución peruana”, 2 Consulta: 10 de junio, 
2016 
http://www2.congreso.gob.pe/Sicr/AsesJuridica/JURIDICA.NSF/vf12web/4D6261B6CBE7BBDC05
257325004EABE6/$FILE/Utilidades.pdf 
31 Martín Lledó, La participación de los trabajadores en los beneficios de la empresa, 1a. ed. (Madrid: 
Faure, 1949), 19. 
32 Nury Rodríguez y Carlos López, “Responsabilidad del socio” Consulta: 15 de Junio, 2016  
http://www.derechocomercial.edu.uy/ClaseSociosResp01.htm 
33 Daniel Antokolets, Derecho de Trabajo Previsión Social, 2da. ed., t. 1 (Buenos Aires: Guillermo 
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En este contexto, se debe aclarar que las utilidades laborales no pueden ser 
repartidas a los socios, accionistas o miembros de una empresa, debido a que su 
situación y participación atienden a figuras y estándares diferentes dentro de dicha 
unidad económica. En consecuencia, al ser las utilidades un beneficio al cual el 
trabajador tiene derecho, éste no ha de confundirse con los rubros que perciben los 
socios, accionistas o miembros de una empresa o sociedad, -como ya se indicó-.  De 
este modo, cabe la aclaración que el reparto de las utilidades, como beneficio de los 
trabajadores de una empresa, es decir, de una determinada unidad económica, se 
efectúa mediante el pago que el empleador entrega a sus trabajadores, 
correspondiente a una parte de las ganancias que se obtenga en cada ejercicio fiscal y 
el cual se encuentra dispuesto en normas legales; distinto de los socios o accionistas 
que, son partícipes, tanto de las ganancias como de las pérdidas generadas en la 
empresa de la cual forman parte.   
La Organización Internacional del Trabajo (OIT) ha establecido sobre el 
reparto de utilidades laborales que es “el sistema de remuneración por el cual el 
empleador confiere participación al conjunto de sus trabajadores en las ganancias 
líquidas de la empresa además de pagarles su salario normal”34, criterio que reafirma 
su independencia frente a otras figuras laborales,  razón por la cual se ha llegado a 
señalar “que la Participación de Utilidades, tiene una sustantividad propia, que 
descansa en la ley o en el contrato.”35 
Desde la perspectiva económica, se ha llegado a determinar que el reparto de 
utilidades constituye “una prestación que tiene por objeto impulsar la productividad 
de las empresas, además de alentar el ideal económico de la justa y equitativa 
distribución de la riqueza producida a través del esfuerzo de los patrones y 
colaboradores”36; estableciéndose el objeto del reparto mismo de las utilidades y 
considerando a sus beneficiarios como colaboradores de su obtención. 
Sin embargo, de lo expuesto se debe anotar que el tratadista Néstor de Buen 
Lozano establece cuatro acepciones de la naturaleza jurídica-económica de la 
participación de utilidades: “a) Es salario. b) Es dación graciosa de la empresa. c) Es 
                                                                                                                                          
Kualt, 1953) 472. 
34 Josefa Montalvo Romero, “El futuro en México de la participación de los trabajadores en las 
utilidades de la empresa”, 2 Consulta: 15 de febrero, 2016 
file:///C:/Users/Hp/Downloads/PARTICIPACION_DE_LOS_TRABAJADORES_EN_LAS.pdf 
35 Miguel Borrel Navarro, “Participación de los Trabajadores en las Utilidades de la Empresa”, 266 
36 Eva Tabares Caralán, “Participación de los Trabajadores en las Utilidades y disposiciones 
reguladoras de esta prestación” (2010)  Consulta: 16 de Junio, 2016 
http://www.bdomexico.com/espanol/publicaciones/detalles/pdf/PTU_ETC.pdf 
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el reflejo de la plusvalía obtenida por el esfuerzo directo del trabajador (Marx). d) Es 
el resultado de una asociación entre el capital y el trabajo (Juan XXIII)”37 
La cita anterior establece que la naturaleza de las utilidades laborales puede 
ser entendida desde cuatro aristas; así determina que la esencia de esta figura es 
concretamente el salario, acepción descartada totalmente. Luego indica que 
corresponde a una dación graciosa de la empresa, es decir, atribuye la naturaleza de 
las utilidades a la voluntad generosa del patrono para con sus trabajadores, dentro de 
la cual establece no solo la denominada “participación discrecional” autorizada por el 
empleador sino también la “participación contractual” establecida por la partes de 
una sola relación laboral. Por otra parte, refiere el criterio de Marx, respecto a que la 
génesis de las utilidades corresponde a un pago adicional producto de la fuerza de 
trabajo extra empleada por el trabajador y materializada en su pago, es decir, que en 
razón del 100% de la jornada laboral, alrededor del 75% se encontraría cubierto por 
el salario y el excedente por el pago de utilidades, teoría no aplicable a nuestra 
realidad. Finalmente, menciona la combinación del capital y el trabajo, atribuida a 
Juan XXIII, cuyo beneficio obtenido corresponde al trabajador de la unidad 
económica de la cual forma parte. 
Conforme lo expuesto, se puede apreciar que las utilidades laborales se 
identifican inicialmente como reparto de utilidades hasta su actual establecimiento 
taxativo como derecho laboral; es decir, que: 
 
La participación de los trabajadores en las utilidades de la empresa resulta ser una 
prestación obligatoria en virtud de las normas, con lo cual, cualquier trabajador que vea 
afectado su derecho podrá accionar judicialmente a fin de que su empleador le abone dicho 
concepto, después de verificarse que se hayan cumplido con los requisitos exigidos por la 
norma específica.”38 
 
En cuanto a su naturaleza, concretamente, las citas anotadas ratifican el 
proceso evolutivo ya analizado, es decir, las utilidades surgieron inicialmente de la 
voluntad exclusiva del patrono para luego precisar un acuerdo de partes entre 
trabajador y empleador, -naturaleza contractual-, hasta llegar a la naturaleza 
normativa que hoy sitúa a las utilidades laborales como un derecho propio del 
trabajador, susceptible de ser reclamado cuando se ha irrespetado su cumplimiento. 
 
                                                 
37 Néstor de Buen Solano, La participación de los trabajadores en las utilidades…, Ibíd. 
38 Magno Iván Parédez Neyra, “La Participación de los Trabajadores en las Utilidades de la Empresa y 
otras formas de participación: su tratamiento en la Constitución peruana”, 8. 
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1.4. Características del derecho de utilidades laborales 
Guillermo Cabanellas ha definido la participación de utilidades de los 
trabajadores de una empresa de la siguiente manera: 
 
Con el nombre de participación en los beneficios o participación en las utilidades, con 
los de accionado obrero, habitación y otros, se conoce al conjunto de sistemas económicos, 
de variados matices dentro de su unidad, que se inauguran en el siglo XIX y que les conceden 
a los empleados y obreros una parte del rendimiento positivo que las empresas obtienen 
anualmente o en otros períodos que se establecen.39 
 
Si ahondamos sobre esta figura encontramos que el principal beneficio de los 
trabajadores es el rendimiento económico que las empresas reconocen en razón de su 
aporte laboral. Jurídicamente, un beneficio constituye “un derecho que compete por 
ley o cualquier otro motivo.”40 Por esto se debe apreciar enérgicamente el criterio de 
Luis de la Vega citado por el tratadista ecuatoriano Julio César Trujillo acerca del 
reparto de esta figura, quien indica que “…los trabajadores tienen derecho a 
participar de las utilidades líquidas de la empresa por razones de justicia y, en cuanto 
esa participación contribuye a disminuir el desequilibrio actual en el reparto de la 
riqueza, es además requerida por la justicia social.”41 
En este contexto, es válido aseverar que las utilidades laborales son 
obligatorias, específicamente, en aquellos países que han incorporado esta figura 
dentro de su ordenamiento normativo tanto legal como constitucional. Así, las 
utilidades se encuentran alejadas de la voluntad de las partes y su pago está 
establecido mediante preceptos jurídicos que imperan en la normativa constitucional 
y se desarrollan en normas legales expresas. En este sentido, no cabe acuerdo válido 
que perjudique el derecho del trabajador a las utilidades. 
También se debe concebir que en la práctica la participación laboral está 
dirigida hacia “Todos los trabajadores de las empresas privadas [que] tienen derecho 
a recibir el pago por utilidades, siempre y cuando dicha empresa haya generado 
utilidad…” 42 ; es decir, haya obtenido réditos reales apreciables en dinero que 
permitan ser extendidos hacia todos sus partícipes. En este sentido, se debe precisar 
                                                 
39 Guillermo Cabanellas, Compendio de Derecho Laboral, t. 1 (Buenos Aires: Eliasta, 2001) 658. 
Énfasis añadido. 
40 Real Academia Española, “Diccionario de la Lengua Española” Consulta: 02 de febrero, 2016 
http://dle.rae.es/?id=5LctDVj 
41 La empresa capitalista y su Reforma, Luis Clemente de la Vega citado por Julio Cesar Trujillo, 
Derecho del Trabajo, t.I (Quito, Centro de Publicaciones PUCE, 1986), 182. Énfasis añadido. 
42 Ramiro Arias B., “El pago de las utilidades a los trabajadores” Consulta 01 de Agosto, 2016 
http://www.correolegal.com.ec/bdcs/tsm93/tl000004.pdf 
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que las utilidades laborales resultan ser aleatorias, por cuanto su percepción está 
sujeta a la existencia objetiva de dichos rubros dentro de la empresa a la cual los 
trabajadores prestan sus servicios, pero que podrían también no configurarse si la 
empresa tiene pérdidas. 
Del punto anterior también se establece que las utilidades son variables, ya 
que la cantidad a obtenerse depende de las remuneraciones percibidas por los 
trabajadores y sus días laborados dentro de un determinado ejercicio fiscal. Por lo 
tanto, esta figura constituye una prestación económica inmediata que no admite 
sustitutos para su cancelación. Claro está que su naturaleza no puede ser confundida 
con la remuneración, lo cual no obsta que se encuentre protegido por las mismas 
garantías que ésta. 
Finalmente se debe recalcar que el objetivo del reparto de utilidades laborales 
está dirigido a mejorar el nivel económico y social de los trabajadores y configurar 
un adecuado equilibrio de la riqueza en la colectividad, como ya lo ha mencionado el 
tratadista Trujillo, lo cual evidencia el carácter redistributivo de las utilidades en 
favor de los trabajadores, que si bien, no son propietarios de las empresas para las 
cuales prestan su fuerza laboral, tienen el derecho de gozar de este beneficio social 
adquirido con el tiempo, particular que permite determinar a las utilidades como un 
derecho adquirido pues pasan a formar parte del patrimonio de sus beneficiarios.   
 
1.5. Análisis histórico normativo sobre el derecho de utilidades 
laborales en el estado ecuatoriano 
El derecho de utilidades de los trabajadores en el Ecuador tiene su origen con 
la promulgación del Código de Trabajo expedido en el año 1938. Específicamente, su 
artículo 374 establecía que: “Las empresas estarán obligadas a contribuir con un 5%, 
por lo menos, de sus utilidades líquidas, en beneficio de la caja del respectivo Comité 
de Empresa.” 
Sin embargo, de la expedición del referido mandato legal, el derecho de 
utilidades se vio respaldado constitucionalmente, años más tarde a través de su 
inclusión en la Constitución Política de 1945. Dicha Constitución incluyó dentro de 
su Título Décimo Tercero sobre Garantías Fundamentales, la sección V que se refería 
al  trabajo y previsión social, ordenando en su artículo 148 que: “Las normas 
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fundamentales que reglan el trabajo en el Ecuador son […] s) Los trabajadores serán 
partícipes en las utilidades de las empresas, en la forma y proporción que fije la ley”. 
Dicho precepto fue fortalecido en la Constitución de 1946, cuya parte 
pertinente estableció un porcentaje mínimo que correspondía a los trabajadores de 
empresas. El texto señalaba: “Art. 185 (…) n) Todos los trabajadores participarán en 
las utilidades líquidas de las respectivas empresas, en el porcentaje que señale la ley, 
el que no podrá ser menor del 5 %. La Ley regulará el reparto”. (El énfasis es mío) 
En este apartado se fortalece el porcentaje que corresponde por utilidades a quienes 
prestan su fuerza laboral, dejando a la ley las regulaciones del procedimiento de 
reparto, únicamente.  
Claro está, que las Constituciones de 1945 y 1946 “introdujeron el sistema de 
participación individual, en virtud del cual ya no es el Comité o Sindicato de empresa 
el titular del derecho a participar en las utilidades líquidas de la empresa, sino todos 
los trabajadores de la respectiva Empresa, pertenezcan o no al Comité…” 43; en 
consecuencia, la norma constitucional primó el principio de generalidad que respaldó 
a los trabajadores sin distingo alguno, independientemente del contenido del reciente 
precepto legal.  
Este particular fue observado y aplicado en la Constitución de 1967 que 
mejora el porcentaje mínimo de utilidades. Su artículo 64, numeral 8 establecía: 
“Todos los trabajadores participarán en las utilidades líquidas de las respectivas 
empresas en el porcentaje legal, que no podrá ser menor del diez por ciento; la ley 
regulará el reparto.” ”. (El énfasis es mío) 
En la Constitución Política del año 1979 se verificaron adiciones al texto 
inicialmente adoptado por las Constituciones anteriores. Se otorgaba al empleador la 
posibilidad de cancelar las utilidades en dinero o en acciones o participaciones de las 
compañías empleadoras, las cuales, una vez adquiridas, constituían patrimonio 
familiar. 
El precepto constitucional añadido y mencionado en el párrafo anterior 
prevaleció en la Constitución Política de 1998 y clarificó que dichas utilidades 
debían beneficiar al trabajador y su familia, permanentemente. Sin embargo, del 
avance recogido hasta esta Carta Política, la Constitución del año 2008 otorgó, 
facultativamente, atribuciones a entidades diferentes al orden laboral para especificar 
                                                 
43 Julio Cesar Trujillo, Derecho del Trabajo, t. I (Quito, Centro de Publicaciones PUCE, 1986), 182. 
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un porcentaje de utilidades diferenciado para el sector de trabajadores vinculados con 
actividades de exploración y explotación de recursos no renovables. El referido texto 
manifiesta: 
 
Art. 328.- La remuneración será justa, con un salario digno que cubra al menos las 
necesidades básicas de la persona trabajadora, así como las de su familia; será inembargable, 
salvo para el pago de pensiones por alimentos. El Estado fijará y revisará anualmente el 
salario básico establecido en la ley, de aplicación general y obligatoria. El pago de 
remuneraciones se dará en los plazos convenidos y no podrá ser disminuido ni descontado, 
salvo con autorización expresa de la persona trabajadora y de acuerdo con la ley. Lo que el 
empleador deba a las trabajadoras y trabajadores, por cualquier concepto, constituye crédito 
privilegiado de primera clase, con preferencia aun a los hipotecarios. Para el pago de 
indemnizaciones, la remuneración comprende todo lo que perciba la persona trabajadora en 
dinero, en servicios o en especies, inclusive lo que reciba por los trabajos extraordinarios y 
suplementarios, a destajo, comisiones, participación en beneficios o cualquier otra retribución 
que tenga carácter normal. 
Se exceptuarán el porcentaje legal de utilidades, los viáticos o subsidios ocasionales y 
las remuneraciones adicionales. Las personas trabajadoras del sector privado tienen derecho 
a participar de las utilidades liquidas de las empresas, de acuerdo con la ley. La ley fijará 
los límites de esa participación en las empresas de explotación de recursos no renovables. En 
las empresas en las cuales el Estado tenga participación mayoritaria, no habrá pago de 
utilidades. Todo fraude o falsedad en la declaración de utilidades que perjudique este derecho 
se sancionará por la ley. 
 
En este último artículo citado se indica que a partir del año 2008, nuestra 
Carta Magna, definida como Constitución de Derechos y Justicia, se permitió incluir 
entre sus mandatos constitucionales una específica excepción para las utilidades 
distribuidas a los trabajadores inmersos en empresas de explotación de recursos no 
renovables. 
Tal excepción se ve plasmada en la Ley Reformatoria a la Ley de 
Hidrocarburos y Ley de Régimen Tributario Interno, publicada en el Registro Oficial 
No. 244, de fecha 27 de julio del año 2010, contenida en el proyecto en materia 
económica con carácter urgente presentado por el Presidente de la República del 
Ecuador, y que precisaba, entre otras reformas, la reducción del porcentaje de 
utilidades destinado al sector laboral hidrocarburífero.  
En igual sentido, la Disposición Reformatoria Segunda de la Ley de Fomento 
Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, publicada en el Registro 
Oficial Suplemento No. 583, de fecha 24 de noviembre del 2011, modificó el 
porcentaje de utilidades a ser repartido a los trabajadores vinculados a la actividad 
minera, la misma que dispuso sustituir el Art. 67 de la Ley de Minería. 
Finalmente, se debe indicar que en el año 2015, la emisión del artículo 15 de 
la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, 
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publicada en el Registro Oficial No. 483, de fecha 20 de abril del 2015, incluyó 
reformas al Código de Trabajo, estableciendo en una de ellas, un límite para el 
porcentaje de su distribución a ciertos trabajadores. 
 Las utilidades constituyen un derecho que ha sido reconocido a lo largo de la 
historia en el Estado ecuatoriano, no obstante, se puede apreciar que también ha sido 
modificado dentro de su normativa, considerando porcentajes menores a los 
repartidos por empleadores cuando efectivamente el porcentaje de utilidades 
destinado a los trabajadores corresponde al 15%, siendo el 10% directamente para los 
trabajadores y el 5% en razón de sus cargas familiares.   
 
1.6. Derecho de los trabajadores del estado ecuatoriano a participar 
en las utilidades de sus empresas 
 Como se ha expuesto en líneas anteriores, la naturaleza del reparto de 
utilidades a los trabajadores de una empresa pasó por una serie de transformaciones 
que estableció finalmente su aplicación obligatoria en varios países, principalmente, 
latinoamericanos. La Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) 
menciona que: 
 
La mayor parte de los países latinoamericanos en donde existe legislación relativa a la 
participación financiera de los trabajadores en las empresas cuentan con sistemas de 
participación en utilidades (llamadas en algunos casos beneficios, ganancias o también 
lucros) (…) 
Este mecanismo no es novedoso a nivel regional. En Chile, México, Perú y Venezuela, 
entre otros países existen distintos instrumentos que regulan esta participación, con un común 
objetivo original, el de expresar el derecho de los trabajadores a participar en el resultado 
financiero de las empresas y una evidente intención redistributiva.44    
 
Nuestro país, también prevé normativa laboral cuyo contenido aborda 
mandatos constitucionales y legales de aplicación imperativa, -como se ha indicado 
brevemente-, configurando la participación de utilidades como un derecho expreso y 
adquirido. Si atendemos a lo expuesto por la CEPAL, resulta lógico, equitativo e 
incluso legal, el fin redistributivo de las utilidades laborales. La Real Academia de la 
Lengua Española define en términos generales a la redistribución como “Distribuir 
algo de forma diferente a como estaba.”45 
                                                 
44 Comisión Económica para América Latina y el Caribe, “Participación de los trabajadores en las 
utilidades o resultados de las empresas en América Latina”, Revista de la CEPAL, No. 69 (Diciembre 
1999): 72. Énfasis añadido. 
45 Real Academia de la Lengua Española, “Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española”, 
Consulta: 08 de Agosto, 2016  http://dle.rae.es/?id=VYtQE67 
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Al concebir el concepto de redistribución junto con el de utilidades, -el cual 
incluye la obtención de un beneficio-, resulta evidente el establecimiento del derecho 
de utilidades mediante un mecanismo de redistribución adecuado que permita a los 
trabajadores de una determinada empresa gozar de los beneficios adquiridos en ella; 
es decir, beneficiarse de la riqueza también generada por su fuerza laboral, en esa 
específica unidad económica.   
 David Duarte menciona que la participación de utilidades posee un tinte 
democrático generado en pequeñas organizaciones económicas como es la empresa. 
En este sentido manifiesta:   
 
La participación colectiva de los trabajadores en la vida interna de la empresa es 
esencial para que las relaciones dentro de ellas resulten democráticas, y para ello el 
empresario debe brindar a los trabajadores toda la información con la que cuente, pues éstos 
también pueden verse afectados por la toma de decisiones vinculadas con la empresa, no solo 
en el mantenimiento de la fuente de trabajo, sino también en la posibilidad de reclamar 
mejoras en las condiciones laborales cuando se advierta un incremento considerable de la 
productividad y ganancia empresaria.
46  
 
El texto citado acoge que la participación de utilidades laborales es un 
derecho con alcances mucho más altos que, refieren no solo a su legal obtención sino 
que trasciende a una equitativa y real pretensión en atención a los resultados 
económicos objetivos arrojados por su empleador. 
El ordenamiento ecuatoriano ha establecido el derecho de participación 
laboral en el inciso segundo del Art. 328 de la Constitución de la República e indica 
expresamente: “Las personas trabajadoras del sector privado tienen derecho a 
participar de las utilidades líquidas de las empresas, de acuerdo con la ley.” Frente a 
tal aserto se debe anotar que las utilidades laborales constituyen un derecho social, 
que forma parte de los llamados Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(DESC); y que en nuestro ordenamiento jurídico posee rango constitucional, el cual 
debe ser respeto y cabalmente cumplido. 
No obstante, del precepto constitucional citado que engloba a todos los 
trabajadores del Ecuador, el mismo dispone seguidamente la excepción respecto al 
sector dedicado a la explotación de recursos no renovables, es decir, a las empresas 
vinculadas con el área de hidrocarburos y minería que, a través, de las reformas a la 
Ley de Hidrocarburos y Ley de Minería, respectivamente, el órgano legislativo ha 
                                                 
46 David Duarte, “La Participación de los trabajadores en la empresa” en Derecho del Trabajo, Luis 
Enrique Ramírez, Coord. (Buenos Aires, B de F, 2011) 55. Énfasis añadido.  
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establecido límites para dicha participación. Sobre este punto es preciso señalar que 
si bien, la Norma Suprema ha incluido en su texto la excepción para reparto de 
utilidades laborales, esta contraviene derechos laborales adquiridos de los 
trabajadores y principios constitucionales que respaldan la naturaleza misma de dicha 
figura jurídica. 
De igual forma, se ha establecido de modo categórico la omisión de pago de 
utilidades en las empresas en las cuales el estado posea mayor participación que la 
empresa privada. 
En este contexto y en función de la norma constitucional que reconoce el 
derecho de participación de utilidades líquidas de las empresas, resulta lógico pensar 
que:  
Si el trabajador labora para subsistir, la principal obligación que la ley impone al 
empleador es pagar la remuneración en la cantidad acordada o pactada en el contrato (…) 
Estas obligaciones no solamente se refieren a la remuneración sino a una serie de 
obligaciones económicas que existen en el Código Laboral, como en leyes afines, como el 
pago de las décimas tercera y cuarta remuneraciones, las utilidades (…)”47   
 
Sin embargo, nuestra percepción sobre este derecho laboral trasciende más 
allá de la mera estipulación de normas constitucionales que no solo establecen sino 
que reconocen su obligatoria ejecución en función del reparto de utilidades líquidas 
generadas en las empresas a sus beneficiarios. Es decir, que correspondería sin 
objeción alguna remitir dicho rubro a todos los trabajadores de una determinada 
unidad económica en forma global, esto por cuanto la misma Carta Constitucional 
establece principios que garantizan su cumplimiento y que de modo específico 
atiende a los derechos laborales.  
El artículo 11 de nuestra Constitución determina los principios que permiten 
efectivizar los derechos contenidos en su texto. Así, el numeral 2) establece el 
principio de igualdad destinado a todas las personas que son partícipes del pleno 
goce de todos los derechos constitucionales sin distingo alguno, es decir, sin 
considerar condición socio-económica que por alta o baja que sea, pueda llegar a ser 
afectada mediante posibles normas jurídicas.  
Así mismo, el numeral 4) manifiesta que ninguna norma jurídica restringirá el 
contenido de derechos o garantías constitucionales, que indudablemente acoge a los 
derechos laborales y por ende al de participación de utilidades.  
                                                 
47 Jorge Vásquez López, Obligaciones del Empleador y de los Trabajadores (Quito, Editora Jurídica 
Cevallos, 2004) 165 y 166. (El énfasis es mío) 
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En cuanto al numeral 6) establece de forma imperativa que todos los 
principios y derechos son inalienables, irrenunciables, indivisibles, interdependientes 
y de igual jerarquía. Este mandato constitucional destaca el carácter autónomo del 
derecho de utilidades laborales, sobre todo si atendemos lo dispuesto en el numeral 2) 
del artículo 326 que establece taxativamente la irrenunciabilidad e intangibilidad de 
los derechos laborales, cuyo efecto contrario acarrearía la nulidad de las normas que 
contengan tales posiciones contrarias a derecho.  
La irrenunciabilidad vista desde la óptica laboral se orienta a establecer que 
inclusive el abandono voluntario o expreso de estos derechos resultaría ser 
inadmisible. Los derechos laborales incluyen el derecho de reparto de utilidades que 
incluso nuestra Corte Constitucional lo ha reconocido como un derecho 
constitucionalmente reconocido:   
 OCTAVA.- Se debe considerar además, que en materia de derechos y garantías 
reconocidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales, éstos son directa e 
inmediatamente aplicables por y ante cualquier juez, tribunal o autoridad, quienes estarán a la 
interpretación que más favorezca a su efectiva vigencia. Estos derechos son justamente los 
del trabajador a quien la Constitución en su artículo 35, así como en Convenios y Tratados 
internacionales suscritos por el Ecuador le reconocen entre otros, su derecho irrenunciable a 
percibir una remuneración justa que incluya su participación en las utilidades generadas por 
su empleador o por el beneficiario del servicio. 48 
 
Lo antes expuesto, por nuestro máximo órgano de interpretación 
constitucional establece, clara y puntualmente, que los derechos laborales deben ser 
interpretados y aplicados en razón del principio in dubio pro-operario.  
El criterio emitido por la Corte Constitucional del Ecuador determina el 
derecho de utilidades laborales de forma expresa así como su directa e inmediata 
aplicación en pro del efectivo goce del mismo, razón adicional para considerar el 
principio de irrenunciabilidad como respaldo normativo de esta figura jurídica.  
En igual sentido, se invoca el principio de intangibilidad que se halla 
asociado al principio anterior, pero establece un respaldo objetivo que se extiende 
más allá de la irrenunciabilidad. La Sala Especializada de lo Laboral de la Corte 
Nacional de Justicia ha señalado de forma particular el contenido de estos principios, 
para lo cual manifiesta:  
 
respecto a estos principios, es preciso dejar sentado de forma clara que el principio 
constitucional de la Intangibilidad, ha estado presente tanto en la Constitución Política 
(1998), como en la actual Constitución de la República, principio que muchas veces es 
confundido con el de irrenunciabilidad, siendo como tales principios con alcances distintos, 
                                                 
48 Ecuador. Corte Constitucional, [Resolución No. 1509-08-RA], en Suplemento Registro Oficial, 129, 
19 de junio de 2009. 
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pero complementarios entre sí. Por un lado la irrenunciabilidad se refiere a derechos 
subjetivos de los trabajadores, de este modo se previene que se atente o desconozca derechos 
establecidos en la ley, ya sea por voluntad propia o por terceros […] En este orden de cosas 
vemos que el trabajador, aun queriendo no puede renunciar subjetivamente a sus derechos 
reconocidos por la ley, pero la Ley por sí sola si puede cambiarlos. Mientras que la 
intangibilidad va mucho más allá, pues su protección abarca no solo a los derechos de una 
forma subjetiva, sino desde una óptica objetiva, enfatizando que ni aún la ley puede 
menoscabar o contrariar derechos que han sido conferidos o reconocidos a los trabajadores, 
éstos son los llamados derechos adquiridos, que nacen de la ley, de la costumbre o del pacto 
colectivo laboral…49 
 
De lo expuesto, se evidencia el criterio de la Corte Nacional establecido 
conforme la Norma Suprema, distinguiendo la irrenunciabilidad relacionada con la 
actitud volitiva del beneficiario de un derecho laboral y la intangibilidad que se 
amplía objetivamente a la prohibición de que los instrumentos normativos impidan el 
detrimento de dichos derechos.  
Cabe indicar que, de la lectura del texto citado se verifica que estos principios 
se orientan al fiel cumplimiento de la ejecución de derechos laborales, al resaltar que 
ni la ley puede vulnerar derechos laborales reconocidos a los trabajadores, ya que los 
mismos se sitúan dentro de los denominados “derechos adquiridos”. 
La doctrina del derecho público ecuatoriano desarrollada en base a los 
extractos de dictámenes de la Procuraduría General del Estado determina como 
derechos adquiridos a aquellos que “irrevocable y definitivamente se han 
incorporado al patrimonio de una persona.”50  
En el derecho mexicano se ha determinado como derecho adquirido a aquel 
“acto realizado que introduce un bien, una facultad o un provecho al patrimonio de 
una persona, y ese hecho no puede afectarse, ni por la voluntad de quienes 
intervinieron en el acto, ni por disposición legal en contrario.”51 
La Corte Constitucional del Ecuador estableció en la Acción Extraordinaria 
de Protección No. 2127-11-EP, mediante sentencia No. 184-14-SEPCC, de fecha 22 
de octubre del año 2014, sobre un derecho adquirido lo siguiente:  
 
El derecho adquirido es una situación creada cumpliendo todas las condiciones 
necesarias para adquirirlo, en estricta observancia de los requisitos que exige el 
                                                 
49 Ecuador. Sala Especializada de lo Laboral y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia, [Recurso de 
Casación No. 17731-2008-0117], 25 de febrero del 2013.  
50 Efraín Pérez, “La doctrina del derecho público ecuatoriano conforme los extractos de dictámenes de 
la Procuraduría General del Estado” (Quito, ESTADE, Julio 1999) Consulta: 02 de septiembre, 2016 
www.estade.org/documentos/derechopublico/DerechoPublico1995-1998.doc   
51 Suprema Corte de Justicia de la Nación, “Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta”, t. 
XVIII (México, ISSN, 2003) 17  Consulta: 25 de Agosto, 2016 
file:///C:/Users/Hp/Downloads/SEMANARIO_JUDICIAL_DE_LA_FEDERACION_Y_SU_GACET
A_-_AGOSTO.pdf   
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ordenamiento jurídico vigente. Una vez consolidada no puede ser desconocida ni vulnerada 
por los actos o disposiciones posteriores, es decir, debe respetar los derechos adquiridos; en 
tal virtud, se entienden incorporadas como válidas y definitivas, y pertenecen al patrimonio 
de una persona.  
 
La Corte Constitucional manifiesta que un derecho adquirido se configura 
mediante el cumplimiento de los requisitos previstos en el ordenamiento jurídico 
vigente, el cual no puede ser desconocido por disposiciones posteriores y una vez 
constituido forma parte del patrimonio de una determinada persona. El derecho 
laboral de utilidades líquidas es un derecho adquirido que no puede ser modificado 
por leyes posteriores que contraríen el texto de su disposición constitucional 
respaldado por los principios de irrenunciabilidad e intangibilidad, considerando que 
lo contrario denotaría afectación directa a su patrimonio.   
En este contexto, no podría considerarse razón alguna que esboce siquiera su 
posible detrimento; puesto que la máxima norma jurídica del estado ecuatoriano 
incluye taxativamente este derecho en favor de los trabajadores, cuyo trasfondo 
atiende los elementos antes manifestados y que además forman parte de una 
constante lucha histórico-social basada en los fundamentos sustanciales del ámbito 
económico, social y normativo ya descritos a los largo de este primer capítulo. 
No obstante, del derecho de utilidades incluido en nuestra Carta Suprema es 
necesario considerar también la visión de la nueva Constitución económica que 
establece una economía social y solidaria incluida a partir del año 2008; y, que si 
bien estableció normas que buscan: 
 
“…poner límites sociales al mercado capitalista y construir mercados donde los precios 
y las relaciones resultan de una matriz social que pretende la integración de todos con un 
esfuerzo y unos resultados distribuidos de manera más igualitaria. […] Su fundamento es, sin 
duda, el trabajo y el conocimiento encarnado en los trabajadores y sus sistemas de 
organización…”52. 
 
El trabajo no puede verse afectado en ninguna de sus manifestaciones; por 
ende, el derecho de utilidades debe ser garantizado constitucionalmente y no puede 
verse menoscabado pues, los derechos laborales de los trabajadores han sido 
reconocidos en nuestra Carta Magna a tal punto, que se ha incrustado en la memoria 
social de la colectividad la primacía del trabajo sobre el capital. Actuar en contrario, 
sería ir no solo contra norma expresa sino contra la visión global implementada a raíz 
de la emisión de la Constitución de la República del Ecuador del año 2008. 
                                                 
52 José Luis Coraggio, Economía Social y Solidaria. El Trabajo antes que el Capital, 1era ed., Alberto 
Acosta y Esperanza Martínez, edit. (Quito: Abya Yala, 2011) 45 y 46. Edición Electrónica. 
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Empero, independientemente de la visión laboral establecida en la última 
década y el derecho de participación de utilidades reconocido constitucionalmente, se 
debe resaltar el concepto de actividad empresarial y su representatividad en la 
economía nacional respecto de la cual se torna efectivo el porcentaje de participación 
laboral. Resulta lógico y claro comprender que toda actividad empresarial tiene como 
propósito obtener utilidades, puesto que la empresa ha sido definida como “un 
sistema social en el que se integra un conjunto de personas y medios con los que 
conseguir unos objetivos.”53 
Así, el fin primordial de toda empresa pretende alcanzar objetivos que le 
permitan establecer altos o suficientes índices de rentabilidad que puedan sostenerla 
en el tiempo, considerando sus obligaciones legales. En Ecuador, la actividad 
empresarial ha sido bastante representativa respecto de sus aportaciones al Producto 
Interno Bruto (PIB), ya que para el año 2014 se identificó que el sector del comercio 
aportó al PIB con el 29,04%, los servicios financieros con el 7,35%, el sector 
servicios,- tales como jurisprudencia, contabilidad, consultoría de gestión 
empresarial, investigación y desarrollo, publicidad y estudios de mercado, diseño, 
entre otros, aportaron con el 3,95%, producción agrícola del 15,69%, fabricación y 
comercialización de  vehículos aportó con el 11,18%, construcción con el 3,39%, 
mientras que el sector hidrocarburífero representó el 4,84% debido a su baja en el 
precio del barril del petróleo y el referente a telecomunicaciones aportó con el 6,05%, 
pero se menciona que esta área fue la segunda con mayor crecimiento comercial y 
respecto de la cual se tienen altas expectativas de crecimiento en los siguientes 
años.54 
Ahora, si sus aportes al PIB del Ecuador resultan significativas es evidente 
que sus utilidades también. Particular que nos lleva a pensar una de las reales 
motivaciones que estimularon la emisión de normas sobre reducción porcentual de 
participación laboral.  
Cabe anotar que durante el año 2009, el sector de petróleo y minas aportó con 
USD $5’120,757, cuando el PIB representaba un total de USD $ 62’519,686, es decir, 
que previa emisión de la Ley Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos y Ley de 
                                                 
53  “La empresa y su organización”, 7 Consulta: 26 de Diciembre, 2016 
http://assets.mheducation.es/bcv/guide/capitulo/8448199359.pdf 
54  “Sectores destacados”, 2015 Consulta: 14 de diciembre, 2014 
http://www.ekosnegocios.com/negocios/verArticuloContenido.aspx?idArt=6264 
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Régimen Tributario Interno se debió revisar los altos índices de rentabilidad de estos 
sectores.55 
En este orden de ideas cabe concluir que el derecho de utilidades de los 
trabajadores del Estado ecuatoriano al estar consagrado en el ordenamiento jurídico 
nacional debe ser cabalmente respetado y cumplido.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
55 “Producto Interno Bruto por Industria”, Banco Central del Ecuador  Consulta: 28 de Diciembre, 
2016 
https://www.google.com.ec/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=1&cad=rja&uact=8&ved=
0ahUKEwiO7-
Wx8JfRAhVE5CYKHbK5AzMQFggYMAA&url=https%3A%2F%2Fcontenido.bce.fin.ec%2Fdocu
mentos%2FPublicacionesNotas%2FCatalogo%2FIEMensual%2Fm1939%2FIEM-
432.xls&usg=AFQjCNH9lbFVfAAUZeYJbNybIuMROiXN-Q&bvm=bv.142059868,d.eWE 
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Capítulo II 
 
Análisis de las utilidades laborales de los trabajadores del sector 
privado en el estado ecuatoriano 
  
2.1. Análisis legal sobre el derecho de utilidades laborales en el 
Ecuador previo a la emisión de las reformas laborales que establecen 
límites a su porcentaje de distribución 
 Como se indicó en el capítulo anterior, el derecho de utilidades laborales fue 
introducido en el Ecuador mediante la promulgación del Código de Trabajo en el año 
1938. A partir de dicho año el mencionado Código sufrió una modificación respecto 
de las utilidades laborales, a través de la promulgación del artículo 173 de la Ley 
para la Promoción de la Inversión y la Participación Ciudadana, la cual fue 
expedida mediante Decreto Ley 2000-1 y publicada en el Registro Oficial 144-S el 
18 de Agosto del año 2000, el cual disponía lo siguiente:  
 
Art. 173.- Participación de trabajadores en utilidades de la empresa. 
 
[…] 
 
Ningún trabajador podrá percibir por concepto de participación en las utilidades anuales, 
conforme a lo establecido en este artículo, una suma superior a cuatro mil dólares de los Es-
tados Unidos de América.  
El excedente de utilidades que quedare luego de realizar el reparto hasta la cuantía y 
forma establecida en este artículo, será pagado por el empleador a favor del Estado en con-
cepto de impuesto a la renta adicional.  
Las recaudaciones por este concepto deberán destinarse a los presupuestos de los Mi-
nisterios de Salud Pública y de Educación y Cultura. 
  
 El citado artículo emitido en el año 2000 estableció un límite al derecho 
constitucional de utilidades laborales, disponiendo que el excedente sea destinado a 
los órganos gubernamentales: Ministerios de Salud Pública y de Educación y Cultura; 
a través de la figura impositiva de impuesto a la renta adicional al declarado de forma 
ordinaria en un mismo ejercicio económico.  
 No obstante, meses más tarde, el artículo 173 de la Ley para la Promoción de 
la Inversión y la Participación Ciudadana fue declarado inconstitucional por el 
fondo, mediante la Resolución del Tribunal Constitucional No. 193-2000 publicada 
en el Registro Oficial No. 234-S, específicamente, el 29 de diciembre del año 2000; 
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frente a la demanda de inconstitucionalidad de fondo y forma planteada, entre otras 
entidades y grupos sociales, por el Frente Unitario de Trabajadores (FUT). Dicha 
Resolución estableció: 
 
Que respecto, del artículo 173 de la Ley para la Promoción de la Inversión y la 
Participación Ciudadana, de acuerdo con el numeral 8 del Art. 35 de la Constitución Política, 
los trabajadores tienen derecho a participar en las utilidades líquidas de las empresas de 
conformidad con la ley. Derecho que no tiene limitación constitucional alguna; por tanto, la 
norma deviene en inconstitucional.  
 
 Siendo la única reforma legal sobre utilidades laborales en el Código de 
Trabajo ecuatoriano, antes del año 2009, este derecho se encontró regulado a partir 
del artículo 97 hasta el 110 de su articulado hasta antes de la emisión de la Ley de 
Justicia Laboral y Trabajo remunerado en el Hogar que será abordada en este 
capítulo.  
Para ubicar adecuadamente el derecho a las utilidades en el Ecuador resulta 
imperativo citar y analizar algunos conceptos que guardan relación con el mismo. En 
este sentido, cabe anotar que la relación laboral se configura por el empleador y 
el/los trabajadores. El Código de Trabajo los define de la siguiente manera:   
 
Art. 9.- Concepto de trabajador.- La persona que se obliga a la prestación del servicio o 
a la ejecución de la obra se denomina trabajador y puede ser empleado u obrero. 
 
Art. 10.- Concepto de empleador.- La persona o entidad, de cualquier clase que fuere, 
por cuenta u orden de la cual se ejecuta la obra o a quien se presta el servicio, se denomina 
empresario o empleador. El Estado, los consejos provinciales, las municipalidades y demás 
personas jurídicas de derecho público tienen la calidad de empleadores respecto de los 
obreros de las obras públicas nacionales o locales. Se entiende por tales obras no sólo las 
construcciones, sino también el mantenimiento de las mismas y, en general, la realización de 
todo trabajo material relacionado con la prestación de servicio público, aun cuando a los 
obreros se les hubiere extendido nombramiento y cualquiera que fuere la forma o período de 
pago. Tienen la misma calidad de empleadores respecto de los obreros de las industrias que 
están a su cargo y que pueden ser explotadas por particulares. También tienen la calidad de 
empleadores: la Empresa de Ferrocarriles del Estado y los cuerpos de bomberos respecto de 
sus obreros. 
 
 Una vez citada la normativa que define y establece las partes que conforman 
la relación laboral, base sobre la cual parte la configuración del derecho a la 
obtención de utilidades laborales, se debe manifestar que el porcentaje de utilidades 
laborales que corresponde a los trabajadores constituye el quince por ciento 15%. Se 
disponía que el diez por ciento (10%) sea dividido entre todos 
los trabajadores de la empresa. Porcentaje establecido en base a un ejercicio fiscal 
determinado, es decir, de enero a diciembre de un año de laboral..  
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 Con respecto al cinco por ciento (5%) se disponía que, si bien debía ser 
entregado directamente a los trabajadores, este porcentaje era entregado 
exclusivamente en razón de las cargas familiares de cada uno de sus beneficiarios; 
entendidas entre ellas, al cónyuge o conviviente en unión de hecho que no trabaje, 
los hijos menores de dieciocho años y los hijos minusválidos de cualquier edad.  
Es decir, que el porcentaje íntegro a ser distribuido mediante ley a los 
trabajadores de una empresa es el 15%, particular que ha guardado coherencia con la 
normativa constitucional hasta antes de las reformas a la figura jurídica de las 
utilidades laborales.   
Sin embargo, de establecer el principio de generalidad de este beneficio social 
para todos los trabajadores, la misma ley estableció que respecto a las entidades de 
derecho privado en las cuales las instituciones del Estado tienen participación 
mayoritaria de recursos públicos, se estará a lo señalado en la Ley Orgánica de 
Servicio Civil y Carrera Administrativa y de Unificación y Homologación de las 
Remuneraciones del Sector Público, es decir, que no son beneficiarios de este 
derecho.  
Precepto legal establecido en razón del Art. 315 de la Constitución del 
Ecuador que se refiere a los excedentes obtenidos de la gestión y administración de 
una empresa pública con mayoría accionaria estatal, disponiendo que los mismos 
podrán ser invertidos o reinvertidos en las mismas empresas o sus subsidiarias, 
relacionadas o asociadas en pro de su desarrollo, caso contrario, dichos sobrantes 
serán remitidos al Presupuesto General del Estado. 
Pero, además cabe resaltar el origen de los fondos públicos que se orientan al 
cumplimiento de la función social, constituidos por el aporte ciudadano y por lo cual 
se justifica el fin empleado de los excedentes de las empresas públicas.   
Respecto de los trabajadores que perciben sobresueldos o gratificaciones el 
Código de Trabajo indica que no tendrán derecho a participar de las utilidades. En 
igual sentido, el artículo 101 ibíd. menciona la exoneración del pago de participación 
de utilidades en caso de operarios y aprendices de artesanos, lo cual se justifica por la 
actividad especial que desempeñan (Artículos 97, 98 y 101).   
El pago de utilidades laborales se lo realiza de acuerdo a los rubros 
registrados en las declaraciones impositivas presentadas ante la administración 
tributaria central del territorio ecuatoriano, el Servicio de Rentas Internas; pero, el 
informe de liquidación formal es presentado ante el mismo órgano laboral, es decir, 
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el Ministerio de Trabajo, hasta el 31 de marzo de cada año posterior al que refiere 
dicha liquidación (Artículo 105). 
La obligación del empleador de declarar y pagar las utilidades laborales en las 
entidades estatales mencionadas puede ser objeto de revisión y determinaciones 
administrativas por parte del Servicio de Rentas Internas, previa solicitud del 
Director Regional del Trabajo, de las organizaciones de trabajadores de las 
respectivas empresas o de quien tenga interés propio y directo que se rectifiquen 
posibles errores en los valores registrados por la parte empleadora y establecer el 
rubro efectivo de las utilidades. Cabe indicar que, en el supuesto que la 
administración tributaria central cuente con actos administrativos, cuyo contenido 
establezca obligaciones con carácter firme, la autoridad administrativa del trabajo 
competente dispondrá del pago de utilidades a favor de sus beneficiarios a la parte 
empleadora más los respectivos intereses calculados a la tasa máxima referencial, a 
partir de la exigibilidad de dicha obligación laboral, 
sin perjuicio de la facultad coactiva de la cartera de estado para el cobro efectivo de 
tales valores. No cabe impugnación administrativa o judicial contra la orden de cobro 
emitida por el Ministerio de Trabajo, salvo las excepciones a la coactiva (Artículo 
104).También se debe anotar que en caso de declaración falsa de utilidades 
se sanciona con multa de diez a veinte salarios mínimos vitales según la capacidad 
económica del empleador si se comprobare falsedad imputable a dolo sobre los 
rubros de utilidades o procedimientos irregulares para perjudicar a los beneficiarios 
de este derecho laboral, previa fiscalización del Servicio de Rentas Internas (Artículo 
107). En la última década la colaboración entre administraciones tributaria y laboral 
se ha intensificado con el objeto de establecer determinaciones adecuadas sobre la 
distribución de las utilidades laborales a sus beneficiarios. Sin embargo, de existir 
algún saldo que corresponda a utilidades distribuidas y no cobradas por los 
trabajadores, la normativa prevé la posibilidad de depositar dicho rubro en la cuenta 
del sistema financiero nacional, particular incluido mediante el artículo 20 de la Ley 
de Justicia Laboral, -puesto que antes se establecía que sea depositado en el Banco 
Central del Ecuador a la orden del Director Regional del Trabajo respectivo-, con el 
objeto de que la cantidad depositada sea entregada a sus titulares efectivos en el 
plazo de treinta días. El empleador se encuentra obligado a publicar por la prensa la 
nómina de beneficiarios del reparto de utilidades laborales así como el órgano rector 
en materia laboral en su portal electrónico; y, si el cobro no se efectuare hasta 
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después de un año, en el plazo exacto de quince días, la cantidad correspondiente a 
utilidades laborales de los trabajadores como legítimos beneficiarios, será destinada a 
la cuenta que el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social establezca para el efecto, 
dirigida al Régimen Solidario de Seguridad Social (Artículo 106). 
Considerando que los empleadores basan el pago de utilidades conforme el 
resultado de sus declaraciones impositivas, el artículo 99 del Código de Trabajo, 
establece que las utilidades destinadas a reservas legales, estatuarias o facultativas, 
participación especial a favor de los administradores de las empresas y otras 
similares que deban realizarse sobre las utilidades líquidas de las empresas se 
efectuarán luego de la deducción del 15% correspondiente a participación de 
utilidades.  
También se debe considerar que a solicitud del Director Regional del Trabajo, 
el Servicio de Rentas Internas tiene la facultad de disponer las investigaciones y 
fiscalizaciones que considere pertinentes para la liquidación efectiva de utilidades 
laborales, las cuales serán analizadas y consideradas también por representantes de 
los trabajadores. Claro está que, en la misma norma, se establece el deber concedido 
a la administración tributaria central de notificar a los órganos laborales sobre las 
determinaciones de utilidades por ella efectuadas (Artículo 104). 
Cabe indicar que, mediante el artículo agregado por la Ley No. 00, publicada 
en Registro Oficial 351S de 29 de Diciembre del 2010, se facultó a las partes de la 
relación laboral establecer un acuerdo respecto a la forma de pago de las utilidades 
laborales generadas, para efectuar el pago de las mismas a través de acciones de la 
empresa a la que los trabajadores prestan sus servicios. Esta posibilidad puede ser 
aplicada siempre y cuando dicha empresa se encuentre registrada en una Bolsa de 
Valores y cumpla con el Protocolo de ética profesional definida por el estado 
ecuatoriano y cumpla los requisitos previstos en el Código de la Producción, 
Comercio e Inversiones (Artículo 105.1). 
Cabe señalar que el artículo 108 del Código de Trabajo, establece el anticipo 
de utilidades para quienes lo solicitaren, el cual no podrá ser considerado renta ni 
mucho menos ser gravado con impuesto alguno ya que la figura de las utilidades es 
distinta de las remuneraciones percibidas por el trabajador.    
El artículo 102 Ibíd. establece expresamente que las utilidades laborales no 
constituyen remuneración; pero, el artículo 109 del mismo cuerpo legal resalta que 
las garantías en la participación laboral tendrá las mismas garantías que la 
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remuneración.   
Finalmente, es preciso señalar que de acuerdo al Reglamento para el pago y 
declaración de las décimatercera, décimacuarta remuneraciones, participación de 
utilidades y consignaciones se establece que para el pago y declaración de las 
décimatercera, décimacuarta remuneraciones, participación de utilidades y 
consignaciones, -publicado en el Registro Oficial No. 913S, de fecha 15 de marzo 
del 2013, las empresas que declaren utilidades, deben cancelar el 15% de las mismas 
a sus trabajadores en cada año fiscal, es decir, se debe realizar la respectiva 
liquidación de valores, que se dividen en 10% por el tiempo de trabajo y el 5% por 
lascargas familiares que posee el trabajador conforme la norma ya analizada. 
 
2.2. Análisis de la Ley de Minería y sus reformas referentes a 
utilidades laborales 
La actividad minera en el Ecuador se ha visto marcada por una serie de 
reformas legales que regularizaron su extracción a gran escala. “Al igual que en 
varios países de la región y en otras partes del planeta, el Banco Mundial fue un 
propulsor activo de las reformas ecuatorianas asociadas a este proceso.” 56  Su 
influencia frente a la oportunidad de acceso a sus créditos bancarios forzó la 
limitación del papel del Estado en la promoción de beneficios fiscales para la 
inversión extranjera así como también en políticas ambientales y nula intervención 
estatal en materia laboral.  
La primera ley minera del Ecuador, Ley No. 126, publicada en el Registro 
Oficial 695S, de fecha 31 de mayo de 1991, establecía en su artículo 154, literal e), 
Título XI, referente a Disposiciones Tributarias y Económicas, como deducciones de 
impuesto a la renta, entre otras, la participación de los trabajadores en las utilidades, 
sin establecer el monto exacto que correspondía percibir a dichos empleados, 
entendiendo para su efecto que era aplicable el 15% del porcentaje dispuesto en el 
Código de Trabajo vigente a la fecha; sin embargo, su artículo 168 ya disponía la 
utilización del excedente de dicha figura jurídico-laboral, luego de su reparto a los 
trabajadores de una empresa para que sean destinados a la 
ejecución de obras de infraestructura y beneficio social en el sector de influencia de 
                                                 
56 William Sacher y Alberto Acosta, La Minería a gran escala en Ecuador. Análisis y datos 
estadísticos sobre la minería industrial en Ecuador, 1era ed. (Quito, ABYAYALA, 2012) 13 
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sus actividades, de forma obligatoria. Además, dichas actividades debían ser 
autorizadas por los organismos seccionales o entidades con cuyas áreas de acción 
estén relacionadas; mientras que, la Dirección de Minería, el Ministerio de Trabajo y 
Recursos Humanos y el Ministerio de Finanzas y Crédito Público eran encargados 
del control y verificación de las mismas.  
El Reglamento General Sustitutivo del Reglamento General de la Ley de 
Minería, publicado en el Registro Oficial 307, de fecha 17 de abril del año 2001,  
establecía en el literal k) de su artículo 3 como atribuciones de la Dirección Nacional 
de Minería, verificar y controlar, conjuntamente con los Ministerios del Trabajo y 
Recursos Humanos y de Economía y Finanzas, el cumplimiento establecido para el 
excedente del reparto de utilidades de los trabajadores, según indicaba el antes 
referido artículo 168 de la Ley de Minería; y, que en concordancia con la antes citada 
Ley para la Promoción de la Inversión y la Participación Ciudadana, publicada el 
18 de Agosto del año 2000, los trabajadores relacionados con empresas mineras 
también percibían un monto no mayor a cuatro mil dólares de los Estados Unidos de 
América. Cabe reiterar que dicha ley fue declarada inconstitucional por el Tribunal 
Constitucional del Ecuador, meses después. 
No obstante, la llamada Nueva Ley Minera, publicada en el Registro Oficial 
No. 517S, de fecha 29 de enero del año 2009, estableció en su artículo 67 como 
obligaciones laborales exclusivas de los titulares de derechos mineros hacia sus 
trabajadores sin extensión alguna al estado, disponiendo el reparto de solo el 3% de 
utilidades laborales a sus dependientes mientras que el 12% restante sería remitido al 
Estado y gestionado por los Gobiernos Autónomos Descentralizados (GAD’s) en 
donde se realicen actividades mineras dirigidas a las áreas de salud, educación y 
vivienda. Para el caso de la pequeña minería, el 10% debía ser repartido a sus 
trabajadores y el 5% restante pagado al Estado. Se agrega que el objeto de estos 
recursos debía ir acorde con el Plan Nacional de Desarrollo y, contradictoriamente, 
se establecía la prohibición de toda forma de precarización laboral en la actividad 
minera, aún luego de la reducción del porcentaje del derecho de utilidades laborales 
a sus trabajadores. 
Actualmente, la Disposición Reformatoria Segunda de la Ley de Fomento 
Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, publicada en el Registro 
Oficial No. 583S, de fecha 24 de noviembre del 2011, rige el porcentaje de utilidades 
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a ser repartido a los trabajadores vinculados a la actividad minera, modificando 
superficialmente el Art. 67 de la Ley de Minería por el siguiente texto: 
 
Art. 67.- Obligaciones Laborales.- Las obligaciones de orden laboral contraídas por los 
titulares de derechos mineros con sus trabajadores, serán de exclusiva responsabilidad y de 
ninguna manera se harán extensivas al Estado. En el caso de los trabajadores vinculados a la 
actividad minera, éstos recibirán el 3% del porcentaje de utilidades y el 12% restante será 
pagado al Estado y a los Gobiernos Autónomos Descentralizados que lo destinarán a 
proyectos de inversión social y de desarrollo territorial en las áreas en donde se lleven a 
cabo actividades mineras. Dichos proyectos deberán ser armonizados con el Plan Nacional 
de Desarrollo. 
 
Para el caso de los trabajadores de la pequeña minería será del 10% del porcentaje de 
utilidades y el 5% restante será pagado al Estado y a los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados que lo destinarán a proyectos de inversión social y de desarrollo territorial 
en las áreas en donde se lleven a cabo actividades mineras. 
 
Las inversiones que realicen los Gobiernos Autónomos Descentralizados deberán ser 
canalizadas a través del Banco del Estado para que efectúe los desembolsos correspondientes. 
 
La norma citada, expresa claramente que, los trabajadores en relación de 
dependencia de empresas relacionadas con la minería seguirán percibiendo 
únicamente el 3% de la totalidad del rubro distribuido como utilidades. El 12% 
restante será entregado al estado y a sus gobiernos autónomos descentralizados 
(GAD's), cuyo objeto se establece en proyectos de inversión social y desarrollo 
territorial en los sitios en los cuales se realicen actividades mineras. A diferencia de 
su artículo antecedente que dispone inversión social en educación, salud y vivienda, 
éste artículo establece en términos generales el destino de los fondos retirados a los 
trabajadores de empresas mineras para inversión social y desarrollo territorial. 
También, mantiene que el objeto de estos recursos debe ir acorde con el Plan 
Nacional de Desarrollo, pero su obtención debe ser canalizada mediante el Banco del 
Estado. Cabe indicar que las utilidades de los trabajadores de la denominada pequeña 
minería aún está establecido en el 10% mientras que el 5% restante está destinado al 
Estado y a los GAD's. 
Si entendemos los motivos por los cuales se ha fijado un límite al porcentaje 
de utilidades laborales respecto a los trabajadores de empresas mineras, cabe resaltar 
que su rentabilidad resulta bastante atractiva con respecto a otras actividades 
realizadas en el Estado ecuatoriano. Tanto así, que durante los años 2011-2015 el 
desempeño económico de la minería en cuanto a utilidades mineras, específicamente, 
“…representan obligaciones laborales de las utilidades de las actividades en un 
ejercicio económico, cuya distribución corresponde de manera diferenciada para la 
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gran minería y pequeña minería. El monto se calcula del 15% de utilidades generales: 
[en] US$ 770.791”57  
La citada cantidad ha sido establecida por el Ministerio de Recursos Naturales 
no Renovables del Ecuador. Situación que hace pensar que las reformas sobre la 
distribución del porcentaje de utilidades laborales para empresas relacionadas con 
actividades mineras no han considerado principios de corte laboral que respaldan su 
legítimo derecho a la obtención de utilidades líquidas sino un tinte eminentemente 
económico. También, se debe mencionar que los considerandos para la emisión de 
dichas reformas se orientan a destacar el cumplimiento de los derechos ambientales y 
de la naturaleza, sin mayor explicación sobre los motivos que llevaron a establecer la 
reducción de doce puntos porcentuales en las utilidades de los trabajadores 
relacionados con la actividad minera. Es decir, que la falta de motivación en la 
sustentación de dicho precepto legal se hace evidente sin establecer el mínimo 
fundamento que llevó a establecer su contenido y emisión.  
Adicionalmente, vale indicar que la emisión de la referida Ley de Fomento 
Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, expedida con carácter de 
económico urgente no guarda relación con el ámbito laboral directamente sino más 
bien ambiental y tributario, misma que se estableció en pro de la responsabilidad 
ambiental mediante incentivos impositivos que permitieran su aplicación, no así, 
análisis alguno sobre el tema reparto de utilidades, situación evidenciada en sesión 
del Consejo de Administración Legislativa, de fecha 24 de octubre del año 2011, que 
calificó el Proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos 
del Estado. 
En dicha sesión se analizó principalmente los requisitos establecidos en la 
Constitución del Ecuador, específicamente, que dicho proyecto trate sobre una sola 
materia y sea presentado ante el Presidente de la Asamblea Nacional con la suficiente 
exposición de motivos. Es claro que el tema ambiental no era el único que se trató en 
tal proyecto así como la exposición de motivos no fue la mejor sobre todo respecto al 
tema de utilidades laborales. Es preciso mencionar que el Art. 137 de la Constitución 
dispone que los proyectos de ley deban ser discutidos en dos debates y el Art. 140 
indica que el procedimiento en proyectos de ley con carácter de urgente en materia 
                                                 
57 Ministerio de Recursos Naturales no Renovables del Ecuador, “Plan Nacional de Desarrollo del 
Sector Minero 2011-2015”, Consulta: 25 de Agosto, 2016 file:///C:/Users/Hp/Downloads/plan-
nacional-de-desarrollo-minero.pdf     
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económica, como es el caso que nos atiende, posee el trámite ordinario para su 
presentación, discusión y aprobación. En consecuencia, correspondía efectuar los dos 
debates en este caso, situación que no ocurrió debido a que, para la instalación de la 
sesión de la Comisión destinada a discutir y aprobar el primer informe no se realizó 
por falta de quórum, es decir, se encontraban ausentes los seis asambleístas 
requeridos con dicho objeto; no obstante, las grabaciones de la sala de sesiones de 
dicha Comisión evidenciaron que sí estaban presentes tales asambleístas, pero al 
iniciar el orden del día decidieron dejar las instalaciones de la Comisión.  
Con fecha 17 de noviembre del año 2011, se reanudó la Sesión No. 136 del 
Pleno de la Asamblea Nacional iniciada con fecha 11 de noviembre del igual año que 
no aprobó el pedido sobre negar ni archivar el proyecto en mención. Finalmente, 
dicho proyecto fue publicado como decreto-ley treinta días posteriores desde su 
envío a la Asamblea Nacional sin discusión o referencia alguna de la reducción 
porcentual de las utilidades percibidas por trabajadores del sector minero.  
Estos detalles nos hacen pensar, no solo de las materias distintas del carácter 
económico que se incluyeron en este proyecto de ley sino de las circunstancias que 
detonaron su promulgación en el Registro Oficial. Por una parte, merece vasta 
atención la falta de tratamiento crítico sobre el tema utilidades durante el debate de la 
Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, ratificando la 
falta de motivación en sus considerandos; mientras que por otra, se evidencian 
realidades y actuaciones políticas que, nos atrevemos a describir como impropias e 
irregulares, frente al tratamiento legislativo adecuado que corresponde con especial 
atención al tema derechos laborales.   
 
2.3. Análisis de la Ley Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos y 
Ley de Régimen Tributario Interno, publicada en el Registro Oficial 
No. 244, de fecha 27 de julio del año 2010 
La Ley Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos y Ley de Régimen Tributario 
Interno fue publicada en el Registro Oficial No. 244, de fecha 27 de julio del año 
2010, contenida en el proyecto en materia económica con carácter urgente presentado 
por el Presidente de la República del Ecuador y que incluyó mediante su artículo 16 
la reducción del porcentaje de utilidades destinado al sector laboral hidrocarburífero. 
El actual artículo de la Ley de Hidrocarburos manifiesta: 
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Art. 94.- Participación Laboral.- En el caso de los trabajadores vinculados a la 
actividad hidrocarburífera, éstos recibirán el 3% del porcentaje de utilidades y el 12% 
restante será pagado al Estado y a los Gobiernos Autónomos Descentralizados que lo 
destinarán a proyectos de inversión social y de desarrollo territorial en las áreas en donde se 
lleven a cabo actividades hidrocarburíferas. Dichos proyectos deberán ser armonizados con 
el Plan Nacional de Desarrollo. Las inversiones que realicen los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados deberán ser canalizadas a través del Banco del Estado para que efectúe los 
desembolsos correspondientes. 
 
Durante el año 2010 las utilidades del sector hidrocarburífero fueron 
modificadas por la reforma establecida en la Ley Reformatoria a la Ley de 
Hidrocarburos y Ley de Régimen Tributario Interno. Esta reforma estableció 
porcentajes idénticos a los referidos en la Ley de Minería, considerando como 
fundamento jurídico nuestra Carta Constitucional expedida en el año 2008. 
Si analizamos, pormenorizadamente, la exposición de motivos de la Ley 
Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos y Ley de Régimen Tributario, se evidencia 
el serio contraste de su motivación, aparentemente, dedicada a todas las reformas 
incluidas en su texto; pero, que en realidad no guarda relación alguna con la 
regulación de participación laboral en el caso de trabajadores vinculados a la 
exploración y explotación de recursos no renovables, como resulta en el caso de las 
reformas sobre porcentajes de reparto de utilidades en la Ley de Minería. 
Así, los considerandos de dichas reformas a la Ley de Hidrocarburos se 
sustentan en el avance científico y técnico que ha presenciado Ecuador, el importante 
significado del petróleo como recurso mercantil, la inclusión de una nueva 
Constitución con un ordenamiento normativo diferente, la titularidad de la 
producción nacional hidrocarburífera a favor del nuestro país mediante el esquema 
de contratos de prestación de servicios, delimitación de atribuciones y actividades de 
los principales actores del sector de hidrocarburos, así como la fiscalización de los 
recursos no renovables del estado ecuatoriano conjugados a elementos que propicien 
un medioambiente equilibrado y sustentable. Considerando ésta exposición, resulta 
difícil asociar la motivación que llevó al Ecuador a mermar y por ende afectar 
derechos de los trabajadores pertenecientes al área hidrocarburífera cuando se omite 
determinar de forma motivada las razones que llevaron a emitir la reducción del 
porcentaje de reparto de utilidades laborales. 
Si bien es cierto, los sectores hidrocarburífero y minero resultan 
económicamente más representativos que otras áreas de la economía del país, 
resultaría extraño pensar que la reducción del porcentaje de utilidades se ha dado 
46 
 
únicamente considerando cifras estadísticas sin el correspondiente análisis de normas 
jurídicas que atienden el ámbito constitucional y laboral. 
La Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos Ecuador 
(INREDH), menciona acerca del porcentaje que representa el sector hidrocarburífero 
en la economía de nuestro país, así expresa que, “La fuente más importante de la 
economía del Ecuador es la exportación de crudo y derivados que en los últimos 10 
años ha oscilado entre un 43 y 66% del total de exportaciones del país y entre un 43 
y 59% del presupuesto general del Estado.” 58  No obstante, en la actualidad el 
escenario ha variado, pues los precios del barril de crudo ecuatoriano han bajado en 
su totalidad y se ha constatado a la presente fecha la suma de US $ 44,70 por unidad 
de barril de crudo, según datos proporcionados por el Banco Central del Ecuador.59 
Independientemente de la situación actual, huelga decir que a la fecha de 
inclusión del artículo 94 en la Ley de Hidrocarburos, es decir el año 2010, el sector 
hidrocarburífero era considerado como un sector bastante representativo y por lo 
mismo un gran generador de empleo, ubicándose en un sector que ha llegado a 
representar vastamente las fuentes ocupacionales en Ecuador. 
El breve análisis económico efectuado sobre la base de datos y cifras oficiales 
evidencia únicamente el éxito del cual se ha visto revestido el sector petrolero, 
particularidad que no debió ser considerada como único motivo para vulnerar los 
derechos de los trabajadores respecto a la reducción porcentual de sus utilidades. En 
este sentido se manifestó el entonces Ministro de Recursos Naturales del Ecuador 
Wilson Pástor, quien justificó la reducción de utilidades para el sector 
hidrocarburífero mediante el artículo 274 de la Constitución del Ecuador relacionado 
con “el nuevo mapeo de la distribución de la renta petrolera”.60 Es decir, que las 
rentas fiscales también se verían beneficiadas con la prestación obligatoria de las 
utilidades de los trabajadores al Estado en razón de la supuesta redistribución de 
rentas.  
Aun cuando los fundamentos jurídicos sobre reducción de utilidades prevista 
en la Ley Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos y Ley de Régimen Tributario 
                                                 
58  Wilson Guaranda Mendoza, “Apuntes sobre la explotación petrolera en Ecuador”, Fundación 
Regional de Asesoría en Derechos Humanos” Consulta: 22 de marzo, 2016 
http://www.inredh.org/index.php?option=com_content&id=288:explotacion-petrolera-en-el-
ecuador&Itemid=126 
59 Banco Central del Ecuador, “Precio Barril Petróleo” Consulta: 01 de marzo, 2016 
http://contenido.bce.fin.ec/resumen_ticker.php?ticker_value=petroleo 
60 “Gobiernos Locales manejarán utilidades petroleras”, El Comercio (Quito), 04 de abril de 2011.   
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Interno no se justifican, políticamente se evidenciaron las razones que llevaron al 
Ejecutivo a presentar esta reforma cuando expresó que: “El petróleo es un bien muy 
especial, se llama recurso no renovable, como las minas, el gas, no es que se produce, 
se extrae, ya tiene una renta, un valor en su estado natural”.61  
En este contexto, se ratifica el criterio antes citado que representa el sentir 
estatal y que está relacionado con la distribución de la riqueza en pro de las 
comunidades y territorios en donde se ejecutan los proyectos de explotación de 
recursos no renovable. 
Por otra parte, también se debe señalar el procedimiento legislativo y las 
particularidades que concluyeron en la emisión y promulgación de estas reformas el 
cual permitirá analizar las consideraciones realizadas por sus legisladores previa 
promulgación de la reforma analizada. Se debe destacar, al igual que la Ley de 
Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, no corresponde a una 
ley sobre materia económica, sí de hidrocarburos, tributaria e inclusive laboral, pero 
no económica; no obstante, hace relación directa a la obtención de dichos recursos a 
través de la disminución de utilidades laborales de los trabajadores del sector 
hidrocarburífero, que como se ha mencionado, fueron bastante representativas.   
La Comisión especializada del Régimen Económico y Tributario, su 
Regulación y Control, emitió el informe para primer debate con fecha 08 de julio del 
año 2010, el cual fue tratado en la Sesión No. 50 del Pleno de la Asamblea Nacional 
con ciertas observaciones consideradas en el segundo debate en sesión de fecha 24 de 
julio del mismo año, el cual no se concretó.  
Se debe indicar que el primer debate trató sobre la propuesta de uno de los 
miembros de la Asamblea Nacional respecto a iniciar una consulta previa a los 
pueblos y comunidades indígenas localizados en los territorios que se aplicará la 
presente ley analizada, la cual fue negada por el Pleno de la Asamblea. Seguidamente, 
se manifestaron tres motivos primordiales que sustentaron la emisión del entonces 
Proyecto de Ley Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos y Ley de Régimen 
Tributario Interno: reformar la estructura institucional del sector hidrocarburífero, 
viabilizar el nuevo modelo de contrato de prestación de servicios e introducir 
reformas complementarias para su marco regulatorio.  
                                                 
61 “12 por ciento de utilidades en extracción de petróleo será destinado para comunidades en donde se 
realice esta actividad”, Ecuadorinmediato (Quito), 26 de septiembre de 2009. 
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La intervención del Presidente del Foro de Opinión Petrolera ecuatoriana, 
Jorge Pareja Cucalón destacó que la rebaja sobre el porcentaje de participación de 
utilidades ayudará a mejorar el deformado mercado laboral en el sector 
hidrocarburífero. Por su parte, el Subsecretario Jurídico del Ministerio de Recursos 
no Renovables añadió, entre otros temas, la inclusión del límite del 3% de 
participación de utilidades y el destino de su diferencia para proyecto de inversión 
social mediante los Gobiernos Autónomos Descentralizados, sin realizar observación 
adicional alguna. Cabe indicar que el Ministro de Recursos no Renovables, Wilson 
Pástor manifestó que el Proyecto de la presente Ley Reformatoria buscaba 
principalmente evitar la caída de la producción petrolera del país mientras que sobre 
la reducción de utilidades laborales mencionó brevemente que la misma se 
circunscribirá a los trabajadores relacionados únicamente con explotación 
hidrocarburífera y no el sector en general.  
Sin embargo, la Asambleísta Irina Cabezas hizo referencia a la 
inconstitucionalidad de la reforma sobre utilidades laborales mencionada por otros de 
sus compañeros y señaló el contenido del Art. 328, inciso final que permite 
establecer el procedimiento de participación laboral mediante ley, acotando además, 
que le parece injusto que solamente un sector de los ecuatoriano perciban utilidades 
superiores a USD $ 200,000 cuando dicho dinero, en su criterio, pertenece a todos 
los ecuatorianos, manifestando también, que dicha reforma constituye una 
herramienta extendida al Ejecutivo para tener mayor equidad; criterio también 
compartido por los Asambleístas Eduardo Encalada y Armando Aguilar. Rafael 
Dávila manifestó estar de acuerdo con la reforma, siempre y cuando se realice una 
reforma adicional al Código de Trabajo que incluya un techo al reparto de utilidades 
laborales para todos los trabajadores en general, moción concretada posteriormente 
en la Ley de Justicia Laboral y Trabajo no Remunerado en el Hogar. 
Por su parte, el Asambleísta Patricio Quevedo mencionó que la reducción de 
participación laboral atenta el Art. 11, numerales 2, 4, 6 y 9 de la Constitución, 
resultando inconstitucional. Así mismo, su compañero Carlos Guzmán señaló que 
dicho proyecto vulnera el derecho de los trabajadores petroleros al confiscar el 12% 
de sus utilidades líquidas previstas en el Art. 97 del Código de Trabajo en razón de 
una supuesta inversión social, la cual es responsabilidad exclusiva del Estado 
sustentada por el aporte de todos los ciudadanos. También, la Asambleísta Sylvia 
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Kon indicó que esta reforma atenta los Arts. 326, 325 y 326 de la Constitución que 
garantizan el derecho al trabajo.  
 Aun cuando existió la aprobación del segundo debate, es de extrañar que el 
mismo no haya sido considerado en el orden del día sino cuatro días después en 
sesión No. 51 del Pleno de la Asamblea Nacional, fijado para el día domingo 24 de 
julio del 2010, a las 19H45. Además, se debe resaltar que dicha fecha correspondía al 
día final en que se cumplían los treinta días plazo previstos en el Art. 140 de la 
Constitución de la República haciendo difícil, por no decir imposible, la aprobación, 
modificación o inclusive negativa del referido proyecto de ley que incluyó, entre 
otras reformas la reducción del reparto de utilidades a los trabajadores del sector 
hidrocarburífero.Las exposiciones realizadas en el Pleno de la Asamblea Nacional 
sobre la reducción porcentual de las utilidades laborales reflejaron las distintas 
posturas de sus integrantes, sin embargo, las mismas no pudieron ser consideradas de 
modo alguno debido a que la Ley Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos y Ley de 
Régimen Tributario Interno se promulgó mediante Decreto-Ley, descartando los 
puntos a favor o en contra de su contenido, predominando el texto original remitido 
por el Ejecutivo. 
 
2.4. Análisis de la Ley de Justicia Laboral y Reconocimiento del 
Trabajo en el Hogar, publicada en el Registro Oficial Suplemento No. 
483, de fecha 20 de abril del año 2015 
En el primer punto del presente capítulo se estableció el reparto de utilidades 
laborales adoptado previo a la emisión de la Ley de Justicia Laboral y 
Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, publicada en el Registro Oficial 483S, de 
fecha 20 de Abril del 2015, exceptuando los casos de la Ley de Minería y Ley de 
Hidrocarburos, como se explicó en líneas anteriores. 
La reciente Ley de Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el 
Hogar establece una serie de reformas en el ámbito laboral y de seguridad social. En 
el área laboral se dispone la eliminación del contrato a plazo fijo y de enganche y se 
incorpora el denominado por obra o servicio determinado en el giro del negocio, la 
facultad del empleador respecto al registro de contratos de trabajo en el Ministerio 
del ramo, la modificación en la forma de pago de las décimo tercera y cuarta 
remuneraciones, se ponen límites a brechas remunerativas entre aquellas percibidas 
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por la más baja de los trabajadores de una unidad económica y la más alta de sus 
gerentes o altos directivos, se elimina el desahucio solicitado por el empleador,  , 
pero se incluye la bonificación del desahucio solicitado por el trabajador mediante un 
aviso o comunicación reducida a escrito hacia su empleador, teniendo derecho a 
recibir el 25% de la última remuneración por cada año de servicio brindado, , 
también se dispone prohibición y declaratoria de ineficacia de despido intempestivo 
del empleador, prohibición de despido por discriminación, amparo de contrato 
colectivo y las relacionadas con utilidades laborales.     
Actualmente, se observa que el artículo 97.1 del Código de Trabajo, incluido 
mediante la señalada Ley de Justicia Laboral, a través, de su artículo 15 recoge una 
norma similar a las establecidas en la Ley de Minería y Ley de Hidrocarburos, 
orientada hacia todos los trabajadores del sector productivo empresarial sin 
excepción, estableciendo un techo al legítimo derecho de utilidades líquidas que 
tienen los trabajadores en relación de dependencia. Lo sorprendente radica, -al igual 
que las leyes ya analizadas-, en su omisión de justificación objetiva del 
establecimiento de un techo en la distribución del porcentaje de participación laboral 
de todos los trabajadores, mediante la exposición de motivos, que constituye el 
trasfondo de toda norma legal y que en el presente caso denota falta de motivación 
para dicha limitación porcentual. 
Frente a tal omisión es necesario acudir a los debates que conformaron su 
proceso de aprobación legislativa y comprender el objeto de esta reforma. En el 
primero de ellos, realizado con fecha 29 de diciembre del año 2014 en Sesión No. 
308 reanudada con fecha posterior, el 6 de enero del 2015 en Sesión 308-A, que el 
entonces Proyecto de la llamada Ley de Justicia Laboral y Trabajo no Remunerado 
en el Hogar incluyó el tema de reparto “equitativo” de utilidades entre los 
trabajadores de aquellas empresas que forman parte de un similar grupo económico y 
que comparten procesos productivos, comerciales o de servicios dentro de una 
misma cadena de valor conocidas como empresas vinculadas. También, se manifestó 
el apoyo al reparto de utilidades a favor de los trabajadores de empresas que brindan 
servicios complementarios, pero en relación directa con la empresa usuaria.  
Posteriormente, se realizó un breve resumen cronológico de la figura jurídica 
utilidades laborales, en lo que respecta a nuestro análisis, a partir del siglo XIX hasta 
la actualidad que señalan sobre la propuesta de limitar las utilidades de los 
trabajadores de ciertas empresas que respondan a las necesidades de otras empresas 
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más que pagan salarios bajos a sus trabajadores, pese a su bonanza económica, 
obteniendo en criterio del proponente, dos efectos visibles: beneficios en la economía 
familiar de los trabajadores que antes de la reforma percibían remuneraciones bajas  
así como a la economía nacional en razón del incremento del circulante en el 
mercado. Además, destacan el principio de solidaridad sobre el excedente de las 
utilidades destinado al Régimen de Seguridad Social en favor de la distribución 
equitativa de la riqueza, sobre lo cual se resalta la inexistencia de afectación a 
derechos adquiridos de los trabajadores. También, mencionan que ante un mismo 
grupo económico que constituye varias empresas, los trabajadores parte de una sola 
de ellas no podrán verse beneficiados de forma particular sino todos en conjunto.  
En este contexto, se afirma rescatar las políticas de empleo orientadas a 
ampliar la participación del trabajo digno de la fuerza laboral, adecuada 
redistribución de la riqueza, criterio compartido por los Asambleístas Fausto 
Cayambe Tipán, Raúl Patiño, María Vicuña, Fernando Bustamante y Byron Pacheco. 
Claro está, que la intervención del Asambleísta Andrés Páez Benalcázar 
concluyó en la inconstitucionalidad de dicho precepto legal, del cual se infiere está 
dirigido al sector de telecomunicaciones; mientras que el Asambleísta Luis Fernando 
Torres indicó la vulneración del principio de intangibilidad de los derechos de los 
trabajadores. En igual sentido, se pronunciaron Patricio Donoso, Mae Montaño, 
Verónica Rodríguez y Henry Cucalón quienes hablaron de flagrante violación a la 
Carta constitucional independientemente de la cantidad percibida por concepto de 
utilidades pues constituyen una ganancia legal y legítima, una conquista laboral y un 
reconocimiento al trabajo productivo.   
El segundo debate efectuado el 14 de Abril del año 2015, en Sesión No. 321, 
tuvo la presencia del representante de los trabajadores de “MOVISTAR”, nombre 
comercial de la conocida telefónica móvil OTECEL S.A., quien manifestó que el 
establecimiento de un techo a las utilidades laborales es aplicar regresividad de los 
derechos constitucionales de un país, lo cual afecta no solamente a los trabajadores 
sino de modo indirecto a sus familias haciendo hincapié en su pedido de análisis 
respecto a la participación laboral de cargas familiares.  
La Asambleísta Bety Carrillo indicó brevemente que la reducción de 
utilidades laborales garantiza los derechos de los trabajadores. Cristina Reyes 
Hidalgo manifiestó que el techo a las utilidades laborales es regresivo, 
inconstitucional, ilegal y discriminatorio. A este criterio se aunó el de Andrés Páez, 
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quien manifiesta que dicha reforma resulta lesiva a los derechos fundamentales de 
los trabajadores y comprometen el futuro de la seguridad social y de sus fondos más 
importantes. Henrry Cucalón desconoció la lógica gubernamental respecto a que el 
techo de utilidades laborales no quitan nada y garantizan todo?, para finalmente, 
concluir en la afectación a derechos constitucionales de los trabajadores, lo cual fue 
alegado también por la Asambleísta Lourdes Tibán. 
Contrario a lo manifestado por los referidos Asambleísta se pronunció Fausto 
Cayambe Tipán destacando la reforma laboral en pro de una escala remunerativa 
digna favorable para toda la colectividad. Por su parte, Alex Guamán, si bien se 
inclinó a favor del techo de utilidades laborales fundamentó su decisión en razón de 
las empresas parte de un mismo grupo económico que en ciertos casos evitan el pago 
de utilidades justificando su omisión mediante la declaración y entrega de este rubro 
a través de una empresa paralela, criterio compartido también por Kerlly Torres 
Cedeño. 
Finalmente, con 91 votos afirmativos se aprobó la Ley de Justicia Laboral y 
Trabajo no Remunerado en el Hogar en segundo debate del Pleno de la Asamblea 
Nacional el 14 de Abril del año 2015, una vez expuestas las posiciones de sus 
miembros que reflejaron el discurso estatal de distribución equitativa de la riqueza 
frente al sentir colectivo de sus beneficiarios que resaltaron la afectación de 
principios y derechos constitucionales en materia laboral. 
 
El artículo 97.1 expresa:     
 
Art. 97.1.- Límite en la distribución de las utilidades. 
Las utilidades distribuidas a las personas trabajadoras conforme lo señalado en el 
artículo anterior, no podrán exceder de veinticuatro Salarios Básicos Unificados del 
trabajador en general.  
En caso de que el valor de estas supere el monto señalado, el excedente será entregado 
al régimen de prestaciones solidarias de la Seguridad Social. La autoridad administrativa de 
trabajo competente emitirá los acuerdos ministeriales necesarios para la debida aplicación de 
lo señalado en este artículo. 
 
La norma citada establece un monto no mayor a los veinte y cuatro salarios 
básicos unificados del trabajador en general por concepto de utilidades laborales 
distribuidas a los trabajadores de una determinada unidad económica, es decir, ocho 
mil setecientos ochenta y cuatro dólares de los Estados Unidos de América. Incluso 
se prevé en caso de existir un excedente, su traslado al régimen de Seguridad Social. 
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Con fecha 06 de noviembre del 2015 el Ministerio de Relaciones Laborales 
publicó el Acuerdo Ministerial No. MDT-2015-0241 en el Registro oficial No. 622S, 
cuyo artículo 8 desarrolló el límite de utilidades laborales en igual sentido que la 
reforma señalada.  
No obstante, la Defensoría Pública del Ecuador se ha manifestado frente a 
esta específica reforma manifestando:  
 
…cabe señalar que el 15 por ciento de la participación de los trabajadores en las 
utilidades de las empresas es un derecho adquirido, que según los principios de la 
Constitución vigente, son intangibles e irrenunciables (Art. 326.2), pues señalan que será 
nula toda estipulación en contrario. Por tanto, esta reforma inobserva los términos de la 
Constitución, por más que se pretenda ocultar la inobservancia del derecho, en el hecho de 
que las utilidades que superen los 24 salarios básicos unificados pasen al régimen de 
prestaciones solidarias de la seguridad social (24 SBUTG = 8496 dólares).62 
 
Evidentemente, la reforma analizada tambalea frente a la contemplación de 
principios laborales de corte constitucional referidos en el texto citado, de 
intangibilidad e irrenunciabilidad. Dichos principios, entre otros más, rescatan la 
seguridad jurídica que respalda a la figura de las utilidades laborales, la cual goza de 
las mismas garantías que la remuneración, como se manifestó en el análisis de la 
normativa laboral. En este contexto, el derecho a la obtención de utilidades líquidas 
de los trabajadores de una empresa debería ser fielmente observado en razón de la 
preeminencia jerárquica de su inclusión constitucional en el ordenamiento normativo 
del Estado ecuatoriano así como normativa internacional en materia laboral que 
respalda el cumplimiento de este derecho, de la cual forma parte Ecuador. 
No obstante, la Ley de Justicia Laboral, que paradójicamente incluye en su 
denominación a la bien acogida justicia refleja en su contenido un sentido contrario a 
aquello definido por Justiniano como “la constante voluntad de dar a cada uno su 
derecho”, puesto que esta última ley, refiere utópicamente, en sus considerandos el 
efectivo goce de derechos constitucionales y aquellos consagrados en los 
instrumentos internacionales sin lugar a la discriminación, como salario digno, 
seguridad social, pleno empleo, sistema económico justo, democrático, sostenible, 
entre otros; cuando en sus reformas la realidad evidencia medidas legales atentatorias 
al derecho de participación de las utilidades de los trabajadores, derecho del cual, 
únicamente, se permite reproducir parte del texto del artículo 328 de la Constitución 
de la República del Ecuador, que en nada sustenta su tesis. 
                                                 
62 Ricardo Pavón Molestina, “Un análisis a las propuestas al Código de Trabajo y la Seguridad Social” 
Consulta: 30 de Agosto, 2016 http://www.defensayjusticia.gob.ec/dyj/?p=1136 
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Sobre las utilidades laborales también se establece que dicha figura para los 
trabajadores de empresas de actividades de servicios complementarios, como es el 
caso de limpieza, alimentación, seguridad, vigilancia, mensajería, entre otras, 
participarán del porcentaje de utilidades de las empresas usuarias. En el caso de las 
empresas prestadoras de servicios técnicos especializados, solo participarán de las 
utilidades, si se comprobare relación laboral entre ésta y la empresa usuaria.  
También, se ha dispuesto respecto de las empresas vinculadas, que consisten 
en aquellas en las cuales una persona natural o jurídica, patrimonio autónomo o 
cualquier forma de asociación domiciliada en Ecuador, participa directamente al 
menos en el 25% de su capital social. En tal supuesto, las llamadas empresas 
vinculadas serán subsidiariamente responsables de las obligaciones contraídas con 
sus trabajadores por cada una de ellas, en razón a su participación en el capital social 
de la empresa y las obligaciones patronales existentes.  
Finalmente, se establece sobre las utilidades no cobradas por los trabajadores, 
en igual sentido que el Código de Trabajo. Es decir, que dichos rubros se depositarán 
en una cuenta del sistema financiero nacional, pero el empleador deberá publicar por 
la prensa el pago pendiente de utilidades hacia los trabajadores. En caso de que 
dichos valores no hayan sido cobrados serán remitidos al Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social. 
Si la lógica empleada en las consideraciones expuestas en las leyes laborales 
analizadas fueran acertadas, no nos encontraríamos frente a serias afectaciones de 
derechos y principios de corte laboral así como al patrimonio mismo, de aquellos 
sujetos prestadores de su fuerza de trabajo en el área laboral del sector privado, 
quienes resultan ser los únicos perjudicados. Un sector que se ha visto seriamente 
afectado con esta reforma es el de telecomunicaciones; específicamente, los 
trabajadores de la telefónica móvil privada Movistar efectuaron una serie de 
plantones en las calles de la ciudad de Quito, a fin de evidenciar su inconformidad 
con el techo a las utilidades laborales. Su representante, Juan Carlos Oleas manifestó 
al respecto que: “Ya en el 2000 se trató de poner un techo en la Ley Trole 2 por parte 
del Gobierno de Gustavo Noboa y fue declarado inconstitucional.”63 
La conclusión implícita de dicha afirmación consiste en invocar la 
inconstitucionalidad de dicha reforma legal, particular que se concretó más tarde 
                                                 
63 “Trabajadores de Movistar en plantón contra techo de utilidades”, El Comercio (Quito), 22 de 
diciembre de 2014. 
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mediante la presentación de cinco acciones de inconstitucionalidad a la Ley de 
Justicia Laboral y Trabajo remunerado en el Hogar ante el máximo órgano de 
interpretación constitucional del Ecuador, la Corte Constitucional, mismas que son 
objeto de análisis en líneas posteriores.  
Si bien, se ha señalado que la postura de los trabajadores afectados por la 
limitación al ejercicio pleno al reparto de las utilidades líquidas, también es preciso 
manifestar la posición de sus propulsores, quienes han indicado que la reducción de 
utilidades laborales de pocos trabajadores permitirá la inclusión al sistema de 
seguridad social de muchas amas de casa y trabajadores autónomos.  
El entonces denominado Ministro de Relaciones Laborales Carlos Marx 
Carrasco manifestó que: “Apenas 16.870 trabajadores gozan del privilegio de 
percibir utilidades por encima de los $8.160”64; mientras que, el Presidente Rafael 
Correa señaló que: “El excedente irá al IESS para financiar la seguridad social de 
amas de casa y trabajadores autónomos.”65  Sobre este último detalle, es preciso 
observar la pertinencia y cumplimiento del procedimiento establecido para el 12% de 
utilidades líquidas reducido por el Estado ecuatoriano y los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados, que será tratado posteriormente.    
Indudablemente, el criterio gubernamental sostiene su propuesta de reducción 
de utilidades laborales en los principios de solidaridad, universalidad, equidad y 
sobretodo subsidiaridad, entre otros más, que si bien conforman el derecho a la 
seguridad social de todas las personas previsto en el Art. 34 de la Constitución de la 
República, dicho derecho debe ser atendido por el Estado de forma exclusiva; lo cual 
significa que este deber estatal no puede ser ejecutado en desmedro de otros derechos 
de corte constitucional y por lo mismo no cabe como justificación alguna la 
afectación de la participación de utilidades líquidas de los trabajadores para 
contrarrestar la falta de  participación ciudadana al sistema de seguridad social del 
Ecuador.     
De las consideraciones expresadas se ha evidenciado, tanto, en la Ley de 
Minería, Ley Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos y Ley Orgánica para la 
Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, que deberían contener la 
motivación conforme a la cual se decidió la analizada reducción de utilidades, han 
                                                 
64 “16.870 trabajadores con utilidades sobre $8.160”, El Universo (Guayaquil), 21 de noviembre de 
2014. 
65 Ibíd. 
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dirigido su objeto o finalidad a las otras reformas o adiciones normativas incluidas en 
su contenido, dejando en el aire posibles argumentos o justificaciones válidas que 
pudieron ser acogidas como sustento de la referida reducción de utilidades, y que 
ahora se muestra como el gran menoscabo del derecho a la participación de dichas 
utilidades de trabajadores. 
Cabe precisar que el artículo 317 de nuestra Constitución establece la 
priorización de los derechos como es el caso de participaciones empresariales 
respecto a la extracción y explotación de recursos naturales no renovables, lo cual se 
relaciona directamente con todos los numerales del artículo 10 íbid., y 
específicamente, con su numeral 6 que expresa: “Todos los principios y los derechos 
son inalienables, irrenunciables, indivisibles, interdependientes y de igual jerarquía”; 
los cuales ya fueron analizados en líneas anteriores; no obstante: 
Las reformas incluidas en estos artículos requieren compararse con el contenido 
de la Constitución anterior, llamada neoliberal, que paradójicamente al menos en lo 
laboral, fue garante de derechos de los trabajadores. Como se dijo, el nuevo texto 
constitucional también recoge los principios de la intangibilidad e irrenunciabilidad 
de los derechos de los trabajadores, en el num. 2 del art. 326, tal y como lo 
establecían los numerales 3 y 4 del art. 35 de la Constitución de 1998. Sin embargo, 
en la práctica se observa que quienes tendrían la obligación de hacerlos cumplir, 
propician su desconocimiento y los han convertido en letra muerta.66 
 
En este contexto, no está por demás indicar que, el derecho a las utilidades 
constituye un derecho que no puede ser afectado de modo alguno; por lo que al 
establecer límites a su participación existiría una seria contradicción con su 
enunciado constitucional respecto a que las personas trabajadoras del sector privado 
tienen derecho a participar de las utilidades líquidas de dichas empresas; sobre todo 
cuando se omite establecer las debidas consideraciones que puedan ser validadas y 
establecidas como base para su emisión. 
 
                                                 
66Diego Cano, “Regresión laboral en el Ecuador y sus consecuencias: gobierno de Rafael Correa”. En 
Programa Andino de Derechos Humanos, comp., ¿Estado constitucional de Derechos? Informe sobre 
derechos humanos Ecuador (Quito, Abya-Yala, 2009) 298. 
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2.5. Análisis de acciones de inconstitucionalidad planteadas frente a 
la emisión y vigencia del Art. 15 de la Ley de Justicia Laboral y 
Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, publicada en el Registro 
Oficial Suplemento No. 483, de fecha 20 de abril del año 2015 
planteadas ante la Corte Constitucional del Ecuador 
 Considerando el análisis efectuado sobre el derecho de utilidades líquidas de 
los trabajadores del Estado ecuatoriano y sus reformas en detrimento del mismo, es 
necesario revisar las demandas de inconstitucionalidad planteadas por algunos 
ciudadanos de nuestro país, en representación de sí mismos u organizaciones 
sindicales, confederaciones y asociaciones de trabajadores, movimientos políticos o 
funcionarios públicos en otros casos. Como se mencionó, la Ley para la Justicia 
Laboral fue publicada el 20 de abril del año 2015 y en el mismo año, meses después, 
parte de la colectividad planteó dichas demandas establecidas en cuatro acciones ante 
la Corte Constitucional del Ecuador, alegando aspectos de inconstitucionalidad por el 
fondo y la forma de dicha ley.  
 Las acciones de inconstitucionalidad fueron signadas bajo los números: 0029-
2015-IN, 0034-2015-IN, 0035-2015-IN, 0037-2015-IN y 0095-2015-IN.  
 
2.5.1. Acción de Inconstitucionalidad No. 0029-2015-IN 
 La primera acción de inconstitucionalidad No. 0029-2015-IN planteada por 
Milton Gualán, en su calidad de Asambleísta por la provincia de Zamora Chinchipe y 
Rodrigo Cevallos como Sub-director Nacional del Movimiento Unidad Nacional, 
alegaron la inconstitucionalidad, entre otros artículos, del No. 15 de la Ley para la 
Justicia Laboral que reforma el artículo 97 del Código de Trabajo y dispone un 
límite a la distribución de utilidades laborales. Su alegación indica que dicha 
limitación afecta alrededor de 16,700 (dieciséis mil setecientos) trabajadores, de 
quienes, asevera hicieron llegar inicialmente su inconformidad ante la Comisión de 
los Derecho de los Trabajadores.  
 Su principal fundamento radica en la afectación directa a las área de 
educación, vivienda y salud de estos trabajadores, además, de resaltar que las 
utilidades laborales constituye un derecho adquirido que violenta también, el artículo 
26 de la Convención Americana de Derecho Humanos, que trata sobre la 
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progresividad de los derechos, así como también a los numerales 4, 6 y 8 del artículo 
11 de la Constitución de nuestra República, mismos que disponen la prohibición de 
restricción de derechos o garantías constitucionales, el carácter inalienable, 
irrenunciable, indivisible, interdependiente y de igual jerarquía de los derechos 
constitucionales y la inconstitucionalidad sobre toda norma regresiva que menoscabe 
injustificadamente el pleno ejercicio de los derechos. 
    
2.5.2 Acción de Inconstitucionalidad No. 0034-2015-IN 
 La acción de inconstitucionalidad No. 0034-15-IN planteada por los 
Asambleístas de la República: Luis Fernando Torres, Cristina Reyes, Henry Cucalón, 
Cynthia Viteri, Moisés Tacle, María Cristina Kronfle, Franco Romero, Ramón Terán 
y Luis Tapia desarrollan de forma más amplia la vulneración del derecho de 
utilidades laborales respecto al límite legal impuesto a esta figura.  
 Dicha acción establece la falta de motivación respecto a la emisión de esta 
norma, determinando falta de “justificación objetiva y razonable”, añadiendo que, “el 
principio de trato diferenciado en la norma constitucional, “carece de una razonable 
proporcionalidad”; principio alegado en razón de la distinción realizada en la 
Constitución sobre las utilidades distribuidas para los trabajadores de empresas 
relacionadas con recursos no renovables y el resto de trabajadores del Estado 
ecuatoriano. En este sentido, el texto de la acción vincula la vulneración del numeral 
4 del artículo 66 de nuestra Carta Magna, el cual trata sobre el derecho de igualdad 
formal, igualdad material y no discriminación; así, subsecuentemente, manifiesta del 
despojo del excedente de dichas utilidades direccionadas al régimen de Seguridad 
Social, señalando otra afectación, como es al derecho de propiedad de los 
trabajadores dispuesto en el numeral 26 del artículo 66 y artículo 323 de la 
Constitución del Ecuador. Dichos artículos reconocen y garantizan el derecho de 
propiedad en todas sus formas y prohíben toda forma de confiscación.  
 De este modo, reiteran la desproporcionalidad y arbitrariedad al derecho de 
propiedad de los trabajadores de acceder a la totalidad de las utilidades laborales, 
refiriendo también a la ya declarada inconstitucionalidad de la reducción de 
utilidades laborales de la llamada Ley Trole, es decir, la Ley para la Promoción de la 
Inversión y la Participación Ciudadana publicada en el año 2000 por parte del 
entonces Tribunal Constitucional debido al establecimiento de un techo a la 
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distribución de su porcentaje en la suma máxima de USD $ 4,000.00 (cuatro mil 
dólares de América), que fue manifestado en líneas anteriores.   
 Finalmente, concluyen en determinar la violación directa de los artículos 
constitucionales 328, 26, 323 y numeral 4 del artículo 66 ya mencionados; así como 
el numeral 2 del artículo 326 que establece el principio de intangibilidad y numeral 4 
del artículo 11 que prohíbe todo tipo de restricción del contenido de los derechos 
mediante normas jurídicas; no sin dejar de mencionar el numeral 8 del mismo 
artículo que dispone señalar la inconstitucionalidad de toda acción de carácter 
regresivo que menoscabe o disminuya el ejercicio de un derecho.  
 
2.5.3 Acción de Inconstitucionalidad No. 0035-2015-IN 
 La siguiente acción No. 0035-15-IN a ser analizada, planteada por Edison 
Ibarra, Jaime Aguirre, empleados privados, Marcelo Solórzano y Rosa Argudo, 
funcionarios públicos, por sus propios derechos, establecen la violación de principios 
de igualdad, no restricción y progresividad de los derechos establecidos en normativa 
constitucional ecuatoriana, como se ha planteado en las anteriores demandas; no 
obstante, en esta acción se desarrolla afectación a normas de derecho internacional, 
como el menoscabo del artículo 7 de la Convención Americana de Derecho Humanos, 
que establece igual protección a todos los derechos con carácter de iguales ante la ley 
y el reconocimiento del Estado ecuatoriano dentro del orden jerárquico normativo 
que contiene nuestra Carta Constitucional. 
 Dicha acción contiene el pedido de suspensión provisional de las normas 
demandadas y por ende su declaración de inconstitucionalidad.   
 
2.5.4. Acción de Inconstitucionalidad No. 0037-2015-IN 
 En cuanto a la acción de inconstitucionalidad No. 0037-15-IN, ésta fue 
planteada por el Presidente la Confederación Ecuatoriana de Organizaciones 
Sindicales Libres “CEOSL” y Presidente de turno del FUT, Presidente de la 
Confederación de Trabajadores del Ecuador CTE, Presidente de la Confederación 
Ecuatoriana de Organizaciones Clasista Unitaria de Trabajadores “CEDOCUT”, 
Presidente de la Unión General de Trabajadores del Ecuador “UGTE”, integrantes 
del Frente Unitario de Trabajadores “FUT”; Presidente de la Confederación de 
Nacionalidades Indígenas del Ecuador “CONAIE”; Presidenta de la Unión Nacional 
60 
 
de Educadores “UNE”; Presidente del Frente Popular; Presidente de la Federación de 
Trabajadores Municipales y Provinciales “FETMYP”; “Presidente de la Federación 
Única Nacional de Afiliados al Seguro Social Campesino “FEUNASSC”; Presidente 
del Colegio de Abogados de Pichincha y Presidente de la Federación Nacional 
CUTAE. 
 En dicha acción se determinan la violación de principios constitucionales 
referidos en las acciones antes analizadas y también señalan la vulneración del 
principio de progresividad previsto en los artículos: 24, 26 y 29 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y 7; 22; 23 numeral 4) y 30 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos; así como el Convenio 98 de la Organización 
Internacional del Trabajo, del que el Ecuador es país signatario, indicando que 
vulnera la libertad de contratación colectiva que protege también a los trabajadores 
del sector público y entidades del sector privado en las que, bajo cualquier 
denominación, estructura jurídica, el Estado o sus instituciones tienen participación 
accionaria y/o aportes directos o indirectos mayoritarios de recursos públicos. 
 
2.5.5. Acción de Inconstitucionalidad No. 0095-2015-IN 
 Finalmente, la última y más cercana acción de inconstitucionalidad planteada 
en contra de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Trabajo remunerado en el 
Hogar y el Acuerdo Ministerial No. MDT-2015-0241, publicado en el Registro 
Oficial No. 622S, de fecha 6 de noviembre del año 2015, ésta última en calidad de 
norma conexa; por parte de Juan Oleas, Franco Fernández, Carlos Mora, Carlos Silva, 
Sylvia Cobos y Christian Jaramillo, empleados privados, por sus propios y 
personales derechos, alegaron inconstitucionalidad por el fondo y la forma del 
artículo No. 15 de la referida ley y artículo No. 8 del Acuerdo Ministerial, también 
señalado, que hacen referencia a la limitación de las utilidades laborales.  
 Su fundamentación manifiesta afectación de la intangibilidad de un derecho 
laboral establecido en el numeral 2) del artículo constitucional 326 y de la 
prohibición de regresión de derechos fundamentales constante en el numeral 8 del 
artículo constitucional 11, lo cual provoca a su criterio evidente inconstitucionalidad. 
Explica que, la Constitución reconoce también la inalienabilidad de los derechos 
fundamentales, es decir, que la Carta Constitucional proscribe la imposibilidad de 
renuncia del derecho adquirido así como toda prohibición de disposición arbitraria 
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que afecte dicho derecho por parte del poder público, y que en el presente caso, tanto, 
el orden legislativo como ejecutivo han contrariado tal disposición, además, de 
considerar que la limitación de utilidades laborales no se establece en la Constitución, 
como tampoco se establece en su texto, facultad alguna extendida al órgano estatal de 
limitar la distribución de utilidades laborales, sobre todo por ser ésta un derecho 
fundamental que abarca las utilidades líquidas que se generan en las empresas.   
 Lo expuesto, fue sustentado por un pronunciamiento emitido por la misma 
Corte Constitucional, órgano que estableció:  
 
el derecho al trabajo, al ser un derecho social y económico, adquiere una 
categoría especial toda vez que tutela derechos de la parte considerada débil dentro 
de la relación laboral, quien al verse desprovista de los medios e instrumentos de 
producción puede ser objeto de vulneración de sus derechos; es en aquel sentido que 
se reconoce constitucionalmente el derecho a la irrenunciabilidad e intangibilidad de 
los derechos de los trabajadores, los cuales, asociados con el principio de indubio 
pro operario constituyen importantes conquistas sociales que han sido reconocidas 
de forma expresa en el constitucionalismo ecuatoriano.67 
 
 Adicionalmente, en esta acción se plantea la afectación directa del derecho a 
la seguridad jurídica que lo relaciona con el principio de irretroactividad de las 
normas, por cuanto establece que la seguridad jurídica no podría ser menoscabada 
mediante la expedición de normas jurídicas nuevas que vulneren derechos adquiridos. 
También, alega al igual que el resto de acciones, el carácter regresivo que desmejora 
el ejercicio del derecho de utilidad laboral, lo cual está vedado por la misma 
Constitución.  
 También, se fundamenta la afectación al derecho de propiedad previsto en los 
artículos constitucionales 321 y numeral 26 del artículo 66 que garantizan el derecho 
de propiedad en todas sus formas y prohíben toda forma de confiscación, lo cual se 
está contrariando al retener y dirigir el excedente que resta del límite impuesto al 
reparto de utilidades, sin normativa constitucional que respalde tales retenciones.  
 Por otra parte, también los accionantes alegan inconstitucionalidad de forma 
que hace referencia al procedimiento de reforma constitucional que debió seguir para 
su inclusión, es decir, ya sea el mecanismo de enmienda previsto en el artículo 441 ó 
reforma parcial contenido en el artículo 442 de la Constitución, sin embargo, 
prevalece su tesis de inconstitucionalidad de fondo que menoscaba el derecho de 
utilidades laborales, a través, de la emisión de la llamada Ley para la Justicia 
                                                 
67 Ecuador, Corte Constitucional, [Sentencia No. 093-14-SEP-CC dictada en el caso No. 1752-11-EP], 
Suplemento Registro Oficial, 289, 15 de julio de 2014. 
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Laboral y el Acuerdo Ministerial No. MDT-2015-0241, para lo cual solicitó como 
medidas cautelares la suspensión provisional materia de la presente acción y su 
pretensión concreta que se resume en la declaración de inconstitucionalidad de las 
normas laborales analizadas.  
 
2.6. Consecuencias en la situación de los trabajadores del Ecuador 
frente a las reformas laborales que establecieron el límite de 
utilidades laborales de las empresas 
 
2.6.1. Afectación al derecho adquirido de utilidades líquidas de los 
trabajadores 
Como se ha manifestado a lo largo de esta investigación, las utilidades 
laborales constituyen un derecho adquirido que se reviste del carácter de obligatorio 
cumplimiento, lo cual implica ineludiblemente la aplicación de los principios 
constitucionales de irrenunciabilidad e intangiblidad y por ende la prohibición de 
toda aplicación o interpretación que contraríe su adecuado ejercicio.  
En esta lógica, debemos precisar que la emisión de las reformas laborales que 
establecieron límites al porcentaje de distribución de utilidades líquidas de una 
empresa afecta directamente a la aplicación de este derecho, mismo que no podría ser 
menoscabado, -como se ha establecido en acápites anteriores-, por normas jurídicas 
posteriores de aquella que establece el reconocimiento de este derecho. La Norma 
Constitucional ratifica el contenido de las utilidades líquidas a favor de los 
trabajadores, resaltando que las mismas deben ser entregadas a sus beneficiarios de 
forma íntegra, independientemente, de la emisión de normas de menor jerarquía que 
alteran este derecho.  
La teoría laboral desconoce la afectación de sus derechos, mucho más, 
cuando aquellos se encuentran expresados taxativamente en el texto constitucional de 
forma tal que vulnerar el derecho de utilidades laborales acarrearía la inaplicación 
por inconstitucionalidad de las normas que desnaturalizaron esta figura. 
Si hablamos de la prohibición de vulnerar un derecho adquirido, 
automáticamente, estamos invocando el precepto constitucional sobre progresividad 
de los derechos así como la proscripción de acciones u omisiones de carácter 
regresivo en detrimento del pleno y efectivo ejercicio de los derechos 
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constitucionales, conforme prescribe nuestra Constitución; puesto que, “El contenido 
esencial de un derecho constitucional consiste en aquellas facultades o posibilidades 
de actuación necesaria para que el derecho sea reconocible como pertinente al tipo 
descrito.” Es decir, el derecho de utilidades líquidas está facultado para ser ejercitado 
conforme se describe en su precepto constitucional sin más interpretaciones que su 
contenido mismo.  
Por lo expuesto, se concluye que la emisión de reformas legales atentan 
contra el derecho adquirido de utilidad laboral, que también involucra la afectación 
de los mencionados principios de irrenunciabilidad e intangibilidad, tratados a 
continuación. 
 
2.6.2. Afectación a los principios de irrenunciabilidad e 
intangibilidad establecidos en el numeral 2) del artículo 326 de la 
Constitución de la República del Ecuador 
 Respecto de los principios de irrenunciabilidad e intangibilidad, sobre los 
cuales se estableció su rango constitucional, pero sobre todo entendidos como figuras 
jurídicas que protegen a los derechos laborales reconocidos a los trabajadores 
impidiendo su detrimento, ya sea por el propio trabajador o terceros, en su orden, es 
preciso manifestar que, a través de las reformas orientadas a disminuir las utilidades 
líquidas de los trabajadores, se ven directamente afectados. 
 Si consideramos el objeto de estos principios establecidos en la Constitución 
de la República del Ecuador, orientados a protegerlos desde una forma, tanto 
subjetiva como objetiva, se observa que mediante el establecimiento de una 
reducción porcentual de las utilidades laborales que deben ser percibidas por los 
trabajadores de forma íntegra, es decir, el 15% proscrito en el artículo 97 del Código 
de Trabajo que debe ser calculado por las empresas, se altera y contraría la 
disposición constitucional que establece el derecho de participación laboral.  
 Esta reforma transgrede claramente el principio de intangibilidad, puesto que 
el mismo, se ha establecido en pro de los trabajadores, a fin de que sus derechos 
como el de utilidades líquidas, no se vean afectados por la emisión de normas 
jurídicas que mermen su cabal cumplimiento.  
 Los órganos legislativo y ejecutivo, -que emitieron tales reformas-, no 
ostentan dicha prerrogativa en la Carta constitucional; lo cual acarrea nulidad de 
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dichos actos normativos, además, de resaltar la evidente vulneración del derecho 
constitucional de reparto de utilidades líquidas a los trabajadores de empresas parte 
del Estado ecuatoriano que convierten tales leyes en inconstitucionales. 
 
2.6.3. Afectación al derecho de propiedad de los trabajadores 
establecido en el numeral 26 del artículo 66 y artículo 321 de la 
Constitución de la República del Ecuador 
 El derecho de propiedad establecido en la Constitución del Ecuador prevé su 
protección en todas sus formas, condicionado únicamente por la función y 
responsabilidad social y ambiental que debe ser observado por quien posea dicho 
derecho.  
Cabe indicar que el derecho de propiedad se encuentra regulado por el Libro 
II del Código Civil ecuatoriano. Su Art. 599 lo define como: “El dominio, que se 
llama también de propiedad, es el derecho real en una cosa corporal, para gozar y 
dispone de ella, conforme a las disposiciones de las leyes y respetando el derecho 
ajeno, sea individual o social. La propiedad separada del goce de la cosa, se llama 
mera o nuda propiedad.” 
Por su parte, la doctrina indica que “El derecho de propiedad es, por su 
naturaleza misma, perpetuo e irrevocable, a menos que sea transferido a término o 
condición.”68 Es decir, que la propiedad es un derecho real sobre una cosa corporal 
exclusiva de su beneficiario, salvo indicación expresa.  
No obstante, se debe también considerar la siguiente cita:  
 
Por consiguiente, aun cuando el derecho de propiedad sea absoluto, hay un principio 
más alto, y en sus justos límites más respetables que aquel derecho, cual es de la 
libre coexistencia de los hombres, principio que opone una limitación al derecho de 
propiedad. Este principio no puede ser ejercitado por los demás hombres, sino por el 
Estado, que siendo la institución que debe desenvolver el derecho y suministrar 
condiciones de desarrollo a todos los que viven bajo su protección, es el único que 
legítimamente puede limitar el derecho de propiedad cuando sea perjudicial a los 
asociados y ataque su libre coexistencia.69  
 
Lo antes citado ratifica el carácter absoluto del derecho de propiedad, es decir, 
que los trabajadores ecuatorianos poseen pleno dominio sobre las utilidades líquidas 
que les corresponden; y aun cuando se determina doctrinalmente al Estado su 
                                                 
68 Oscar E. Ochoa, Bienes y Derechos Reales (Caracas, Texto, 2008) 118. Edición electrónica. 
69 Don Juan Soriano, Del derecho de propiedad (Madrid, La Ilustración, 1847) 8. Edición Electrónica. 
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facultad de limitar el derecho de propiedad, tal prerrogativa puede ser ejercitada 
únicamente frente a circunstancias perjudiciales para los miembros de su 
colectividad, situación que no ocurre con el reparto de utilidades líquidas a los 
trabajadores ya que el mismo se hace efectivo en razón de su legítima intervención y 
aporte a las empresas que reparten tales rubros sin afectación alguna a los demás 
miembros de la sociedad.  
Además, este escenario se encuentra respaldado por el principio de igualdad, 
el cual consta en el numeral 2) del artículo constitucional 11 que establece la 
prohibición de discriminación y dispone que nadie será discriminado, entre otras 
razones, por la condición socio-económica.  
 Si atendemos este particular, es decir, condición socio-económica, 
circunstancia sobre la cual no cabe de modo alguno situaciones de desigualdad ya 
que la norma constitucional así lo prevé, resulta evidente la afectación directa a este 
principio, luego de que las reformas legales en materia laboral merman un derecho 
adquirido como es el de reparto de utilidades líquidas y que al consistir éste en un 
provecho al patrimonio de una persona, el mismo no puede ser afectado por la 
voluntad de sus intervinientes como tampoco por disposición legal “a contrario 
sensu”. 
 Las utilidades líquidas de una empresa alcanzadas por sus trabajadores son 
parte de su patrimonio una vez generadas por dicha unidad económica, siendo titular 
del acceso a este derecho laboral en forma global, es decir, su derecho respalda la 
obtención del 15% una vez que la empresa haya calculado el rubro de utilidades 
destinado a sus beneficiarios. Lo contrario implica afectación directa a su patrimonio 
y derivaría en una consecuente afectación del artículo constitucional 323, en lo 
pertinente a la prohibición de toda forma de confiscación, afectación que será tratará 
en el siguiente numeral de forma pormenorizada, pero que atiende al excedente 
retenido por el Estado y remitido a sus arcas. 
Sin embargo, se debe anotar que la confiscación ha sido entendida como: “la 
adjudicación que se hace en beneficio del Estado, de los bienes de una persona y sin 
apoyo legal. También se afirma que toda expropiación sin indemnización es una 
confiscación. Se trata de una medida administrativa arbitraria, símbolo del abuso de 
autoridad que formó parte de las penas pecuniarias en beneficio del Estado.”70 Por 
                                                 
70 René Chávez Ibarra, “Fundamentos de Derecho” (Los Reyes La Paz, Tesoem: 2011) 86 Consulta 13 
de diciembre, 2016 http://www.tesoem.edu.mx/alumnos/cuadernillos/2011.016.pdf 
66 
 
las razones expuestas sobre las reformas legales al derecho de utilidades líquidas, se 
denota la evidente afectación y vulneración al principio de propiedad, resultando 
éstas confiscatorias en la medida que el valor retenido por concepto de utilidades 
laborales a los trabajadores reduce su patrimonio, pues el Estado se ha adjudicado el 
12% de las utilidades líquidas sin sustento jurídico razonable que respalde su 
cometido. 
 
2.6.4. Incongruencia del objeto del excedente retenido de las 
utilidades laborales por el Estado y su destino al régimen de 
Seguridad Social 
 Como se indicó en el numeral anterior, la retención de rubros que forman 
parte del derecho de patrimonio de una determinada persona, a través, de normas 
legales que resultan inconstitucionales, configuran la pecaminosa situación de 
confiscación de dicho patrimonio.   
 Incluso el régimen de seguridad social del Ecuador establece en su legislación, 
específicamente, numeral 6) del artículo 14, que la participación del trabajador en las 
utilidades de la empresa es una exención respecto a la materia gravada y base 
presuntiva de aportación al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, órgano rector 
de esta materia. 
 Ahora, debemos clarificar que toda aportación al seguro social se hace 
únicamente en razón de las remuneraciones percibidas por un trabajador. Las 
utilidades laborales, si bien, constituyen un derecho laboral y poseen todas las 
garantías de la remuneración, como señala el Código de Trabajo, no son iguales. Las 
utilidades laborales configuran un derecho autónomo distinto de las remuneraciones; 
es un beneficio social y un derecho adquirido de carácter obligatorio. En 
consecuencia, resulta incongruente la remisión del excedente retenido de las 
utilidades laborales establecido por una norma inconstitucional al régimen de 
Seguridad Social, cuya visión se orienta a financiar prestaciones básicas del Seguro 
General Obligatorio, según el artículo primero de la Ley de Seguridad Social del 
Ecuador, pero mediante recursos taxativamente establecidos en el artículo 4 de la 
referida ley, el cual, en ninguno de sus numerales prevé mucho menos dispone que 
las prestaciones de esta área sean financiadas por utilidades retenidas a trabajadores 
de empresas.     
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 Es decir, las utilidades laborales contrastan con el régimen de seguridad social, 
pues los fondos obtenidos por el reparto de dichas utilidades pasan a formar parte del 
patrimonio de quienes la obtienen y se establecen como parte de su propiedad, 
establecida también como un derecho constitucional; no así, el régimen de seguridad 
social que se sostiene de fondos totalmente distintos de las utilidades, resultando 
irrazonable e inmotivado el destino dispuesto para el excedente retenido por el 
Estado y que, visto desde la óptica que se considere, es contrario a derecho.  
El Art. 371 de la Constitución del Ecuador establece que las prestaciones del 
sistema de seguridad social se financiarán con el aporte de las personas aseguradas 
en relación de dependencia así como de los valores entregados por sus empleadores, 
de personas independientes aseguradas, aportaciones voluntarias de personas 
domiciliadas en el exterior y aportes y contribuciones del Estado. Ninguna parte del 
texto constitucional determina que las aportaciones a este sistema deban ser 
suministradas mediante retenciones por concepto de utilidades laborales, 
evidenciando la ilógica relación establecida entre los rubros retenidos por concepto 
de utilidades laborales y su remisión al régimen de seguridad social.  
Se debe mencionar, que si bien se señaló en líneas anteriores que el 
razonamiento gubernamental destaca en su discurso la preminencia de principios de 
solidaridad y subsidiaridad, principalmente, a fin de invocar los mismos y reflejar un 
sistema inclusivo de seguridad social que permita registrar un número mayor de 
empleadas domésticas y trabajadores autónomos frente a la constatación de una 
cantidad menor de trabajadores que perciben utilidades laborales superiores a los 
veinte y cuatro salarios básicos unificados, además, de ajustarse al precepto 
constitucional de seguridad social obligatoria, empero ignoran que esta obligación es 
exclusiva del Estado, resultando no solo inadecuada, incongruente sino 
inconstitucional su actuación frente a dos sectores que poseen derechos 
constitucionales de igual jerarquía pretendiendo justificar el sostenimiento del 
sistema de seguridad social a través del detrimento y afectación del patrimonio de los 
trabajadores frente a su legítimo derecho de utilidades líquidas.    
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2.6.5. Inobservancia del objeto establecido para el excedente 
retenido de las utilidades laborales por el Estado ecuatoriano y los 
Gobiernos Autónomos Descentralizados en razón de las reformas 
efectuadas a la Ley de Hidrocarburos y Ley de Minería 
 Es necesario considerar la real aplicación sobre el procedimiento empleado 
por el estado ecuatoriano y los GAD’s respecto al excedente retenido de las 
utilidades laborales generadas por empresas vinculadas con el área de explotación de 
recursos no renovables, cuyo destino distinto de sus legítimos beneficiarios 
(trabajadores) se materializó en la Disposición Reformatoria Segunda de la Ley de 
Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado que reformó el 
artículo 67 de la Ley de Minería y el artículo 16 de la Ley Reformatoria a la Ley de 
Hidrocarburos y Ley de Régimen Tributario Interno que reformó el artículo 94 de la 
Ley de Hidrocarburos disponiendo que el 12% de dichas utilidades sean asignadas a 
proyectos de inversión social y de desarrollo territorial en las áreas en donde se 
efectúen las actividades de explotación de recursos no renovables. 
 Además, se estableció que dichos proyectos se encuentren en armonía con el 
Plan Nacional de Desarrollo y que las inversiones que sean realizadas por los GAD’s 
sean canalizadas, a través del Banco del Estado para que sea esta institución la que 
efectúe los desembolsos para los fines correspondientes. 
 Sin embargo, emerge la duda sobre la eficacia del objeto para el cual fue 
establecido el excedente de las utilidades retenido por el Estado y el cumplimiento 
real de proyectos de inversión social y desarrollo territorial. En este contexto, nos 
permitimos identificar la responsabilidad para efectiva ejecución. La norma indica 
que los “GADs” deben gestionar la obtención de ese 12%, mediante el Banco del 
Estado, para lo cual sustentarán sus proyectos, sin embargo, ninguna norma expone 
qué requisitos puntuales requieren los gobiernos seccionales para materializar el 
objeto del excedente de utilidades retenido, produciéndose inaplicabilidad de la 
norma que omite reglar este particular.  
 Por otra parte, nada se dice respecto a si los “GADs” no solicitan dicho rubro 
para el fin que, legalmente, fue incluido en las reformas laborales. ¿Podríamos 
considerar que aquel excedente acumulará los valores no solicitados por los 
gobiernos seccionales hasta cuando se extienda al Banco del Estado un proyecto 
pertinente a la normativa laboral vigente sobre utilidades?, o ¿podría la 
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Administración Pública Central disponer de dichas retenciones para fines distintos a 
los legalmente establecidos en razón del tiempo transcurrido?  
 Sin duda, el cuestionamiento sobre la disposición concluyente del excedente 
retenido de las utilidades generadas por estas empresas se ha mantenido en el aire sin 
sustento normativo hasta la actualidad, resultando ineficaz la norma que las emitió; 
pero, llama mucho más la atención el desconocimiento de la materialización objetiva 
de los señalados rubros que nos llevan a concluir en la inobservancia del objeto para 
el cual fueron establecidos.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
70 
 
Conclusión 
 
Al constituir las utilidades laborales para los trabajadores de empresas un 
derecho social, adquirido y  autónomo posicionado en el tiempo tras varias reformas 
que han establecido su aplicación obligatoria en varias legislaciones nacionales, 
como es el caso de Ecuador; y, normativa internacional, cuyos Tratados suscritos por 
el estado ecuatoriano amparan ampliamente los derechos laborales, mismos que 
incluyen el derecho de participación de utilidades líquidas, mal podría adoptarse 
distribución alguna de este rubro que afecte principios constitucionales como el de 
irrenunciabilidad e intangibilidad de derechos laborales reconocidos expresamente en 
el numeral 2) del Art. 326 de nuestra Constitución.  
Sin embargo, tal afectación se ha hecho extensiva no únicamente a los 
referidos principios sino a derechos también consagrados en la Norma constitucional 
como el derecho de propiedad debido a que los trabajadores dejaron de percibir las 
utilidades líquidas que les corresponde como legítimos beneficiarios mediante la 
Disposición Reformatoria Segunda de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización 
de los Ingresos del Estado, Art. 16 de la Ley Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos 
y Ley de Régimen Tributario Interno y Art. 15 de la Ley de Justicia Laboral y 
Reconocimiento del Trabajo Renumerado en el Hogar, vulnerando además, el 
principio de no confiscación del patrimonio de una persona establecido en el Art. 323 
de la Carta constitucional; sin olvidar el efecto social de desconfianza respecto al 
destino de su excedente retenido por el Ente estatal y los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados. 
Este cúmulo de inconsistencias plasmadas en la vulneración de principios y 
derechos constitucionales nos lleva a concluir en el carácter inconstitucional, 
principalmente, del Art. 15 de la citada Ley de Justicia Laboral y Reconocimiento del 
Trabajo Remunerado en el Hogar, no solo por ser contrario a la Constitución sino a 
derecho subjetivo que respalda la participación integral de los trabajadores sobre sus 
utilidades. No obstante, esta conclusión no se aparta de los preceptos legales sobre 
reducción de utilidades laborales establecidas en la Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de los Ingresos del Estado y Ley Reformatoria a la Ley de 
Hidrocarburos y Ley de Régimen Tributario Interno, ya que si bien, el sexto inciso 
del Art. 328 de la Constitución del Ecuador establece una excepción al procedimiento 
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de distribución de utilidades a los trabajadores inmersos en la actividad de 
explotación de recursos no renovables, es decir, sectores minero e hidrocarburífero, 
dicha excepción atenta la naturaleza del derecho de utilidades laborales por 
contraponerse al real sentido para el cual fueron creadas así como a los principios 
laborales de corte constitucional que los respaldan evidenciando regresividad en la 
aplicación de normas constitucionales previamente reconocidas. 
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Recomendaciones 
 
Declarar la inconstitucionalidad de los preceptos legales que regulan el 
procedimiento de participación de utilidades laborales establecido en la Disposición 
Reformatoria Segunda de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los 
Ingresos del Estado, Art. 16 de la Ley Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos y Ley 
de Régimen Tributario Interno y Art. 15 de la Ley de Justicia Laboral y 
Reconocimiento del Trabajo Renumerado en el Hogar, reconocido como derecho en 
la Constitución de la República del Ecuador, aplicando el debido e íntegro 
direccionamiento del 15% de dichas utilidades hacia sus beneficiarios exclusivos, -
los trabajadores-, en razón de la facultad otorgada a la Corte Constitucional en los 
numerales 2 y 3 del Art. 436 de la Constitución del Ecuador, resolviendo 
consecuentemente la invalidez de dichos actos normativos, considerando la 
existencia de cinco acciones de inconstitucionalidad planteadas a la Ley de Justicia 
Laboral y Reconocimiento del Trabajo Renumerado en el Hogar, mismas que fueron 
previamente analizadas. 
Sin embargo, de la conclusión arribada en esta tesis que engloba la 
inconstitucionalidad de todas las normas antes mencionadas, se debe señalar que en 
el supuesto de omitir la inconstitucionalidad de la Disposición Reformatoria Segunda 
de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado y del Art. 
16 de la Ley Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos y Ley de Régimen Tributario 
Interno se recomienda expedir el correspondiente Reglamento que desarrolle el 
procedimiento puntual acorde al objetivo establecido para el excedente de las 
utilidades laborales de las empresas dedicadas a la explotación de recursos no 
renovables retenido por el Estado ecuatoriano que permita materializar proyectos con 
el 12% destinado a las localidades y territorios explotados.   
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ACCIÓN DE INCOSNTITUCIONALIDAD 0029-15-IN 
SEÑORAS Y SEÑORES JUEZAS Y JUECES DE i& rno-n=CONSTITUCIONAL.- JUtuts DE LA CORTE
MIKon Rodrigo Gualan Japa, ecuatoriano, mayor de edad de estado civil
fa Provin '^í? ™^ "í* de Qu¡t°' en m¡ca,idad* Á^££ao^ Ia de Zamora Ch.nch.pe; y, Rodrigo Sebastián Cevallos Vivar
dP rnln,a' may0r,í,edfd'Jde estad0 civil soltero' domiciliado en la dudad"Po^íTTnJ" fwdad de Sub-Director Nacional del Movimiento ¿ñldad
INCPONS™ ydedUdm0S ,a Si^-te ACCON DE
PRIMERO.- DESIGNACIÓN DE AUTORIDAD ANTE QUIEN SE PROPONE.-
L°ra?milSrLCHoStÍtU?0na! 6l TfXÍm° Órgano de contro1' interpretación ySq nTZ8ÍS°lZ deJusí,c,f constrtucional, conforme lo dispone el artículo429 de la Const.tuc.on de la República, acudimos ante ustedes señoras y
señores juezas yjueces, en virtud de la competencia que tienen para conoceryresolver a presente demanda de inconstitucionalídad por el fondo ypor t
Trabajo en el Hoya?r9anÍCa P8ra ^ JüSÍÍCÍa Lab°ra' VReconocimiento del
SEGUNDO.- LEGITIMADO ACTIVO.
Conforme lo disponen los artículos 436, numeral 2, 439 de la Constitución y
77 y 98 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, nos encontramos legitimados para presentar esta acción
publica de inconstitucionalídad, como ciudadanos ecuatorianos, sin que exista
prohibición constitucional o legal para hacerlo.
TERCERO.- ÓRGANO O AUTORIDAD CONTRA QUIEN SE DEDUCE LA
ACCIÓN.
Las autoridades que expidieron y sancionaron la norma impugnada son-
Gabriela Rivadeneria, Presidenta de la Asamblea Nacional, a quien se le
notificara con la demanda en el Palacio Legislativo, ubicado en la Av 6 de
Diciembre y Piedrahita, de esta ciudad de Quito; y, el señor Presidente de la
República del Ecuador, Eco. Rafael Correa Delgado, a quien se le citará con
\a presente demanda en el Palacio de Carondelet, ubicado en las calles
García Moreno y Chile, de esta ciudad de Quito.
^SSíhlSSSSS^.DE LAS DISP0S1CI0NES acusadas <™°
El cuerpo normativo impugnado por la forma es el Art. 69 de la Ley Orgánica
para la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar publicada
en el Registro Oficial No. 483, tercer suplemento, de fecha 20 de abril de
2015; y, las normas impugnadas por el fondo son los artículos 15- 63- 65- 68-
69 del mismo cuerpo normativo. '
QUINTO.- NORMAS CONSTITUCIONALES INFRINGIDAS.
a) Las normas constitucionales violadas por la mencionada Ley de Justicia
Laboral son los artículos: 3 (1); 11 (2), (4), (6) y (8); 34; 326 (2); 369; 371"
372; 373; 424 de nuestra Carta Magna
b) Art. 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
SEXTO.- FUNDAMENTACION JURÍDICA.
1.- Inconstitucionalídad por la Forma.-
A través del Art 69 de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral v
Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, se incluyó la reforma al Art 234 de
a Ley de Segundad Social que no fue debatido en el Pleno de la Asamblea
LaegSva° "' ** 61' ^ qUÍnt° de la Ley 0rgánica de *****
if^níí?^" .de la RepúblLca' al ciíar el Procedimiento legislativo, señala en
el articulo 137 la exigencia de que todo proyecto de ley sea sometido a dos
debates, en e caso del Art. 69 de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral,
este articulo JAMAS fue planteado en el primer debate, sin embargo fue
incluido en el articulado de la Ley, por lo tanto se violó el procedimiento
parlamentario para la aprobación de Leyes.
2.- Inconstitucionalídad por el Fondo-
2.1. Límite a la distribución de utilidades.-
El Art. 15 de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento del
Trabajo en el Hogar, que reforma el Art, 97 del Código de Trabajo al
establecer un limite a la distribución de utilidades de veinticuatro Salarios
Básicos Unificados del Trabajador en General, afecta a alrededor de 16 700
trabajadores, quienes hicieron llegar ante la Comisión de los Derechos de los
Trabajadores su descontento frente a esta reforma que vulnera sus derechos
y han señalado que las utilidades son utilizadas para vivienda, educación y
salud, esta reforma afecta un derecho adquirido, con lo cual se violenta el
principio de progresividad de los derechos, que está previsto en el Art 26 de
la Convención Americana de Derechos Humanos:
"Art. 26.- Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias
tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional
especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la
plena efectividad de los derechos (...)"
Así mismo el Art. 11 de la Constitución de la República, numerales 4 6 y 8
manifiestan: '
"Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siquientes
principios:
4. Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos
ni de las garantías constitucionales.
6. Todos los principios y los derechos son inalienables, irrenunciables
indivisibles, interdependientes y deigualjerarquía.
8. El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a
través de las normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado
generará y garantizará las condiciones necesarias para su pleno
reconocimiento y ejercicio.
2
, fp-
Será inconstitucional cualquier acción uomisión de carácter regresivo
que disminuya, menoscabe o anule injustificadamente el ejercicio de los
derechos.
Así también el Art. 326, numeral 2de nuestra Carta Magna que manifiesta:
"Art. 326.- El derecho al trabajo se sustenta en los siguientes
principios: a
*w Z\ L°f derechos dorales son irrenunciables e intangibles. Sera nula
toda estipulación en contrario."
2.2. Indemnización como incentivo para la jubilación.-
?2 ifl«ui¡ f2rma l0S Arts' 63' y65 de la Ley de Jusíicia ^boral que reforma elArt. 129 de la Ley Orgánica del Servicio Público y el Art 23 de la Ley
Orgánica de Empresas Publicas, respectivamente, atenían contra el principio
de progresividad de los derechos, ya que congelan la indemnización a la que
tienen derecho los trabajadores públicos como incentivo para la jubilación
andándola al salario básico unificado vigente al año 2015. Nuestra Carta'
Magna establece que cualquier acción u omisión de carácter regresivo que
disminuya, menoscabe o anule el ejercicio de los derechos será nula v esta
reforma lo es.
2.3. Incremento de pensiones jubilares en base a porcentaje
determinado por ¡a inflación.-
En este mismo sentido el Art. 69 de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y
Reconocimiento del Trabajo en el Hogar que sustituye el Art. 234 de la Ley de
Segundad Social, implica un retroceso, pues se vuelve a calcular el
incremento de las pensiones en base al porcentaje determinado por la
inflación, dejando de lado la fórmula que se estableció en la reforma adoptada
por la Asamblea Nacional en el año 2010, publicada en el Registro Oficial No
323 del 18 de Noviembre de 2010, que permitía un incremento de las
pensiones solidario y justo, en base a un coeficiente de crecimiento que se
aplicaba de la siguiente forma:
RANGO DE PENSIÓN en coeficiente en rangos del salario crecimiento
básico unificado:
Hasta 0.50 SBU 16.16%
0.501 SBUM -1 SBU 12.41%
1,01 SBUM-1,50 SBU 9.53%
1.501SBUM-2SBU 7.31%
2,01 SBUM-2,50 SBU 5.61%
MAYORES A 2,501 SBU 4.31%
2.4. Eliminación del 40% del aporte obligatorio del Estado a las
pensiones jubilares.
La consolidación del Estado constitucional de derechos y justicia radica en
que el Estado cumpla con uno de sus deberes primordiales establecido en el
Art. 3, numeral 1 de ¡a Constitución de la República que señala:
"1.- Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los
derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos
internacionales, en particular la educación, la salud, la alimentación la
seguridad social y el agua para sus habitantes."
Sin embargo, el Art. 68.1 de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y
Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, que reforma el Art. 237 de la Ley de
Seguridad Social al eliminar el aporte fijo del Estado con el Instituto
Ecuatoriano de Seguridad Social, pone en riesgo la sostenibilidad del sistema
de pensiones, esta eliminación del 40% se da sin estudios técnicos es
arbitraria y pone en riesgo el equilibrio financiero del IESS y por ende el
efectivo goce de la seguridad social de los ecuatorianos yecuatorianas.
La reforma del artículo 237 también está en franca contradicción con ¡o
establecido en el artículo 371 de la Constitución que no habla de "garantías" o
promesas, sino muy claramente de aportes y contribuciones:
"Art. 371.- Las prestaciones de la seguridad social se financiarán con el
aporte de las personas aseguradas en relación de dependencia
y de susempleadoras o empleadores; con los aportes de las
personas independientes aseguradas; con los aportes voluntarios de
las ecuatorianas y ecuatorianos domiciliados en el exterior; y con
ios aportes v contribuciones de! Estado.
Los recursos del Estado destinados para elseguro universal obligatorio
constarán cada año en el Presupuesto General del Estado y serán
transferidos de forma oportuna.
Las prestaciones en dinero del seguro social no serán susceptibles de
cesión, embargo o retención, salvo los casos de alimentos debidos por
ley ode obligaciones contraídas a favor de la institución aseguradora, y
estarán exentas del pago de impuestos." (negrillas y subrayado nos
pertenecen)
El aporte del Estado Ecuatoriano del 40% a las pensiones jubilares fue un
logro adquirido, que tiene sus orígenes en la Ley 1174 del Seguro Social
Obligatorio, de fecha 15 de julio de 1942, por lo tanto su eliminación
representa un retroceso para los trabajadores pues una "garantía", que es lo
que establece el Art. 68.1 de la Ley de Justicia Laboral y Reconocimiento del
Trabajo en el Hogar, no genera una obligación en firme de pago.
2.5. Violación del principio de igualdad ante la Ley.-
El Artículo 68.1 que reforma al artículo 237 de la Ley de Seguridad Social va
en contra de la noción de la dignidad humana, que reconoce el principio de
igualdad, por lo que no puede justificarse un tratamiento jurídico diferente o
privilegiado, tal como ocurre entre la Ley de Seguridad Social y las Leyes de
Seguridad Social para las Fuerzas Armadas y la Ley de Seguridad Social de
la Policía Nacional, normas que mantienen el subsidio del Estado, incluso en
un nivel más alto que el 40% que ha sido derogado a través de la Ley
Orgánica para la Justicia Laboral.
Así la Constitución de la República en su Art. 11, numeral 2 determina:
"Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siquientes
pnncipios: a
2. Todas las persona son iguales y gozarán de los mismo derechos
deberes y oportunidades.
Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de
nacimiento, edad, sexo, identidad de género, identidad cultural,
estado civil, idioma, religión, ideología, filiación política, pasadojudicial, condición socio-económica, condición migratoria
orientación sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad,
diferencia física; ni por cualquier otra distinción, personal o colectiva,
temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar
o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La ley
sancionará toda forma de discriminación.
El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la
igualdad real en favor de los titulares de derechos que se encuentren en
situación de desigualdad".
SÉPTIMO.- PRETENSIÓN.
Con los antecedentes expuestos, demandamos:
a) La inconstitucionalídad por la forma del artículo 69 de la Ley Orgánica para
la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, publicada en el
Registro Oficial No. 483, tercer suplemento, de fecha 20 de abril de 2015- y
por el fondo de los artículos 15; 63; 65; 68; 69 del mismo cuerpo normativo.'
b) Con el fin de evitar que la aplicación de la norma impugnada atente a los
derechos constitucionales y legales de miles de afiliados y jubilados al
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, así como a servidores y
trabajadores del sector público y privado del Ecuador, solicitamos que de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 79, numeral 6 de la Ley Orgánica
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, que en el auto de
calificación de la acción que deducimos, se disponga como medida cautelar !a
suspensión provisional de los artículos 15; 63; 65; 68; 69 de la Ley Orgánica
para la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, publicada
en el Registro Oficial No. 483, tercer suplemento, de fecha 20 de abril de
2015.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 87 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional solicitamos ser
escuchados en audiencia pública.
OCTAVO.- CITACIÓN Y NOTIFICACIONES.
Notificaciones que nos correspondan las recibiremos en la Casilla
Constitucional No. 340 y en los siguientes correos electrónicos-
mrodriqoaualan@amail.com y annabellq@hotmail.com.
Autorizamos al Ab. Luis Alfredo Villacís Maldonado, profesional en libre
ejercicio, para que patrocine la presenta demanda con las más amplias
facultades.
Se contará con el señor Procurador General del Estado, Dr. Diego García
5
nZy%l¡T ^ 'e CÍtará 6n !aS °fÍCÍnaS UbiCadas en ,a Av" Amazonas N39-
NOVENO.- PRUEBAS.
* ™Z^^J\»VI *1Re9,amento *» Sustanciación de Procesos
ae competencia de la Corte Constitucional, al disponer ía oráctira dipruebas se servirán requerir de la Secretaría Genera?de la^AsambleaNaconal los s.gu.entes documentos, debidamente certificados Asamb!ea
1) Video de la Sesión Pleno de la Asamblea Nacional Un ™«
correspondente a los días: 29 de diciembre de 20H 6de enera de 2015. '
9 Video de la Sesión del Pleno de la Asamblea No. 321, del 14 de abril de
3) Informes de Primer ySegundo Debate de la Ley Orgánica para la Justicia
Labora y Reconocimiento de Trabajo en el Hogar aprobados oh
rmambn» de la Comisión de los Derechos de «os TniajadSea^SeM
DÉCIMO.- DOCUMENTOS ADJUNTOS.
- Copia de cédula de ciudadanía ypapeleta de votación de los legitimados
PatrodnadorOPia °& * ^^ ^ F°r° de Abo9ados *^nuestro
Secretaria de laAsamblea Nacional,
bvimiento Unidad Popular.
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„„, TORRES TORRES, CRISTINA EUGENIA REYES
, HENRY EDUARDO CUCALÓN CAMACHO, CYNT-
FÉRHANDAVlfERE JIMÉNEZ, MÓISES'fERNÁNDO tÁCLE
MARÍA CRISTINA KRONFLE GÓMEZ, FRANCO
, Homero loayza, ramón fortunátó Terán
yLUIS FERNANDO TAPIA LOMBETOA, ecuatorianos, con
Identidad No. 1801607480, 0917^50lC 0908&88373,
0902299718, 0913139028, 0901473181, 1201188768,
, respectivamente, domiciliados temporalmente en la ciuda4 de
.bleístas de la República M Ecuador, comparecemos respetubsá-
ustedes, po¿ nuestros propios derechos, yal amparo de lo dispuesto
436, numeral 2de la Constitución de la República (en adelante
.); y, en los artículos 74 y75, numeral, 1,. letra c) de ía Ley Orgá-
,antíás jurisdiccionales y Control Constitucional (en' adelante
presentamos la saliente demanda de in^n^ÜmdonalKW por ra
ma yfondo en contra de varios artículos^ la Ley Orgánica Para
Lboral yReconocimiento del Trabajo en el Hogar (en adrante Ley
;ía Laboral), publicada en el fefcerSÜplémento' del Registro Ofi-
ide20deabrÜde20Í5.
í. LEGIT IMACIÓN ACTIVA
íormidad con lo dispuesto en los artículos^39¿de la Constitución y
ela LOGJCC estamos legitimados,para presentar esta acciónjmblica
itbicionalidad^ por ríuestros propioVderecho^ como asambleístas,de
.;aycomo ciudadanos ecuatorianos, sin qué exista prohibición coñs-
dlegal para hacerlo. if~
1. De con
77 y 98 de
de incons
laRepúbli
titucional
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II. DENOMINACIÓN DEL ÓRGANO EMISOR DE LA DISPO
SICIÓN JURÍDICA OBJETO DEL PROCESO
2. Con esta demanda acusamos la jncpnstitucionalidad de varios artículos de
la Ley Orgánica Para la Justicia Laboral yReconocimiento del Trabajo en el
Hogar, expedida por la Asamblea Nacional ysancionada por el Presidente de
la República, yque se publicó en el Tercer Suplemento del Registro Oficial
No. 483 de 20 de abril de 2015.
3. Consecuentemente, una vez admitida a trámite nuestra demanda,'deberá
correrse.traslado con el respectivo auto de admisión ala señora Gabriela Riva-
deneira Burbano, en su calidad de Presidenta de la Asamblea Nacional, órgano
emisor de la disposición demandada; al economista Rafael Correa Delgado en
su calidad de Presidente de la República del Ecuador, órgano colegislador, yal
doctor Diego García Carrión, en su calidad de Procurador General del Estado.
4.Ala señora Presidenta de la Asamblea Nacional, se le citará en sus oficinas
ubicadas en el edificio de la Asamblea Nacional, en la Avenida 6de Diciembre
y Piedrahíta de laciudad^dé Quito. ""'"í'' -lf,í,f: •-'•"••• ••'••'
5 Al señor Presidente de;ia República, se le:citará% s'usjorlcinas ubicadas en
el Palacio de Carondelet, en la calle García Moreno NI 0-43 entre Chile yEs
pejo, de la ciudad de Quitó, ; •-''.'"'- 'f (i* *• s-'~ ••* i'
6. Al '^pioái^G^^É^'d^t^'d^Carrión, se Ü
citará en sus oficinas ubicadas en el ediflcio.de la Procuraduría/en la Avenida
Amazonas N39-123yArrzaga de la ciudad de Quito '"i**r- ', i
III. INDICACIÓN DE LAS DISPÓSieÍONES? ACUSADAS
COMO INCONSTITUCIONALES
m.í DISPO^lélONES ACUSADAS COMO INCONSTITUCIONA
LES POR LA FORMA""¿r" ^ ' * ' ; ™
•'íw&„-'.ii.''.(..,í!. , . • ;
vww.ttclaw.ee ' ' • •
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7. Las
gún lo expil
los artículos
cimiento del
gistro Oficia
denominacic n
que no
Nacional o
Presidente
para segundo
9. Los
cionalidad
disposiciones cuyainconstitücionalidad demandamos por iá forma, se^
:amos con argumentos en el Apartado IY.2 de ésta demanda, son
63, 64 y65 de la Ley Orgánica Para la Justicia Laboral y Recono-
Trabajo en el Hogar, publicada en el Tercer Suplemento del Re-
No. 483 de 20 de abril de 2015, además de la leyy su nombre o
, por falta dé unidad de lamateria
8. En estos ai tículos impugnados se encuentran nuevas disposiciones ycambios
sustanciales por agregación que no fueron debatidos,en la sesiones del Pleno, o
fuere nobjeto de dos debates en las sesiones del Pleno de la Asamblea
que no fueron parte del proyecto originalmente remitido por el
la República ni constaron en los informes para primer debate o
debate.
de
artículos de laLey para la Justicia Laboral que adolecen de inconstitu-
porla forma son los siguientes:
Art. 63.- En el primer inciso del artículo 129 de laLey Orgánica
del Servicio Público, a continuación de las palabras "del trabaja
dor privado en total" incorpórese lastpalabras "a partir del año
2015, de conformidad cond salario básico unificado vigente al 1
de enero .del 2015".
Art. 64.- En el segundo inciso delartícülo 8 del Mandato Cons
tituyente número Dos, acontinuación de las palabras "será de"
incorpórese las palabras "hasta".
Art. 65.- En el artículo 23 de la Ley Orgánica de Empresas Pú
blicas, ^continuación de la frase "y hasta un máximo de 210 sa
larios mínimos básicos unificados del trabajador privado.", susti
tuyase el punto filial por como (,) yagregúese lo siguiente: "apar-
tir del año 2015, desconformidad con el salario básico unificado
vigente al 1de enero del 2015." l/*~"
www.ttciaw.ee
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III.2 DISPOSICIONES ACUSADAS COMO INCONSTITUCIONA
LES POR EL iEONDO , ; , f v
-*<>
10. Las disposiciones cuya inconstitücionalidad demandamos .por él fondo se
encuentramen los artículos 15 y68:1 dé lá Ley Orgánica Para ajusticia Labo
ral yReconocimiento del Trabajo en el Hogar; publicada en el Tercer Suple
mento del Registro Oficial No. 483 de20 de abril de 2015.
• •'-'- ! Axtsl5.- Acontinuación dé artículo^?, agregúese eLsiguiente
f* artículo: K>><,-^^. .-.,-'=;.•.. . *t ;, , A }.. *,-. ' : <... ,,
www.ttdaw.ee
• is *.• í !- - . -. •-
•i-" •..-'•- - "Art.-97.L- Límite en la distribución de las-utilida
des.- Las utilidades distribuidas alas personas traban
jadoras conforme lo señalado en el artículo anterior,
\ -1 no podrán exceder de veinticuatro Salarios Básicos
Unificados del trabajador en^general: Encasó de que
el valor de estas supere el monto señalado, el exce-
: -.'-: S <c¿dente será entregado al régimen,de.prestaciones so-
»'-*>:¡ •« • lidarias de la Seguridad .Social. La autoridad admi-
u ; , ¡>, -. nistrativa de trabajo competente ¡emitirá ios acuer-
*'; *''^' «;dós ministeriales necesarios para la*debida aplica
ción de lo señalado en éste artículo. •
¡Arti 68:L-Sústitúyáse el texto^el/articuló 237 por el siguiente:
"Art. 237.-Financiahiiento.- El Estado ecuatoriano
reconoce el derecho a la Seguridad Social de todas
i. h-\ , . las personas, independientemente de su situación la-
'•**• -i-n> • i ~ bóral. y. •' , >-••-, -. fí,r<t-*¡.r t •'•*'•
ELEstado Central será responsable subsidiario yga
rantizará elpago de las pensiones del Sistema deSe
guridad .Social. únicamente: cuando el Instituto
Ecuatoriano de Seguridad Social no cuente con los
recursos económicos para cubrir las obligaciones en
Mí-Í-
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curso depago del Seguro General .Obligatorio y del
régimen especial del Seguro Social Campesino.
En este caso, sedeberáincorporar en el Presupuesto
General del Estado los recursos respectivos, aún so
bre otros gastos".
IV. FUNDÍAMENTOS
IV; 1- CONTENIDO Y ALCANCE DE LAS DISPOSICIONES CONS
TITUCIONALES INFRINGIDAS Y ARGUMENTOS SOBRE LA IN-
COMPATIBILIDAD NORMATIVA
IV.1.1 INCONSTITUCIONALIDAD MATERIAL O DE FONDO
IV.1.1.1
CIENTO
GIAL.
ELIMINACIÓN DEL APORTE DEL CUARENTA POR
(40%) POR PARTE DEL ESTADO A LA SEGURIDAD SO-
1*1 .Las sigü:
de aportar a
entes normas constitucionales establecen la obligación del Estado
la Seguridad Social para la sostenibilidad del seguro social.
El artículo 371 se establece que:
www.ttclaw.ee
"Las prestaciones de la Seguridad Social se financiarán con el
aporte de las personas aseguradas en relación de dependencia yde
sus empleadoras o empleadores; con ios aportes de las personas
independientes aseguradas; con los aportes voluntarios de las
ecuatorianas yecuatorianos domiciliados en el exterior; ycon los
aportes ycontribuciones del Estado.
Los recursos-del Estado destinados para el seguro universal obli
gatorio constarán cada año en el Presupuesto General del Estado
yserántransferidos de forma oportuna; i^
y <—
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;Lasíprestaciones en dinero del seguro social no serán susceptibles
de cesión, embargo o retención, salvo los casos de alimentos de
bidos porleyódeobligaciones contraídas afavor delainstitución
aseguradora, yestarán exentas del pago de impuestos.
El artículo 368 señala que:
.. iC
"El sistema de Seguridad Social comprenderá las entidades públi-
"cas,* normas,-políticas, recursos, servicios yprestaciones dé Segu¿
•ridad Social, yfuncionará con báse:en criterios de sosfenibilidad,
eficiencia, celeridad ytransparehciaj'EUEstadórnormárá, regulará
ycontrolará las actividades relacionadas con la Seguridad Social."
El artículo 34 dispone que:
, S ¥•
j/(Elderecho a laSeguridad^SocialTés.:ün^derecho irrenuhciáble de
todas las personas, yserá deber y responsabilidad primordial del
Estado. La Seguridad Social se regirá por los principios de solida
ridad, .obligatoriedad, universalidad, equidad, .eficiencia, -subsi-
diaridad, suficiencia, transparencia;^participación,- para jaaten
ción de las necesidades individuales y colectivas.
El Estado garantizaráyhará efectivo el ejercicio pleno dehderechó
ala Seguridad Social, que incluye alas personas que realizan tra
bajo ño remunerado en los hogares, actividades para el auto sus
tento en el campo, ¿odaforma de trabajd autónomo yaquienes
i se encuentran en situación de desempleo/V; , ,
•"* í- *,sAiV:.»\hi
12. Las normas constitucionales citadas anteriormenteestablecen la obligación
del Estado de aportar ycontribuir tanto parala sostenibilidadide la Seguridad
Social como para el financiamiento dejas prestaciones,de la Seguridad Social,
con la particularidad que el derecho aiaSegüridadfSocial,seconcibe desde una
doble dimensión, asaber: a) derecho constitucional irrenunciable de todas las
personas yb) deber yresponsabÜidad primordial del Estado. No puede el Es
tado dejar de realizar los aportes ycontribuciones alas que se encuentra obli
gado constitucionalmente. r Ms
www.ttclaw.ee
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13. El
miento del
la Ley de Se
gundoinciso
sabilidad
del sistema
cuente con
pago.
P
artículo 68.1 de la Ley Orgánica Para la Justicia Laboral y Reconoci-
Irabajo en el Hogar, que reformó elcontenido del artículo 237 de
uridad Social, desconoce la obligación constitucional. En el se
de dicho artículo 237 se sustituye tal obligación por una respon-
subsidiaria y una garantía genérica de-pago de las pensiones
Seguridad Social,1¡con una condición, esto es, que el IESS no
lbs recursos económicos para cubrir las obligaciones en curso de
estatal
cíe
14. El antiguo artículo 237 de la Ley de Seguridad Social, modificado por el
artículo 68.1. de la Ley para laJusticia Laboral, establecía, en cambio, la obli
gación que ¿ Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) cubra el sesenta
por ciento (60%) de la pensión respectiva de cada jubilado, y que el
Estado financie, obligatoriamente, el cuarenta por ciento (40%) restante.
15í Lo únioj»
no se podía
el porcentaje
túariales,
dad como
la norma i
tribuir del
misa falsa,
lo tanto, era
que se podía modificar era el porcentaje del aporte estatal, pero
áimiñar laobligación como tal. En todo caso, ladiscusión sobre
del aporte solamente podía realizarse enfunción de informes ac-
que el artículo 368 de la Constitución consagra ala sostenibili-
de los principios rectores de laSeguridad Social. Sin embargo,
Pugnada eliminó completamente laobligación de aportar y con
testado, lo que significa que tuvo como punto de partida una pre-
es, que el Fondo de Pensiones no tenía déficit actuarial y, por
sostenible ad infinitum.
dado
uno
mp'u
eito
16. Que el .
509 millones
por327
por 266
nal Magiste
de dólares),
por ese he<
aportes de
Fondo de Pensiones en el 2015 vaya a tener un superávit de unos
de dólares, debido a la sumade todos los ingresos (rendimientos
millones de dólares, aportes del 40% desde enero hasta marzo'del 2015
millones de dólares, otras contribuciones estatales—jubilación adicio
no—por 105 millones de dólares, otros ingresos por 86 millones
algunos de los cuales no se percibirían el 2016, no significa que,
eclio, pueda prescindir del aporte del Estado. Más-aún^ cuando los
afiliados representarían, el 2015, no más de 2486 millones debs
A
fyP$
L*'**7
r
www.ttciaw.ee 7 de 21
dólares, mientras los pagos alos jubilados bordearían, el 2015, los 2959 millo
nes de dólares. í. * • ; . , í J : _ .*-. " t
17. La existencia de un superávit en el Fondo de Pensiones en el 2015 no sig¿
niñea que el Fondo sea solvente y sostenible en el tiempo. Lo único qué evi
dencia esqueexiste liquidez. El siguiente análisis .del economista Abelardo Pa
chano ilustra la diferencia entre superávit,' liquidez^solvencia ysostenibilidad:
ÍÍK''l"
"Es indispensable recordar que elFondo de Pensiones es un me
canismo de ahorro de largo plazo, que necesariamente debe tener
,-..'•• superávit anual. Debe ser excedentario por 'definición/ Le corres-
-i ponde de manera innata acumular obligatoriamente los recursos
indispensables, matemáticamente calculados,' en función de ios
parámetros pertinentes, para poder atender las obligaciones cre
cientes de la incorporación de,nuevos<y más jubilados. Por lo
tanto, señalar que por la existencia de un superávit ya no necesita
iaicontribución obligatoria del .'Estado, que,cubre una parte vital
- . del «déficit actuarial, es partir de una premisa falsa para suspender
v su vigencia. Es más, ahora ya hay un'problema^financiero en el
Fondo de Pensiones, pues elmonto de Jas.efogaciones afavor de
los jubilados es superior a las aportaciones recibidas de los trába-
> -i jadores activos. Existe.un déficit de caja de-340 millones de dóla-
•• res> qüe.será creciente y deberá cubrirse con una parte.de las in-
,.: t: . versiones acumuladas, que son en.definitivaJas reservas para pen
siones futuras." (ElComercio,-2de:mayodé2015,página7).. c
18. ElFondo de Pensiones del IESS.no se sustenta únicamente en un sistema
de reparto ;sino que incorpora la variable de k capitalización para'que tenga
sostenibilidad. Los rendimientos de las inversiones no están para consumirse
en uñ año sinopara capitalizarse. Deallí que el Fondo deba, anualmente, ser
excedentario ytener, por consiguiente, un superávit, por cierto* luego de sumar
todos los ingresos.y aportes, dado que si solamente sé sumaran y restaran los
aportes de los afiliados ylas jubilaciones, existiría un déficit,de caja. V* !, .
•: ••¡i l ••• »•« A .t ¡I-, -•. . .>. ' V S.4» A
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19. Si el Tribunal Constitucional no hubiera declarado la inconstitúcionalidad
del artículo 176 de la Ley de Seguridad Social (R.O. 525 Suplemento, 16 de
febrero del 2005, Resolución No. 52), probablementeel Fondo de Pensiones
hubiera alcanzado mayores niveles de sostenibilidad dé aquéllos alcanzados
hasta ahora. En Chile, por ejemplo, las reservas acumuladas en el Fondo de
Pensiones bcrdean los 100.000 millones de dólares, mientras en Ecuador no
pasan de 10.000millones. Combinar sistemas de capitalización individual con
sistemas de s>lidaridad intergeneracional, que cuenten con aportes permanen
tes del Estad>, es el desafío de la seguridad social ecuatoriana para mejorar las
jubilaciones y aumentar las reservas* acumuladas.
20. Tan
República hí.
yectaría por
IESS, entre
solo de 12
tratado por e
riál delFonco
cieno es que existe un déficit actuarial que el propioPresidente de la
admitido que la sostenibilidad del Fondo de Pensiones se pro-
23 años más y uno de los expresidentes del Consejo Directivo del
12007 y el 2015, ha manifestado que la sostenibilidad sería tan
. Uno de los últimos estudios actuariaies independientes con-
l IESS, con cortea diciembre de 2010, señaló que el déficit actua-
de Pensiones bordeaba los 5000 millones de dólares y qué, de
el40% de aporte delEstado* alcanzaría los 70:000 millones de
el 2050.
cí
anos
no mantenerse
dólares hasta
21. Si hay
entonces, el
Laboral se
contribuir
guridad Socijal?
coincidencia en que el Fondo de Pensiones es deficitario; ¿cuál és,
úndamento para queen el artículo 68.1 de laLey para laJusticia
eliminado laobligación constitucional del Estado déaportar y
la sostenibilidad yifinanciamiento de las prestaciones de Íá!Se-
haya
p;ira
22. Envario iconvenios depago el gobierno de turnoha reconocido lanecesi
dad del Fondo de Pensiones del IESS de contar con el aporté estatal del 40%
e, inclusive, la realizado los respectivos pagos.
yte
irtiid23; En vi
consti
las
rada en el
de lo expuesto, la norma impugnada desconoce la obligación
tucionlal de aportar y contribuir a la sostenibilidad y financiamiento de
de laSeguridad Social. La garantía genérica de pago, incorpo-
aikículo 237 de la Ley de Seguridad Social, desvirtúa abiertamente >y^
4^- L—
prestaciones
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el contenido dejas normas constitucionales invocadas, especialmente, el ar
tículo 371 dela Constitución. La aportación, de lá que habla ésta norma cons
titucional, constituye unaobligación decontribuir conunacantidad dedinero.
No sé refiere aíninguna garantía, ni siquiera al valor obien con que¡se asegura
un encargo. Peor, a lagarantía genérica y, lírica incorporada en el artículo 237
de la Ley de Seguridad Social. La obligación subsidiaria del Estado tampoco es
posible en él:contexto del artículo371 de la Constitución. , -?->>.'>• ,'• , -
24. Tal garantía genérica no equivale á;una obligación de aportar *aí Fondo de
Pensiones. Lo que dice lanorma legal es que el Estado,responderá subsidiaria
mente y garantizará el pago de pensiones cuando el IESS -no el Fondo de
Pensiones-;no cuente con recursosí desconociendo que los recursos de las di
versas, prestaciones no deben mezclarse. A lo que invita,el. artículo 2.37 de h
Ley.de Seguridad Social íes a que;se utilicen los,recursos de unas prestaciones
para otras. »E! artículo 49 de la Ley de Seguridad Social prohibe mezclar los
recursos correspondientes afondos de diferentes prestaciones. ^ *r ..:. , !..
25. Por lo expuesto; la norma legal impugnada, viola directamente el contenido
de losartículos 368, 37Ly 34 dela Constitución, .r ,4, ; i- *., ; ; -....
IV.1.2 LIMITACIÓN A LA DISTRIBUCIÓN DE UTILIDADES A
LOS TRABAJADORES. -,. .,. f•,...,,;,. , , r
26. El último inciso ¡del Art. 328 de ^Constitución señala que "Las personas
trabajadoras del- sector, privado tienen derecho? aparticipar dellas utilidades lí
quidas de las empresas, de acuerdo con la ley. La ley fijará los límites, de, esa
participación en las empresas deexplotación derecursos no renovables".
27. De Jo anterior sse colige que única.y exclusivamente los trabajadores que
desarrollan actividades en empresas de explotación de ¡recursos no renovables
pueden ser objeto de una limitación de sus utilidades yque, los demás trabaja
dores, no pueden tener,limitación alguna en cuanto al monto de futilidades.
: í i1-:
28. El .artículo 15 de la-Ley para la justicia Laboraí,;que modificó el artículo
97 del Código del Trabajo estableció, en contra dé lo, dispuesto «n el.artículo ff
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328 déla
periores a
neral. La norma
presas de exp
por igual a
diferencia.
Constitución, que los trabajadores no podían percibir utilidades su-
veibticuatro remuneraciones básicas unificadas del trabajadoiemge-
legal impugnada no¡distingue entre los trabajadores de las em-
otación de recursos no renovables ylos demás trabajadores. Trata
unos y a los otros cuando lamorma constitucional establece unalos
29.Lanorrá|a.
zonable, el
nál^en otras
igualdad sirve
(igualdad de
legal impugnada desconoce, sin una justificación objetiva y ra-
>de trato diferenciado establecido en la norma constitucio-
palabras, .carece de una razonable proporcionalidad: El juicio de
para^medir dos cosas: a) el alcance dé láf prohibición entre iguales
trato), y b) el deber de igualdad con el reconocimiento de situa
ciones desiguales (trato diferenciado).
principio
30, Al tratar
de recursos
discriminación
laConstituc
igualdad
la norma impugnada ajostrabajadores no pertenecientes al sector
renovables como si'pertenecieran a este sector, se provocaaína
y se vulnera, por lo tanto, también el artículo 66 numeral 4 de
ón que dice: "Se garantiza y reconoce alas personas: derecho ala
formal, igualdad material y no discriminación".
no
31. La
utilidades
Social, lo
los artículos
disponen:
norma impugnada les despoja a los trabajadores del excedente de las
financiar el régimen de prestaciones solidarias de la Seguridad
afecta el derecho a la propiedad de los trabajadores, previsto en
66 numeral 26 yartículo 323 de la Constitución que, en su orden,
para
cud
"Art. 66.-Se reconoce y garantizará a las personas:
26. El derecho alapropiedad en todas sus formas, con función y
responsabilidad social yambiental. El derecho al acceso a la pro
piedad se hará efectivo con la adopción de políticas públicas, en
tre otras medidas."
"Art 323.- [...] Se prohibe toda forma de confiscación." pf"
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32. La norma legal impugnada no es conforme^conel principio de proporcio
nalidad. SLbién lá finalidad^puedeíser legítima^ joscierto es que no es idónea,
adecuada ni razonable, por lo que constituye uñasrestricción desproporcionada
yarbitraria1 al dereeho/dé.propiedad dedos trabajadores para percibir comple-,
tamente las utilidades alas que.; tienen derechos En jel Ecuador yá existió un
antecedente sobre la limitación de utilidades. En efecto, en el año 2000 la Ley
para la Promoción de la Inversión y la Participación Ciudadana, más conocida
como Trole II,.en suartículo 173 dispuso qué el límite de las utilidades tuviera
un tope de USD 4000. Tal norma legal fue declarada inconstitucional por el
entonces Tribunal Constitucional^ mediante resolución 193T2000-TP publi
cada en.el Registro,0ficial231,Suplémento del 26de diciembre del 2000. ív.
.•'..''•.'"'^•"¡tu^.-viL.»/-...??!.1;-) í ,rLEiiM¡.fH' '*•*:..'•> ¿t>
33. En virtud de lo expuesto, la norma legal impugnada viola directamente el
contenido de los artículos 328, 66 numeral 4 y 26 y 323 de la Constitución.
Adicionalmente,ai privárseles a los trabajadores: del derecho a seguir perci
biendo las utÜidadesxompletas, la norma legal/impugnada^ viola el principio
de intangibiíidad señalado en,eLartícuio326, numeral^, de la Constitución,
así como el artículo 1Lnumeral 4 de la Constitución que prohibe que, me-!
diante normas jurídicas^ sesrestrinjatel contenido délos derechos. El numeral
8 de éste artículo 11 es terminante en señalar que será inconstitucional cual
quier acción de carácter regresivo que menoscabe odisminuya el ejercicio dé
un derecho.;No hay duda que el límite impuesto por la norma legal impugnada
restringe derechos délos trabajadores, quienes ya no recibirán, por utilidades;
lo que venían recibiendo anualmente, ' V ^ ^,í !,<!,,;
IV.2. INCONSTITUCIONALIDAD POR LA FORMA.
IV.2.1FALTA DE UNIDAD DE LA MATERIA
•k •(.
34. La Constitución; en el artículo 136, establece que las leyes deberán referirse
a una sola materiá.'La Ley para laJusticia Laboral «e refiere a cuatro materias
diferentes. En efecto, la ley impugnada aborda materias del Código del Tra
bajo, de la Ley Orgánica del Servicio Público, de la Ley de Seguridad Social y
de la Ley Orgánica de Empresas Públicas. UA• - ! ; r
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35. Entre las
el mismo noilnbre
mismo tipo
social y regu
subyacente es
principios
ferentes y no
es parte deldferech
si bien tiene
no son idénticos
Social no son
Orgánicade
cuatro leyes existen diferencias porlamateriay, porello, notienen
ni los mismos principios rectores, como tampoco regulan el
relaciones jurídicas. El Código de Trabajo es parte del derecho
a las relaciones entre empleadores y trabajadores y el principio
el pro operario. La Ley Orgánica de Empresas Públicas contiene
distintos de los que trae el Código deTrabajó,5regula relaciones di-
es parte del derecho social. La Ley Orgánica de Servició Público
o administrativo. Por suparte, laLey de laSeguridad Social,
principios similares a los del derecho del trabajo, tales principios
. Las relaciones jurídicas reguladas por la Ley dela Seguridad
coincidentes con las previstas enelCódigo' deTrabajo^ en la Ley
Servicio Público y Ley Orgánica de Empresas Públicas.
ce
36. La ley i
LeyOrgánica
de Seguridad
artículo 136
mpugnada, al reformar indistintamente el Código de Trabajo/ la
deServicio Público, Ley Orgánica deEmpresas Públicas yla Ley
Social carece de unidad de la materia y, por lo tanto, viola el
de la Constitución.
IV.2:2 NOBMAS DE LA LEY APROBADAS SIN DOSDEBATES
37. Los artículos 63, 64 y 65 de la Ley parala JusticiaLaboral no fueron deba
tidos como d spone elartículo 137 de la Constitución, en dos debates.
38. El
Nacional con
formas al
ridad Social"
decir, fueron
Presidente de
proyecto de ley ingresó al trámite constitucional y legal en la Asamblea
un articulado dividido en dos capítulos: "Capítulo I de las Re-
p delTrabajo" y "Capítulo II de la Reforma a la Ley de Segu-
Finalmente el proyecto fue aprobado con cinco capítulos, es
agregados trescapítulosadicionales en el proyecto enviado por el
la República. í ,>, •
Códig
39.
oficialista,
la sesión el
artículos i
Aprovechando el informe para segundo debate presentado por la mayoría
contenía tan sólo tres capítulos, durante el debate realizado en
14 de abril del 2015, se incorporaron modificaciones a los
mpugnados, sinque selos hayasugerido formalmente en el Plenodé
que
martes
c^^'
/K-
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laAsamblea;;Nacional ni la asambleísta ponente los hayaincorporado debida
mente, como lpdispone el artículo 61 de la LOFL.uSe los introdujo a última
hora en la interyención previa a lavotación del proyecto deley, sin que el resto
de asambleístas haya tenido la-oportuhidad de debatirlos: i
40.Tampoco eltrámitedelos artículos impugnados se ajustó alprocedimiento
establecido:enda Ley Orgánicadela FunciónLegislativai.en particular,-en los
artículos^, ;61 inciso primero y 28. - ^ •m í: ;. ut í h •'-* . ;;>;•
41¿.Para la^asarnbleísta Cristina Reyes Hidalgo, miembro de la Comisión de
los Derechos de los-Trabajadores de la Asamblea¿Nacional, se inobservaron
procedimientos ;en la Comisión dejosDerechos delos Trabajadores y lá6egú-
ridad Social cuando fue convocada paradebatir elproyecto deJusticia Laboral
y Reconocimiento del Trabajo del Hogar, en las sesiones ordinarias los días 4
defebrero de 2015 (Sesión No. 89); 18 y 25 de marzo (sesiones Nos. 90y 91,;
respectivamente); 1, 8 y 9 de abril dé 2015 .(sesiones 93, 94.y 95, respectiva
mente). ...,; ^¿¿¡--tí- ' >' i ' '• < -•-.-• v.
42. En éfecto,véñ lacesión 95* constó cómo cuarto punto del orden'dél'día:
"Conocimiento. Discusión y aprobación del Informe para Segundo debate del
Proyecto de Ley Orgánica de Justicia laboral y5 Reconocimiento* del Trabajo,
del Hogar," inobservándose lo dispuesto en él artículo 28, numeral 3 de laLey
Orgánica de la Función Legislativa, que dice:
-.*. ,/. • "Art.¡28.- Funciones de las Secretariasty Secretarios Relatores dé
' ,¡ o Jas comisiones.especializadas.-las Secretarias ySecretarios tendrán
-i.-. v las, siguientes funciones: t ,>. ,/ *. -? ..• ^f ^ü.-.-"•- '' ;.•"••'•• ;--i
<•.>m.i -3.¿Entregaría las ylos asambleístas^para- suconocimiento y.revi
sión, por lo menos con veinticuatro horas de anticipación a la
sesión, el orden del día acompañado de la documentación corres-
:,;/; -f ppndiente sobre losfasuntos a tratarse;M/iís . u:,.. >-¿ c . ? ••-
i -; L •
43. Sibien la convocatoria fue recibida en ehcbrreó deila asambleísta Cristina;
Reyes Hidalgoeldía miércoles 8 de-abrilde,2015 alasa7:12, con elordendel
día para la sesión a realizarse el jueves/9 de abril de 2015, a las 17:30, en el
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FUT, sede social de la Cooperativa deViviendaIESS-FUT (Avda.
ra en la ciudad de Quito), el informe que se suponía iba a ser
del >atÍdo y aprobado, sele envió el propiodía jueves 9 de abril, a las
físicamente sé le entregó élrinforme impreso una vez que se instaló la
modoseaprobó el informe delacomisión parasegundo debate;
:e debate en la Asamblea se realizó con un informe viciado en su
Barrio IESS-
Ajaví y Huig
conocido,
1.6:29 y
sesión. De
por lo que es
tramitación;
este
44. Parala
quiera fue:
tiempo de
luego de lo
para segunde
cedimientó-
a. iambleísta Reyes, en tal sesión de la Comisión el informe ñi si-
dudo lectura en su totalidad, pues, se dijo que "en homenaje al
los asistentes a la sesionase pase directo a leer las conclusiones",
cual se procedió a la votación que terminó por aprobarel informe
debate de la mayoría de la Comisión, pese a los reparos de pro-
aÜvertidos porla asambleísta. ' v> . * • ¡
45. El artículo
sus funciones
conformidad
Función Legi
en dos debat
inobservan
dad consti
Orgánicade*
lizary,de ser
ello, presentir
informe con
debidamente
la Función
informe inde
125 dela Constitución señala quelaAsamblea Nacional cumple
mediante comisiones especializadas permanentes y se regula, de
con él artículo 126dé la Constitución, por la LeyOrgánicade la
;islativa. Una de las funciones dela Asamblea esla de aprobar leyes,
es, sobre la base délos informes de las comisiones. Cuando se
p *ocedimientos legislativos en las comisiones se afecta la rigurosi-
tucioñal delos dos debátes^parlamentarios. El artículo 61de la Ley
a FunciónLegislativa lé obliga a la comisión especializada a ana-
elcaso, a recoger las observaciones respectivas y, sobre la base de
el informe para segundo debate. Al no haberse distribuido el
la anticipación exigida por la ley, la Comisión no pudo cumplir
laobligación que le impone él artículo 61 de la Ley Orgánica de
igislátivá y¿ ens consecuencia, el segundó débate se realizó con üri
bidamente tramitado. ».
institucionales, por violar el artículo 137 de la Constitución, las
ts impugnadas, con las modificaciones incorporadas, en el texto
sugeridas enelPleno nioficializadas porlaasambleísta ponente-
la tramitación del informe de la Comisión. Jf^7 -
46. Son ino
normas legal
final -pero
y los vicios
no
en
V
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IV.3. CONTENIDOPELAS DISPOSICIONES CONSTITUCIONA
LES INFRINGIDAS >. . vi^e; • ,4/.- ,o( , -x , ,,
47. Según lo expuesto, las disposiciones constitucionales infringidas por la Ley
para la Justicia Laboral, impugnadas por inconstitucionalidad de forma y de
fondoi.se encuentran enlos siguientes artículos dela Constitución: artículo,! 1
numerales 4 y, 8; artículo 34; artículo 66 numerales 2^4 y 26; artículo 136;
artículo 137; artículo 323; artículo 326 numeral 2; artículo 328; artículo 368;
y, artículo 37L-:^ •> „• , -;i(t .,.->- >.;.< ,*,•,.• -.!- >**•{ • i* •... t, k.-.-^-^h
IV.4 NORMAS CONSTITUCIONALES Y¡ LEGALES SOBRE DE
MANDA DE INCONSTITUCIONALIDAD DE LEY.
-u
48. La-presente demandade inconstitucionalidadsefundamenta enlos artícu
los 424, 436 numerales 2 y, 3, y439 de la Constitución dé la República; y en
los artículos:74í 7,5 letra c); 76 numerales 6y7; 77; 78;,79; 113;.114; 117y
118de la Ley.Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucio
nal, así como en el Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia
de la Corte; Constitucional, publicado en el Registro Oficial No. 127, del 10
de febrero de201-0, reformado mediante Resolución de la GCNo. 002-2013-
CC, publicada en el Registro Oficial No. 938, Suplemento, dé 22 de abrilde
2013. - - •> ., • -, ;< ;' .•<;-* \ ?': > ,; i.-,* .'í.-*1 •'.:-. - -V-
V. MEDIDAS CAUTELARES:, SUSPENSIÓN PROVISIONAL
DE LAS DISPOSICIONES DEMANDADAS POR RAZONES DE
FONDO YDE FORMA , r l
49. Conforme lo establecen el artículo 79'numeral 6 de la LOGJCCy él ar
tículo 3 ñüm'erály del Reglamento dé Sustanciación-dé Procesos de Compe
tencia dé la Corte Constitucional, solicitamos la suspensión provisional de las
disposiciones demandadas cómo inconstitucionales porel fondo v forma, düe
ry v
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se encuentran
manda.
debidamente señaladas en los apartados 111:1 y IIL2 de esta dé-
50. Luego de
suspensión al
cional para que
fondo y de forma
ordenada la suspensión, se servirán, señores jueces, notificar tal
Presidente de la República y a la Presidenta de la,Asamblea Na-
se abstengan de aplicar las normas impugnadas por razones de
52. Con los
el fondo y la
Parala Justicia
en el Tercer
así como el
ustedes,
expresament
lo dispone
la LOGJCC
51. De acuerdo con lo establecido en los artículos 28 y 33 de la LOGJCC, las
medidas cautelares solicitadas serán ordenadas inmediatamente. Su vigencia se
mantendrá h|asta que se resuelva la presente demanda de inconstitucionalidad.
VI. PRETCNSIÓN
antecedentes expuestos, demandamos la inconstitucionalidad por
forma délos artículos 15, 63, 64, 65 y 68.1 de la Ley Orgánica
Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, publicada
Suplemento del Registro Oficial No. 483 de,20 de abril de 2015,
nombre y la Ley porfalta de unidad delamateria, sin perjuicio que
Jueces, determinen en sentencia otras normas no impugnadas
en esta demanda que también sean inconstitucionales conforme
artículos 436 numeral 3 de la Constitución y 76 numeral 9 de
sene res
les
VIL AUDIENCIA
53. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 87 de la LOGJCC, solici-
los en audiencia pública.tamos ser oíd
VIII. CASILLERO CONSTITUCIONAL Y NOTIFICACIONES
54. Las notificaciones que nos correspondan las recibiremos en el casillero
constitucior al No. 224 y en los siguientes correos electrónicos:
etc@ttclaw, ec iftorrest@gmaii.com cristinareyeshid@gmail.com ,^-,
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55. Autorizamos al'abogado Esteban Torres Cobo, profesional en libre ejerci
cio, para que patrocine esta demanda con las más amplias facultades. , r-. ¡
DC PRUEBAS
56. De conformidad con el artículo 62 del Reglamento de Sustanciacióñ de
Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, al disponer la práctica
dé pruebas, se servirán requerir délas ^instanciaspúblicas<pertinentes los si
guientes documentos, debidamente certificados: •;»-• -¿tw. ,v >. :
De la Secretaría General de la Asamblea Nacional: Í^Oí: -f ¿ * v
^'i ,-í
Copia deLPROYEGTO DE LEY PARA LA JUSTICIA^ LABO
RAL Y RECONOCIMIENTO-DEL TRABAJO EN EL .HO,
GAR>rdé iniciativa del Presidente déla .República, presentado
, ,ante laAsamblea Nacional en El 17de noviembre de 2014, me-
. diante Oficio No. T. 6343-SGJrl4-849, de 15 de noviembre de
2014 e ingresado con número de trámite.195798. ; ,
Copias certificadas de los informes de primer y segundo debate
presentados por la mayoría de la Comisión Especializada Perma
nente de Derechos Laborales y la Seguridad'Sócial.". *il ./" ¿, <V
: Convocatorias a la sesión de la Comisión de los Derechos de los
trabajadores yla Seguridad Social Se deberá incluir copia del acta
y la grabación de la sesión 95, en la que se trató como cuarto
,punto del orden del día: "Conocimiento. Discusión y•aprobación
del Informe para Segundo debate del Proyecto de Ley de Justicia
laboral y, Reconocimiento delTrabajo del Hogar", efectuada, el
jueves 9 de abril de 2015, a las 17:30, en el Barrio IESS-FUT,
sede socialde la Cooperativa de Vivienda»IESS-FUT (Avda> Ajaví
y Huigraen la ciudadde Quito), u/"
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Del Consejo Directivo del IESS:
Oficio No. 11000000.117.CD TR295,de 4 de febrero de 2009,
por medio del cual el entonces Presidente del Consejo Directivo
del IESS, remitió al Presidente de la República, economista Ra
fael Correa Delgado, el PROYECTO DE REGLAMENTO DE
LA LEYDE SEGURIDAD SOCIAL.
Compromisos de Convenios de Pago de 29 de mayo de 2008,
suscrito por los señores economistas Fausto Ortiz de la Cadena,
en su calidad de Ministro de Finanzas del Ecuador ypor el Doc
tor Fernando Carpió Sacoto, en su calidad de Director General
(E) del IESS.
Convenio de Pago de 16 de julio de 2010, suscrito por los señores
economista Patricio Rivera Yáñez, Ministro de Finanzas del Ecua
dor y por el economista Fernando Guijarro Cabezas, Director
General del IESS.
Convenio de Pago de 26 de abril de 2013, suscrito por los señores
economista Patricio Rivera Yáñez, Ministró de Finanzas del Ecua
dor y por él economista'Fernando Guijarro Cabezas, Director
General del IESS, Convenio firmado como testigo de Honor por
parte del Economista Ramiro González Jaramillo, Presidente del
Consejo Directivo del IESS.
Oficio No. IESS-DG-2015-0158-OF, de 9 de marzo de 2015,
firmado electrónicamente por el economista José Antonio Martí
nez Dobronsky, Director General del IESS, dirigido «al econo
mista Fausto Herrera Nicolalde, Ministro de Finanzas. yf*
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Balance Consolidado del IESS, cortado adiciembre de 2013, del
que se desprende el monto de la deuda contabilizada del Estado
con elIESS. (í^:¿! f,^ , :•>-.^"'-*•»••* ^ * -
Informe Consolidado de Seguro de Invalidez, Vejez yMuerte,
Seguro General de Salud Individual,y Familiar*.Seguro General
de Riesgos del Trabajo, Seguro Social Campesino, Tablas Biomé-
tricas, elaborado por la Compañía ACTUARÍA, para la Consul-
toríá Actuarial para la Revisión yAprobación de los balances ac-
tuariales del IESS, adiciembre de 2010, presentado con fecha 28
de marzo de 2013.
--<>•-- -f •'• <-: - ", -' ., -f :< <,, - •
... . -{ ,_
Gopias certificadas de estudios actuariales independientes contra
tados por él IESS que hayan servido paralaaprobación de la Ley
materia detesta demanda* conforme lo señala el artículo 15 de la
Ley deSeguridad Social. ,- t¡ i ,
De la Contraloría General del Estado:,
Copia certificada del informe del examen especial practicado "A
-LADEUDA DEL ESTADO ECUATORIANO CON EL INS
TITUTO ECUATORIANO DE -SEGURIDAD SOCIAL
*.<,, (IESS), DE LOS AÑOS 2008, 2009 y2010,.." por la Dirección
*- : de.Auditoría de Desarrollo Seccional y Seguridad Social de la
»< Contraloría General del Estado (DA4-0007^2012),
X. DOCUMENTOS ADJUNTOS
ti1: tí.
57. Copia de las cédulasde ciudadanía ypapeletade vótaciónde los legitima
dos activos.s
>K .... • -, .:>,,. ,,,.M_.
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58. Copia de
elección
documento otorgado por el Consejo Nacional Electoral sobre la
Asambleísta de la República
¿"^
como
Firmamos ce njuntamente con nuestro abogado.
(s Henry Edi
C.C. No. 0908
Moisés
C.C.
www.ttclaw.ee
Taeíle Galárraga
>. 0902299718
María Cristina Kronfle Gómez
>. 0913139028
f-SOPÍt
pia Lowbeyda
No.0200001493
oayza
Ab. Esteban Torres Cobo
Mat. 17-2013-202
mato Teriii Salcedo
C.C. No. 1201188768
CORTE CONSTITUCIONAL
SECRETARIA GENERAL
Recibido el día de hoy .__Jt>/¿>&- ?9iP.f...
.tú )f?..r^Jf.... Alas._ /AM^-
DOCUMENTOLOGÍA
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ACCIÓN DE INCOSNTITUCIONALIDAD 0035-15-IN 
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¡PARLAMENTO
LABORAL
ECUATORIANO CEDOOCIAT-CSE -CTSPE -CETOSS
SEÑORES JUECES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR.
EDISON FERNANDO IBARRA SERRANO, ecuatoriano, mayor de edad, divorciado,
empleado en el sector privado; MARCELO SOLORZANO AVILES, ecuatoriano, mayor
de edad, casado, empleado en el sector público; JAIME ARCINIEGA AGUIRRE
ecuatoriano, mayor de edad, casado, empleado en el sector privado; y, ROSA
ANGÉLICA ARGUDO CORONEL, ecuatoriana, mayor de edad, casada, empleada en
el sector público; por nuestros propios derechos, de conformidad con lo dispuesto en
los artículos 436 y439 de la Constitución de la República del Ecuador, en concordancia
con lo señalado en el artículo 74, 75.1 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales
y Control Constitucional, ante ustedes, de manera respetuosa comparecemos para
presentar la siguiente DEMANDA DE INCONSTITUCIONALIDAD PARCIAL en contra
de varios artículos de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral yReconocimiento del
Trabajo en el Hogar que fuera publicada en el Registro Oficial Tercero Suplemento K
483 del lunes 20 de abril del 2015.
1.- DESIGNACIÓN DE AUTORIDAD ANTE QUIEN SE PROPONE
Por ser la Corte Constitucional el máximo Órgano de Control, Interpretación y de
Administración de Justicia Constitucional, conforme lo dispone el artículo 429 de la
Constitución de la República, acudimos ante ustedes señores jueces de la Corte
Constitucional, en virtud de la competencia que tienen para conocer y resolver la
presente demanda de inconstitucionalidad de los actos normativos de carácter general
emitidos por Órganos Autoridades del Estado, conforme consta estipulado en el artículo
436, número 2 de la Constitución.
2. LEGITIMACIÓN ACTIVA __
Conforme lo disponen los artículos 439 de la Constitución y77 y98 de la LOGJCC,
estamos legitimados para presentar esta acción pública de inconstitucionalidad, por
nuestros propios derechos, individualmente, como ciudadanos ecuatorianos y en
representación de las Centrales Sindicales; Central Ecuatoriana de Organizaciones
Av. República de El Salvador eIrlanda -Edificio Rosanía -N» 34-399 -SI - Ofc. CEDOC-CLAT
Telf. 022437478 -022435102 Email: parlaboralec@gmail.com
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^^^gáttas, CEDOC-CLAT; Confederación de Trabajadores del Sector Público del
E^ador, CTSPE; Confederación Sindical del Ecuador, CSE; y, Confederación
Ecuatoriana de Trabajadores yOrganizaciones de la Seguridad Social, CETOSS.
3.- DENOMINACIÓN DEL ÓRGANO EMISOR DE LA DISPOSICIÓN JURÍDICA
OBJETO DEL PROCESO
El Órgano emisor de la disposición legal cuya inconstitucionalidad demandamos es la
Asamblea Nacional y se encuentra contenida en la Ley Orgánicapara la Justicia
Laboral yReconocimiento del Trabajo en el Hogar que fuera sancionada por el señor
Presidente de la República ypublicada en el Registro Oficial Tercer Suplemento N° 483
del lunes 20 de abril del 2015.
En tal virtud señores Jueces Constitucionales, posterior a ser admitida a trámite la
demanda de inconstitucionalidad que proponemos, deberá correrse traslado con el
correspondiente auto de admisión a la señora Gabriela Rivadeneira Burbano, en su
calidad de Presidenta de laAsamblea Nacional.
De la misma manera en su calidad de colegislador, solicitamos se cuente con el señor
economista Rafael Correa Delgado, Presidente de la República del Ecuador yal señor
doctor Diego García Carrión, Procurador General del Estado.
En el caso de la señora Presidenta de la Asamblea Nacional, se le remitirá citación en
sus oficinas ubicadas en el edificio de la Asamblea Nacional, en la Avenida 6 de
Diciembre y Piedrahíta de la ciudad de Quito.
En el caso del señor Presidente de la República, se le citará en sus oficinas ubicadas
en el Palacio de Carondelet, en la calle García Moreno N10-43 entre Chile yEspejo, de
la ciudad de Quito.
Av República de El Salvador eIrlanda -Edificio Rosanía -H» 34-399 -SI - Ofc. CEDOC-CLAT
Telf. 022437478 - 022435102 Email: parlaboralec@gmad.com
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or Procurador General del Estado, se le citará en sus oficinas ubicadas en el
edificio de la Procuraduría General del Estado, ubicado en la calle Gral. Robles 731 y
Amazonas, entre 9 de Octubre yAmazonas, de la ciudad de Quito.
4.- INDICACIÓN DE LAS DISPOSICIONES ACUSADAS COMO
INCONSTITUCIONALES
Las normas legales cuyas inconstitucionalidades demandamos por razones de fondo
son los enunciados en los artículos 15, 63, 64, 65, 68.1, 69 y la Disposición General
Única, de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral yReconocimiento del Trabajo en el
Hogar, publicada en el Registro Oficial Tercer Suplemento N° 483 del lunes 20 de abril
del 2015, que señalan:
"Artículo 15,Acontinuación del artículo 97, agregúese el siguiente artículo:
"Art. 97.1.- Límite en la distribución de las utilidades.-Las utilidades distribuidas a las personas
trabajadoras conforme lo señalado en el articulo anterior, no podrán exceder de veinticuatro
Salarios Básicos Unificados del trabajador en general. En caso de que el valor de estas supere
el monto señalado, el excedente será entregado al régimen de prestaciones solidarias de la
Seguridad Social. La autoridad administrativa de trabajo competente emitirá los acuerdos
ministeriales necesarios para la debida aplicación de lo señalado en este artículo.""
"Artículo 63, En el primer inciso del artículo 129 de la Ley Orgánica del Servicio Público, a
continuación de las palabras "del trabajador privado en total" incorpórese las palabras "a partir del año
2015, de conformidad con el salario básico unificado vigente al 1de enero del 2015".
"Art. 65.- En el artículo 23 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas, acontinuación de la frase "y
hasta un máximo de 210 salarios mínimos básicos unificados del trabajador privado.", sustituyase el
punto final por como (,) yagregúese lo siguiente:"
"a partir del año 2015, de conformidad con el salario básico unificado vigente al 1de enero del
2015."".
Art. 64, En el segundo inciso del articulo 8del Mandato Constituyente número Dos acontinuación de
las palabras "será de" incorpórese las palabras "hasta".
"Artículo 68.1.- Sustituyase eltexto del artículo 237 por el siguiente:
"Art. 237, Financiamiento, El Estado ecuatoriano reconoce el derecho ala seguridad social de
todas las personas, independientemente de su situación laboral.
Av República de El Salvador eIrlanda -Edificio Rosanía -N° 34-399 -SI - Ofc. CEDOC-CLAT
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El Estado Central será responsable subsidiario y garantizará el pago de las pensiones del
:^ Sistema de Seguridad Social únicamente cuando el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social
no cuente con los recursos económicos para cubrir las obligaciones en curso de pago del
Seguro General Obligatorio ydel régimen especial del Seguro Social Campesino.
En este caso, se deberá incorporar en el Presupuesto General del Estado ios recursos
respectivos, aún sobre otros gastos."".
"Artículo 69, Sustituyase el texto del artículo 234 por elsiguiente:
"Art. 234, Mínimo de pensiones y su revalorización.- Las pensiones del Sistema de
Seguridad Social se incrementarán al inicio de cada año en la misma proporción que la
inflación promedio anual del año anterior, establecida por la entidad encargada de las
estadísticas nacionales, incluidas las pensiones mínimas ymáximas.
Las pensiones mínimas de invalidez, de vejez, de incapacidad permanente total oabsoluta de
riesgos del trabajo, se establecerán de acuerdo al tiempo aportado, en proporción del salario
básico unificado, de acuerdo a la siguiente tabla:
TIEMPO APORTADO
EN AÑOS
Hasta 10
11-20
21-30
31-35
36-39
40 v más
PENSIÓN NIINIMA
MENSUAL
En porcentaje dei salario
hánico uuunificado
50%
60%
70%
80%
90%
100%
La pensión mínima del grupo familiar de montepío será equivalente ai 50% dei salario básico
unificado.
La pensión mínima de las rentas permanentes parciales de riesgos del trabajo yde tas rentas
parciales del seguro general, será proporcional al 50% del salario básico unificado,
manteniendo la proporcionalidad de larenta inicial.
La falta de transferencia de los recursos para el pago de estas pensiones, será sancionada con
la destitución de la autoridad y de las servidoras y servidores públicos remisos de su
obligación.""
"DISPOSICIÓN GENERAL: Aefectos del cálculo de las indemnizaciones apartir del año 2015, previstas
en el artículo 8del Mandato constituyente No. 2yartículo 1del Mandato Constituyente No. 4, el monto
dei salario básico unificado del trabajador privado será el establecido al 1de enero del 2015".
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NDAW1ENTO DE LA DEMANDA DE INCONSTITUCIONALIDAD
5.1. FUNDAMENTOS DE HECHO
5.1.1.- EL ESTADO SOCIAL DE DERECHOS.
Es indudable que la Constitución de la República del Ecuador aprobada mediante
Referéndum por e, pueblo ecuatoriano en el mes de octubre del 2008, incluyó en el
artículo 1 todo el sustento doctrinario ylegal del ordenamiento jurídico del Estado, al
determinar en los "derechos", el sustento de todo el andamiaje constitucional, toda
vez que en ausencia de los mismos, no cabría entonces e, Estado Constitucional del
Ecuador De allí deviene que entre los principales objetivos ydeberes del Estado del
Ecuador opera el de garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los
derechos establecidos en la Constitución; así como también, establecer en el artículo
11, todos los -principios' constitucionales para el cumplimiento de los mismos.
En los aspectos relacionados al trabajo, seguro social yseguridad social, los artículos
33 34 325 326, 327, 328, 329, 330, 331, 332, 333, 367, 368, 369, 370, 371, 372, 373
y374 de la Constitución estipulan yprecisan las garantías yderechos que respecto de
los mismos puedan ejercer yacceder las personas titulares; lo cual se encuentra
reafirmado no solo en la misma Constitución sino en la Convención Americana de
Derechos Humanos conforme lo comprendido en el bloque de constituclonalidad de la
Ley suprema.
5.1.2.- RESTRICCIÓN YPROGRESIVIDAD DE DERECHOS
La Constitución de la República establece en el artículo 11, numera, 4, que ninguna
norma jurídica puede -restringir" e. "contenido" de los derechos establecidos en ,a
Constitución; e. mismo artículo en e, numera, 8, señala que e, contengo de los
derechos serán desarrollados de manera "progresiva" a través de la norma, ajurisprudencia ylas políticas públicas. En este sentido, desde e, punto de vis a
dogmático ninguna norma jurídica debe estar en contradicción con los postulados
constitucionales estipulados en los numerales 4y8de la Constitución de la Repubhca.
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Los artículos 15, 63, 64, 65, 68.1, 69 y la Disposición General Única de la Ley Orgánica
para la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar cuya
inconstitucionalidad demandamos, restringen el contenido de los derechos
consagrados en los artículos 33; 34; 66: 2 y 4; 82; 277:1; 326:2; 328; 367; 368; 369;
371; 372; 424 y no permiten su desarrollo progresivo, en tal virtud, los artículos
precisados de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en
el Hogar, viola lo dispuesto por la misma Constitución en el artículo 11 numerales 4 y 8.
En el caso del Artículo 15, que fija un límite de hasta veinticuatro Salarios Básicos
Unificados del trabajador en general, cabe recordar que La Constitución de la
República en su artículo 328, último inciso, claramente señala: Tas personas
trabajadoras tienen derecho a participar de las utilidades líquidas de las empresas, de
acuerdo con la ley. La ley fijará los límites de esa participación en las empresas de
explotación de recursos no renovables. (...)". De la simple lectura de la norma citada,
se puede colegir que el legislador constituyente, determinó como opción para
establecer límites solo en el caso de las empresas de explotación de recursos no
renovables, consecuentemente al haberse legislado de manera general para todos los
trabajadores del sector privado un límite al porcentaje que históricamente han venido
percibiendo y que constituye un derecho adquirido, La Asamblea Nacional se
extralimitó de la atribución concedida en la Carta Fundamental, afectado de esta
manera el derecho de la gran mayoría de trabajadores del sector privado y con ello
menoscabando derechos y aplicando una fórmula claramente regresiva lo que está
expresamente prohibido porel Texto Constitucional.
En el Articulo 63 de la Ley materia de la presente demanda, se produce un
congelamiento del monto de la unidad remunerativa con la cual se calcula el pago de
las bonificaciones por jubilación y retiros voluntarios de los servidores públicos, al
anclarlos por siempre al valor actual del Salario Unificado del trabajador del sector
privado, esto es del año 2015, lo cual sin duda alguna generará un perjuicio económico
ysocial a los servidores públicos que pretendan acogerse a este beneficio a partir del
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._ _j016, puesto que recibirán un monto que ni siquiera habrá recuperado su valor
adquisitivo afectado por la inflación anual yotros factores que se consideran a la hora
de fijar el salario básico unificado para los trabajadores en general.
En los artículos 64 y 65, por el cual se reforma el artículo 8 del Mandato Constituyente
número Dos, yartículo 23 de la Ley de Empresas Públicas,(vasado en el mandato 82),
figura jurídica en el caso de la primera, asumida por la Asamblea Constituyente para
generar disposiciones normativas con rango supra ley, y por el cual se creó una
bonificación para los trabajadores del sector público que se acogieran a la jubilación, al
retiro voluntario o que debieran ser indemnizados por cualquier causa, determinándose
como límite de 210 salarios básicos unificados, al incluirse la palabra "hasta", se abre la
posibilidad cierta de que ya no sean 210 salarios el moto máximo sino bien pudiera ser
mucho menor, tanto cuanto, la franja comprende desde cero hasta siete salarios
básicos unificados, lo que haría imposible para muchos trabajadores estatales alcanzar
el límite fijado por el Constituyente ycuyo objetivo fue racionalizar y homologar lo que
los trabajadores habían logrado para este concepto, en sus respectivos contratos
colectivos, y de esta manera evitar los excesos y supuestos abusos que dichos
instrumentos contractuales contenía. Consecuentemente, si ya el legislador de mayor
jerarquía constitucional estableció montos ylímites lo ahora aprobado, es un acto que
menoscaba los derechos ya reconocidos para estos casos, yobviamente está en clara
contradicción con el espíritu del legislador constituyente yde la Carta Fundamental.
En lo relacionado con el art. 68.1, por el cual se cambia el aporte obligatorio anual del
Estado, para el pago de pensiones y que de conformidad con la Ley de Seguridad
social correspondía al 40%, por una garantía subsidiaria, de cubrir lo que haga falta y
cuando haga falta, es inobjetablemente un acto legislativo inconstitucional, en razón
que la carta Fundamental, señala inequívocamente de un aporte anual, que no solo
deben constar en el Presupuesto General del Estado, sino que además deben ser
transferidos "oportunamente" , en consecuencia y con la racional inteligencia del
idioma castellano. Hay que entender que el texto constitucional, obliga a presupuestar
anualmente \j a transferir recursos, no a otorgar garantías, y esto es lógico si nos
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_ Irnos a lo que técnicamente significan los fondos previsionales como es el caso del
Fondo de Pensiones del IESS; otro elemento de inconstitucionalidad que se produce en
este caso, es el de discriminación en contra de un grupo constitucionalmente
reconocido como vulnerable y de atención especial y prioritaria, que son la gran
mayoría de los jubilados en su condición de personas de la tercera edad, frente a los
servidores de la Fuerza Pública, quienes se jubilan con muchos menos años de
servicio yaportes y reciben el aporte del Estado en el 60% de sus pensiones, acto
discriminatorio prohibido expresamente por la Constitución Art. 11 numeral 2.
La Disposición General Primera, incurre en los mismos vicios de inconstitucionalidad
señalados para los casos de los artículos 63,64 y65 de la ley materia de la presente
demanda.
5.1.3.- DERECHO ALA IGUALDAD YPROHIBICIÓN DE DISCRIMINACIÓN
La Constitución de la República del Ecuador en el artículo 11, numeral dos establece
una de las características más loables del "Estado Constitucional de Derechos", que
consiste en precisar la igualdad de todas las personas para el goce de los derechos,
enfatizando que la operatividad de la misma, nadie puede ser discriminado, ni de
manera personal ni colectiva, ni por alguna otra distinción ocondición socio económica,
sea temporalio permanente para la efectivizar esta igualdad.
En el artículo 66, numeral 4, la Constitución de la República se establece la igualdad
formal, material y no discriminación como un derecho de todos los ciudadanos.
Respecto de este tema, en un trabajo existente en la web, se manifiesta que la "La
igualdad es un principio que intenta colocar alas personas situadas en idéntica condición, en un
plano de equivalencia. Ello implica una conformidad o identidad por coincidencia de naturaleza,
circunstancias, calidad, cantidad o forma."
"¿A que conlleva el Principio de Igualdad?
i
Conlleva a lo siguiente:
a) ABSTENCIÓN de toda acción legislativa ojurisdiccional tendiente ala diferenciación arbitraria,
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b) EXISTENCIA DE UN DERECHO SUBJETIVO destinado aobtener un trato igual, en función
de hechos, situaciones yrelaciones homologas. El derecho a la igualdad funciona en la medida
en que se encuentra conectado con los restantes derechos, facultades y atribuciones
constitucionales y legales".
"¿Que busca regularla Igualdad?
La igualdad busca regular de manera uniforme, las situaciones similares; ergo consistente en la ausencia
de discriminación, privilegio, favor opreferencia de unos seres humanos sobre otros seres humanos."
"¿Cómo se constituye elprincipio de Igualdad?
Se constituye simultáneamente dela manera siguiente:
a) Como un límite para la actuación de los poderes públicos.
b) Como mecanismo de reacción frente al hipotético uso arbitrario del poder.
c) Comoluna expresión de demanda del actuar del Estado para removerlos obstáculos políticos,
sociales} económicos oculturales que restringen de hecho la igualdad de los hombres.
"¿Cómo seconcretiza en el plano formal el principio de igualdad?
Mediante el deber estatal de abstenerse en la generación legal de diferencias arbitrarias ocaprichosas.
"¿Cómo seconcretiza en el plano material el principio de igualdad?
Conlleva ala responsabilidad del cuerpo político de proveer tas óptimas condiciones para una simetría
de oportunidades para todos los seres humanos. Un ejemplo concreto de esta nueva dimensión del
contendió yalcances de la igualdad, lo encontramos en la constitución española de 1978. Así, mientras
el artículo 14 recoge el principio de igualdad en su concepto clásico de igualdad de trato en la ley yen su
aplicación (igualdad formal) proscribiendo toda forma de discriminación, simultáneamente en el ART. 9.2
se propicia avanzar hacia una igualdad material osustancial, cuando impone alos poderes públicos
la obligación de "promover condiciones para que la libertad i la igualdad del individuo y los
grupos en que se integra sean reales y efectivas"
"¿Cuando existe infracción del principio de igualdad?
Cuando en la formulación o interpretación -aplicación de la ley- se contempla en forma distinta
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_ nes hechos o acontecimientos que son idénticos. Ello a efectos de discriminar o segmentar
política, económica, social o culturalmente a algún o algunos seres humanos.
Elprincipio de igualdad veda consecuentemente una interpretación voluntarista o arbitraría de la
norma; así como una decisión rupturista irreflexiva e irrazonable del precedente judicial."
"¿Cuál es el ámbito de aplicación del principio de igualdad?
¡
Puede manifestarse en la esfera de los asuntos públicos o privados, desde tres perspectivas siguientes:
a) La Igualdad ante la Ley.- Hace referencia a que el legislador ordinario o el legislador
reglamentario están impedidos de configurar supuestos normativos, distintos para aquellas
personas que se encuentran en idéntica situación, circunstancia, status o rol ciudadano.
b) La igualdad de trato ante la Ley.- Eljuzgador u operador del derecho interprete y aplique la
leyde manera efectivamente semejante para todas aquellas personas que se encuentren en la
misma condición o circunstancia.
c) Igualdad en las relaciones socio-particulares- Supone el goce de los derechos
fundamentales de la persona no puede quedar enclaustrados en el ámbito de las relaciones
entre gobernantes y gobernados, sino que toda relación coexistencial debe asentarse sobre la
base de la vivificación del principio de igualdad.
Por ende, la autonomía de la voluntad de los particulares que reconoce y garantiza la
constitución, a de guardar correspondencia con dicha pauta basilar
"¿Cuándo nos encontramos ante una diferenciación o un trato desigual admisible
constitucionalmente y cuando por el contrario configura una situación discriminatoria?
El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha aportado en sus decisiones algunos criterios de particular
utilidad, así sostiene:
a) El Derecho a la igualdad de trato y la prohibición de toda forma de discriminación no debe
entenderse como una proscripción alestablecimiento dediferenciaciones de trato legitimas.
b) Una distinción resulta discriminatoria cuando carece de justificación objetiva y razonable. La
que detíe apreciarse y justificarse en relación con la finalidad y los efectos de la medida
examinada.
c) Esta Finalidad perseguida con el trato diferenciado no solo debe resultar legítima, sino que
10
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^SB debe respetar una razonable relación de proporcionalidad entre los medios empleados ylos fines
d) El derecho a la igualdad protege a todos aquellos que se encuentran en una situación
semejante o comparable, el trato distinto debe explicarse por la apreciación objetiva de
situacionesde hecho esencialmente diferentes.
La existencia de ciertas categorías de personas ogrupos que sufren limitaciones en algunos de
sus dereóhos, por relaciones de sujeción o condiciones específicas de vulnerabilidad, tornará
admisible^ el establecimiento de un trato diferente
(http//www.monoarafiasr,nm/trabains61/derecho-¡nua^^
Tenemos entonces que la disposición contenida en el artículo 68.1, de la Ley Orgánica
para la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, al contrariar el
derecho de igualdad material, formal y no discriminación, establecido dentro de los
derechos de libertad de las personas en el artículo 66 numeral 4de la Constitución de
la República al establecer mecanismo diferenciados de contribución de recursos de
estatales para ¡aportes previsionales agrupados en colectivos diversos.
5.1.4 PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD
La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales yControl Constitucional, establece en el
artículo 3, nurheral 2, dentro de los métodos reglas de interpretación constitucional, el
"Principio de Proporcionalidad" para poder ubicar el grado de restricción al
contenido de un derecho. La operatividad de este principio se produce cuando existe
contradicción entre principios onormas, yno es posible resolverlas mediante las reglas
de solución de antinomias. Para determinar aquello, debe verificarse que la medida
objeto de análisis proteja un fin constitucionalmente válido, que sea idónea, necesaria
para garantizarlo yque exista un debido equilibrio entre la protección yla restricción. El
objetivo de la| restricción regulatoria contenidas en los artículos 63, 65 yDisposición
General Única, de la Ley para la Justicia Laboral yReconocimiento del Trabajo en el
Hogar que se impugnan, al indexar a futuro el valor del Salario Básico Unificado
previsto en el presente, sin estipular fecha proyectada de culminación de la regulación,
resulta desproporcionado e irrazonable; situación que actúa en contraposición con los
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>ios de rio restricción y de progresividad de los derechos consagrados por los
numerales 4 y $ de la Constitución de la República.
5.1.5.- ATENTADO A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES
En apego de ló expuesto, para que una norma que regula derechos laborales, como los
artículos 15, 63, 65 y Disposición General Única de la Ley Orgánica para la Justicia
Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, objetos de la presente demanda de
inconstitucionalidad, no contravenga ni se oponga a los principios que se establecen
para la aplicación de los Derechos previstos en la misma Constitución, dicha norma
debe sujetarse principalmente a los principios de no restricción y de progresividad
establecidos en los numerales 4 y 8 del artículo 11 de la Constitución.
De igual manera, para que una norma que regula derechos de las personas
comprendidas o relacionadas a instituciones u organismos previsionales, como la
disposición contenida en los artículos 68.1, 69 de la Ley Orgánica para la Justicia
Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, objeto también de la presente
demanda de inconstitucionalidad, no contravenga ni se oponga al derecho de igualdad
material, formal y no discriminación previsto en la Constitución, dicha norma, debe
sujetarse a lo previsto en el artículo 66, numeral 4, de la Carta Manga del Estado.
5.1.6.- DISPOSICIONES CONSTITUCIONALES INFRINGIDAS
Las disposiciones constitucionales infringidas por los artículos de la Ley Orgánica de
Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, impugnados por
inconstitucionalidad de fondo, se los determina en los articulados siguientes de la
Constitución: 11:2,4 y 8; 33; 34; 66: 2 y 4; 82; 277:1; 326:2; 328; 367; 368; 369; 371;
372; 424.
i
Art. 71.-EI ejercicio de losderechos se regirá por lossiguientes principios:
2. Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y
oportunidades. Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento,
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edad, sexo, identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión,
ideología, filiación política, pasado judicial, condición socio-económica, condición
migratoria, orientación sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad, diferencia
física; ni por cualquier otra distinción, personal o colectiva, temporal o permanente, que
tenga porobjeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de
los derechos. La ley sancionará toda forma de discriminación. El Estado adoptará
medidas de acción afirmativa que promuevanla igualdadreal en favorde los titulares de
derechos que se encuentren en situación de desigualdad.
4. Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni de las
garantías constitucionales.
8. El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través de las
normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado generará y garantizará las
condiciones necesarias para su pleno reconocimiento y ejercicio. Será inconstitucional
cualquier acción u omisión de carácter regresivo que disminuya, menoscabe o anule
injustificadamente el ejercicio de los derechos.
Art. 33.- El trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho económico, fuente de
realización personal y base dela economía. El Estado garantizará a laspersonas trabajadoras el
pleno respeto a su dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el
desempeño de un trabajo saludable y libremente escogidoo aceptado.
Art. 34.- El derecho a la seguridad social es un derecho irrenunciable de todas las personas, y
seré deber y responsabilidad primordial del Estado. La seguridad social se regirá por los
principios de solidaridad, obligatoriedad, universalidad, equidad, eficiencia, subsidiaridad,
suficiencia, transparencia y participación, para la atención de las necesidades individuales y
colectivas. El Estado garantizará y hará efectivo el ejercicio pleno del derecho a la seguridad
sociai, que incluye a las personas que realizan trabajo no remunerado en los hogares,
actividades para el auto sustento en el campo, toda forma de trabajo autónomo y a quienes se
encuentran en situación de desempleo.
Art. 66.- Se reconoce y garantizará a las personas:
4. Derecho a la igualdad formal, igualdad material y no discriminación.
Art. 82.-Elderecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la
existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades
competentes.
Art. 277.- Para la consecución del buen vivir, serán deberes generales del Estado:
1. Garantizarlos derechos de las personas, las colectividades y la naturaleza.
Art. 326.- Elderechoal trabajo se sustenta en los siguientesprincipios:
2. Los derechos laborales son irrenunciables e intangibles. Será nula toda estipulación
en contrario.
Art. 328.- La remuneración será justa, con un salario digno que cubra al menos las necesidades
básicas de la persona trabajadora, así como las de su familia; será inembargable, salvo para el
pago dé pensiones por alimentos. El Estado fijará y revisará anualmente el salario básico
establecido en la ley, de aplicación general y obligatoria. El pago de remuneraciones se dará en
los plazos convenidos y no podrá ser disminuido ni descontado, salvo con autorización expresa
de la persona trabajadora y de acuerdo con la ley. Lo que elempleador deba a las trabajadoras y
trabajadores, por cualquier concepto, constituye crédito privilegiado de primera clase, con
preferencia aun a los hipotecarios. Para el pago de indemnizaciones, la remuneración
13
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comprende todo lo que perciba la persona trabajadora en dinero, en servicios o en especies,
inclusive lo que reciba por los trabajos extraordinarios y suplementarios, a destajo, comisiones,
participación en beneficios o cualquier otra retribución que tenga carácter normal. Se
exceptuarán el porcentaje legal de utilidades, los viáticos o subsidios ocasionales y las
remuneraciones adicionales. Las personas trabajadoras del sector privado tienen derecho a
participar de las utilidades liquidas de las empresas, de acuerdo con la ley. La ley fijará los
límites de esa participación en las empresas de explotación de recursos no renovables. En las
empresas en las cuales el Estado tenga participación mayoritaria, no habrá pago de utilidades.
Todo fraude o falsedad en la declaración de utilidades que perjudique este derecho se
sancionará por la ley.
Art. 367.- El sistema de seguridad social es público y universal, no podrá privatizarse y atenderá
las necesidades contingentes de la población. La protección de las contingencias se hará
efectiva a través del seguro universal obligatorioy de sus regímenes especiales. El sistema se
guiará por los principios del sistema nacional de inclusión y equidad social y por los de
obligatoriedad, suficiencia, integración, solidaridady subsidiaridad.
Art. 368.-. El sistema de seguridad social comprenderá las entidades públicas, normas, políticas,
recursos, servicios y prestaciones de seguridad social, y funcionará con base en criterios de
sostenibilidad, eficiencia, celeridad y transparencia. El Estado normará, regulará y controlará las
actividades relacionadas con la seguridad social.
Art. 369.r El seguro universal obligatorio cubrirá las contingencias de enfermedad, maternidad,
paternidad, riesgos de trabajo, cesantía, desempleo, vejez, invalidez, discapacidad, muerte y
aquellas que defina la ley. Las prestaciones de salud de las contingencias de enfermedad y
maternidad se brindarán a través de ia red pública integral de salud. El seguro universal
obligatorio se extenderá a toda la población urbana y rural, con independencia de su situación
laboral. Las prestaciones para las personas que realizan trabajo doméstico no remunerado y
tareas de cuidado se financiarán con aportes y contribuciones del Estado. La ley definirá el
mecanismo correspondiente. La creación de nuevas prestaciones estará debidamente
financiada.
Art. 371.- Las prestaciones de la seguridad social se financiarán con el aporte de las personas
aseguradas en relación de dependencia y de sus empleadoras o empleadores; con los aportes
de las personas independientes aseguradas; con los aportes voluntarios de las ecuatorianas y
ecuatorianos domiciliados en el exterior; y con los aportes y contribuciones del Estado. Los
recursos] dei Estado destinados para el seguro universal obligatorio constarán cada año en el
Presupuesto General del Estado y serán transferidos de forma oportuna. Las prestaciones en
dinero del seguro social no serán susceptibles de cesión, embargo o retención, salvo los casos
de alimentos debidos porley o de obligaciones contraídas a favor de la institución aseguradora, y
estarán exentas del pago de impuestos.
Art. 372.- Los fondos y reservas del seguro universal obligatorio serán propios y distintos de los
del fisco, y servirán para cumplir de forma adecuada los fines de su creación y sus funciones.
Ninguna \ institución del Estado podrá intervenir o disponer de sus fondos y reservas, ni
menoscabar su patrimonio. Los fondos provisionales públicos y sus inversiones se canalizarán a
través dé una institución financiera de propiedad del instituto Ecuatoriano de Seguridad Social;
su gestión se sujetará a losprincipios de seguridad, solvencia, eficiencia, rentabilidad y alcontrol
del órgano competente.
Art. 424.- La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquier otra del
ordenamiento jurídico. Las normas y los actos delpoder público deberán mantener conformidad
con las ¡disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán de eficacia jurídica. La
Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados porel Estado que
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^*==--= reconozcan derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, prevalecerán sobre
--^^7 cualquier otra norma jurídica o acto del poder público.
5.1.7.- CONTROL DE CONVENCIONALIDAD.
El artículo 7 dé la Convención Americana de Derechos Humanos, establece que todos
son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley.
Precisa además, que todos tienen derecho a igual protección contra toda
discriminación: que infrinja a la Declaración de Derechos Humanos.
Por su parte, él artículo 424 de la Constitución de la República del Ecuador, establece
que las normas y actos del poder público deberán mantener conformidad con las
disposiciones constitucionales y determina la prevalencia de los tratados
internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado ecuatoriano que
reconozcan derechos más favorables que los establecidos en la Constitución.
En este contexto, a la Corte Constitucional le corresponderá precisar la verificación de
la consistencia de los artículos impugnados, por el fondo, de la Ley Orgánica para la
Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, en virtud del derecho de
igualdad material, formal y no discriminación del artículo 7 de la Convención Americana
de Derechos Humanos.
5.2. FUNDAMENTOS DE DERECHOS
5.2.1.- DETERMINACIÓN DE NORMAS CONSTITUCIONALES Y LEGALES SOBRE
LA DEMADAjDE INCONSTITUCIONALIDAD
La Demanda de Inconstitucionalidad propuesta se la fundamenta en lo dispuesto por
los artículos 424, 436: 2 y 3; y, 439, de la Constitución de la República del Ecuador; en
los artículos 74, 75: 1: c, 76: 6 y 7, 77, 78, 79, 113, 114, 117 y 118, de la Ley Orgánica
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional; así como en lo dispuesto en el
Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional,
publicado en |el Registro Oficial 127, del 10 de febrero de 2010, reformado mediante
15
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íución dé la CC No. 002-2013-CC, publicada en el Registro Oficial No. 938,
Suplemento, de 22 de abril de 2013.
6- SUSPENSIÓN TEMPORAL DE DISPOSICIONES DEMANDADAS
En apego a lo señalado en el artículo 79, numeral 6 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional y artículo 3 del Reglamento de Sustanciación
de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, se solicita la suspensión
provisional de: las disposiciones demandadas como inconstitucionales por el fondo y
que se encuentran debidamente singularizadas, especificadas y resaltadas en el
Apartado III.2 de esta demanda.
Ordenada qué fuere la suspensión provisional de las normas demandadas, se servirán
notificar tal suspensión al señor Presidente de la República y a la señora Presidenta de
la Asamblea Nacional para que se abstengan de aplicar las normas impugnadas.
7. PRETENSIÓN
En virtud de lo expuesto, con los fundamentos de hecho y derecho, demandamos la
inconstitucionalidad por el fondo de los artículos 15, 63, 65, 68.1, 69 y la Disposición
General Única, de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento del
Trabajo en el |Hogar, publicada en el Registro Oficial Tercer Suplemento N° 483 del
lunes 20 de abril del 2015.
8. AUDIENCIA
En apego a lo señalado en el artículo 87 de la LOGJCC, solicitamos ser oído en
Audiencia Pública.
9. CASILLERO CONSTITUCIONAL Y NOTIFICACIONES
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aciones que correspondan en la presente demanda de inconstitucionalidad se las
recibirá en el casillero constitucional No. 335 y en correos electrónicos:
frdibarraserrano@gmail.com, ¡aime.arcinieqa@hotmail.com
confederaciontspe@gmail.com, argudo rosa@vahoo.es
Autorizamos al doctor José Alvarado, abogado en libre ejercicio, para que patrocine
esta demanda con las más amplias facultades.
10. DOCUMENTOS QUE SE ADJUNTAN
10.1.-Copia de la cédula de ciudadanía y papeleta de votación de los legitimados
activos.
10.2.-Copia del documento que garantizan las calidades de las centrales
sindicales que representamos
¡á/céíp/Solórzanoy
•residente de CTESPE
Dra.^G^rmátt&afLoor ATcívar
Abg. Mat. 17-2005-81
Jaime Arcíniegá Aguirre
Presidente de CSE
Rosa Argudo Coronel
Presidenta de CETOSS
CORTE CONSTITUCIONAL
SECRETARIA GENERAL
Recado ei día de hoy .j*rA¿f&?__?_?*_ P^r.
./M?_ J&JJ?.. Alas.. _//¿¿Z?: _ _
?m....(Sct ...I.}..C2^-
DOCUMENTOLOGÍA
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SEÑORASY SEÑORESJUEZAS Y JUECES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL.-
Pablo Serrano Cepeda C.C 180227695-4 , Edgar Sarango Correa C.C 170629523-3, Manuel
Mesías Tatamuez Moreno C.C. 040037353-6, JoséVillavicencio Cañar C.C 110389730-0 ,
en nuestras calidades de: Presidente la Confederación Ecuatoriana de Organizaciones
Sindicales Libres CEOSL y Presidente de turno del FUT, Presidente de la Confederación de
Trabajadores del Ecuador CTE, Presidente de la Confederación Ecuatoriana de
Organizaciones Clasista Unitaria de Trabajadores CEDOCUT, Presidente de la Unión
General deTrabajadores delEcuador UGTE, integrantes delFrente Unitario deTrabajadores
FUT; Jorge Herrera Morocho C.C 050172194-8, Presidente de la Confederación de
Nacionalidades Indígenas del Ecuador CONAIE; Rosana Palacios Barriga C.C 171034305-2
Presidenta de la Unión Nacional de Educadores UNE; Nelson Erazo Hidalgo C.C
170853162-7 Presidente del Frente Popular; Wilson Álvarez Bedon C.C 170636957-4,
Presidente de la Federación de Trabajadores Municipales y Provinciales FETMYP; César
Buelva C.C 170591438-8 Presidente de la Federación Única Nacional de Afiliados al
Seguro Social Campesino FEUNASSC; José Alomia Rodríguez C.C 040044012-9
Presidente del Colegio de Abogados de Pichincha y Oswaldo Emiro Pinela Paredes C.C
1200956199; Presidente de la Federación Nacional CUTAE, todos ecuatorianos y
ecuatoriana, mayores de edad, de estado civil casados, domiciliados en esta ciudad de Quito
salvo el último de los comparecientes en la ciudad de Milagro, por nuestros propios
derechos y porlos que representamos, ante ustedes comparecemos y deducimos la siguiente.
DEMANDA DE INCONSTITUCIONALIDAD:
LEGITIMACIÓN ACTIVA Y PROCURADOR COMÚN:
Conforme lo disponen los artículos 436, numeral 2, 439 de la Constitución y 77 y 98 de la
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, nos encontramos
legitimados para presentar esta acción pública de inconstitucionalidad, como ciudadanos
ecuatorianos y como representantes de las organizaciones antes mencionadas, sin que exista
prohibición constitucional o legal para hacerlo.
Para los efectos de este trámite de inconstitucionalidad, designamos como procurador
común, al primero de los comparecientes Pablo Serrano Cepeda, domiciliado en la ciudad de
Quitoen la oficina ubicada las calles TarquiN15 -26 y Estrada, edificioCEOSL, 6to piso.
AUTORIDADES DEMANDADAS.-
Las autoridades que aprobaron, sancionaron y expidieron las normas impugnadas son:
Gabriela Rivadeneira, en su calidad de Presidenta de la Asamblea Nacional, a quien se
citara con la demanda en el Palacio Legislativo, ubicado en la Av. 6 de Diciembre
Piedrahita, de esta ciudad de Quito; y, al Eco. Rafael Correa Delgado, en su calidad de
Presidente Constitucional de la República del Ecuador, a quien se le citara con la presente
demanda en el Palacio de Carondelet, ubicado en las calles García Moreno y Chile, de esta
ciudad de Quito.
DIRECCIÓN: TARQUI N15-26 Y ESTRADA, EDIFICIO CEOSL, 6TO. PISO
EB9AIL:ceosl@hoy.net/ presidenda@ceosl.net
TELEFONOS: 2500836/25225IX
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NORMAS IMPÜGNADAS.-
Las normas impugnadas por el fondo son: los artículos 15; 49. 3 y4; 59, 63;64; 65; 68.1 ;ys
69 de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar,
publicada enelRegistro Oficial No. 483, tercer suplemento, de fecha 20 de abril de 2015; y,
también por laforma, latotalidad delaLey y elArt. 69 delamencionada Ley.
NORMAS CONSTITUCIONALES Y CONVENCIONALES VIOLADAS:
Las normas constitucionales y convencionales violadas por los artículos antes indicados de
la mencionada Ley de Justicia Laboral, son:
a) Los artículos: 3. 1; 11.2, 11.4, 11.6 y 11.8; 34; 137; 326.2 y 7; 369; 371; 372; 373; 424;
425 y 426 de la Constitución de la República.
b) Los artículos: 16.1; 24; 26 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
c) Los artículos: 7; 22; 23.4 y 30 de la Declaración Universal de Derechos Humanos
d) Los convenios de la Organización Internacional del Trabajo 87 y 98, ratificados por el
Estado Ecuatoriano
FUNDAMENTACION JÜRIDICA.-
I. INCONSTITUCIONALIDAD DE FONDO.-
1. Límite a la distribución de utilidades de los trabajadores
El Art. 15 de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el
Hogar, que reforma el Art. 97 del Código de Trabajo, al establecer un límite a la distribución
de utilidades de veinticuatro SalariosBásicos Unificados del Trabajador disminuye el valor
que antes podían percibir los trabajadores como porcentaje del 15% en la participación de
las utilidades de una empresa, afectando a todas y todos los trabajadores que puedan
alcanzar ese beneficio y en el momento actual a más de 16.700 trabajadores, de diferentes
ramas de trabajo que hicieron llegar ante la Comisiónde los Derechosde los Trabajadores y
de la Seguridad Social de la Asamblea Nacional, su disconformidad frente a esta reforma
que vulnera el monto de sus derechos adquiridos.
Esta reforma viola los siguientes artículos de la Constitución de la República:
El Art. 11, numerales 4, 6 y 8 que disponen:
"Art 11.-El ejercicio de los derechosse regirápor los siguientesprincipios:
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4. Ninguna normajurídicapodrá restringir el contenido de los derechos nide las garantías
constitucionales.
6. Todos los principios y los derechos son inalienables, irrenuneiables, indivisibles,
interdependientes y de igualjerarquía.
8. El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través de las
normas, lajurisprudencia y las políticas públicas. El Estado generará y garantizará las
condiciones necesariasparasuplenoreconocimiento y ejercicio.
Será inconstitucional cualquier acción u omisión de carácter regresivo que disminuya,
menoscabe o anule injustificadamente el ejercicio de los derechos."
Asítambién el Art. 326, numeral 2 de la Constitución de laRepública que manifiesta:
"Art. 326.- El derecho al trabajo se sustenta en lossiguientesprincipios:
2.-Los derechos laborales son irrenuneiables e intangibles. Sera nula toda estipulación en
contrario."
Este artículo 15 de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo
en el Hogar que lo impugnamos de inconstitucional, reduce los derechos conquistados por
los trabajadores, en cuanto a su participación en el 15% de las utilidades de las empresas
para destinar su excedente a financiar una prestación social que debería ser asumida por el
Estado y afecta, a la vez, a los tratados internacionales de derechos humanos, como la
Convención Americana sobre Derechos Humanos en los artículos: 24, 26 y 29 y la
Declaración Universal de Derechos Humanos en sus artículos 7; 22; 23.4y 30, pues viola el
principio de progresividad de los derechos, que también está previsto en dichos
instrumentos.
2. Intervención en la organización sindical.
El Art.49, numerales 3 y 4,de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento del
Trabajoen el Hogar, dispone la forma de integrar las directivasdel Comité de Empresacon
trabajadores no afiliados al mismo y la segunda norma limita a quienes pueden participar en
la elección de dicha organización sindical, violando expresamente la autonomía sindical
reconocida en la Constitución vigente en su artículo 326.7, y los Convenios de la
Organización Internacional del Trabajo 87 y 98 de los que el Ecuador es signatario y en
especial los artículos 2 y 3 del Convenio 87 de la Organización internacional del Trabajo
que disponen:
"Art. 2.- Los trabajadores y tos empleadores, sin ninguna distinción y sin autorización
previa, tienen el derechos de constituir las organizaciones que estimen convenientes, así
como el de afiliarse a estas organizaciones, con la sola condición de observar los estatutos
de las mismas".
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"Art. 3.1. Las organizaciones de Trabajadores y de empleadores tienen el derecho de
redactar sus estatutos y reglamentos administrativos, el de elegir libremente sus
representantes, el de organizar su administración y sus actividades y el de formular su
programa de acción ".
"Art. 3.2. Las autoridades públicas deberán abstenerse de toda intervención que tienda a
limitar este derecho o a entorpecer su ejercicio legal".
La autonomía sindical prohibe expresamente al Estado y al Gobierno, mediante ley o por
disposiciones administrativas, intervenir en la organización, estructura y designación de los
dirigentes de las organizaciones laborales, que gozan de plena autonomía.
3. Violación a la Libertad de Contratación Colectiva
El artículo 59 dela Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en
el Hogar, incorpora varios párrafos de los Mandatos Constituyentes 2, 4 y 8 que de igual
manera violan las normas constitucionales antes indicadas pues constituyen una regresión en
los derechos de las y los trabajadores.
Estos párrafos también violan el Convenio 98 de la OIT, del que el Ecuador es signatario
puesto que vulnera la libertad de Contratación Colectiva que protege también a las y los
trabajadores del sector público y entidades del sector privado en las que, bajo cualquier
denominación, estructura jurídica, el Estado o sus instituciones tienen participación
accionaria y/o aportes directos o indirectos mayoritarios de recursos públicos.
4. Indemnización como incentivo para la jubilación.-
De igual forma los Arts. 63, 64 y 65 de la Ley de Justicia Laboral que reforman el Art. 129
de la Ley Orgánicadel Servicio Público, el MandatoConstituyente numero 2 y el Art. 23 de
la Ley Orgánica de Empresas Publicas, respectivamente, atenían contra el principio de
intangibilidad y progresividad de los derechos, establecidos en la Constitución y en los
Convenios, cuyas normas ya han sido indicadas, pues, en este caso congelan la
indemnización a la que tienen derecho los trabajadores públicos como incentivo para la
jubilación, andándola al salario básico unificado vigente al año 2015.
El artículo 64 modifica el cálculo de la indemnización para efectos de jubilación, supresión
de partidas y retiro voluntario debidamente programado, sustituyendo la palabra "será
por "hasta", lo que significa que las indemnizaciones no se calcularan tomando como bá
siete salarios básicos unificados del trabajador en general por cada año deservicio, sino por
un numero de salarios menor según la discrecionalidad de la entidad pública que vaya a
pagar la jubilación o indemnización, lo que implica una disminución de derechos en el
monto total de la indemnización.
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La Constitución de la República en suArt. 11 numeral 8 establece que cualquier acción u
omisión decarácter regresivo que disminuya, menoscabe o anule el ejercicio de los derechos
será nula y estas reformas lo son.
5. Incremento de pensiones jubilares en base a porcentaje determinado por la
inflación,eliminado la escala que establecía la ley.
En este mismo sentido, violando las normas invocadas de la Constitución vigente y de los
Convenios y Tratados Internacionales referidos, el Art. 69 de la Ley Orgánica para la
Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar que sustituye el Art. 234 de la
Ley de Seguridad Social, implica un retroceso y una disminución de derechos adquiridos,
pues se vuelve a calcular el incremento de las pensiones anuales, tomando como base el
porcentaje determinado por la inflación, dejando de lado la fórmula que se estableció en la
reforma legal adoptada por la Asamblea Nacional en el año 2010, que permitía un
incremento de las pensiones solidario y justo, en base a un coeficiente de crecimiento que
podía aplicarse de la siguiente forma:
Hasta 0.50 SBU, incremento de hasta el 16.16% de la pensión.
De 0.501 SBTJM -1 SBU, incremento de hasta el 12.41% de la pensión.
Del, 01 SBUM-1,50 SBU, incremento de hasta el 9.53% de la pensión.
De 1.501SBUM a 2SBU, incremento de hasta el 7.31% de la pensión.
De 2,01 SBUM a 2,50 SBU, incremento de hasta el 5.61% de la pensión
Y pensiones MAYORES A 2,501 SBU, incremento de pensión del 4.31%
6. Eliminación del 40% del aporte obligatorio anual del Estado para financiar las
pensiones jubilares.-
La consolidación del Estado constitucional de derechos y justicia radica en que el Estado
cumpla con uno de sus deberes primordiales establecido en el Art. 3, numeral 1 de la
Constitución de la República que señala:
*/.- Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en
la Constitución y en los instrumentos internacionales, enparticular la educación, la sal
la alimentación, la seguridad social v el aguapara sus habitantes. "
Sin embargo, el Art. 68.1 de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento del
Trabajo en el Hogar, que reforma el Art. 237 de la Ley de Seguridad Social al eliminar el
aporte fijo del Estado para financiar las prestaciones del Sistema de Seguridad Social,
atentando su sostenibilidad y de manera particular al Sistema de Pensiones. Esta eliminación
del 40% se produce sin estudios técnicos actuariales, es arbitraria y atenta al equilibrio
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Financiero del IESS a corto, mediano y largo plazo y por ende al efectivo goce de la
seguridad social de los ecuatorianos yecuatorianas, enespecial a las futuras generaciones.
La reforma del artículo 237 de la Ley de Seguridad Social, también está en franca
contradicción con lo establecido en el artículo 371 de la Constitución, que no habla de
"garantías" o promesas, sinomuyclaramente de aportes y contribuciones:
"Art. 371.- Las prestaciones de la seguridad social se financiarán con el aporte de las
personas aseguradas en relación de dependencia y desusempleadoras o empleadores; con
los aportes de laspersonas independientes aseguradas; con los aportes voluntarios de las
ecuatorianas y ecuatorianos domiciliados en el exterior; y con los aportes v contribuciones
del Estado,
Los recursos delEstado destinadospara el seguro universal obligatorio constarán cada año
en elPresupuesto General delEstadoy serán transferidos deforma oportuna.
Las prestaciones en dinero del seguro social no serán susceptibles de cesión, embargo o
retención, salvo los casos dealimentos debidospor leyo de obligaciones contraídas afavor
de la institución aseguradora, y estarán exentas del pago de impuestos." (Negrillas y
subrayado nospertenecen)
El aporte del Estado Ecuatoriano del 40% a las pensiones jubilares fue un logro adquirido,
quetiene susorígenes en la Ley 1174 del Seguro Social Obligatorio, de fecha 15 dejulio de
1942, fundamentado en el informe técnico actuarial de la OIT, por lo tanto su eliminación
representa una disminución de ese aporte fijo al fínanciamiento fiíturo de las pensiones y un
retroceso paralos trabajadores, pues una "garantía", que es lo queestablece el Art. 68.1 de la
Ley de Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, no genera una
obligación en firme de pago, sino que implica la disminución expresa de un ingreso
permanente previsto para la seguridad social.
Así mismo la reforma impugnada viola el primer inciso del artículo 372 de la Constitución
que dispone; "Los fondos y reservas del seguro universal obligatorio serán propios y
distintos de los delfisco, y servirán para cumplir de forma adecuada los fines de su
creación y susfunciones. Ninguna institución delEstado podrá intervenir o disponer de sus
fondos y reservas, ni menoscabar supatrimonio".
Al eliminar el 40% del aporte estatal, con la reforma legal que impugnamos, se está
vulnerando de manera directa la antes indicada norma constitucional, pues se está
interviniendo y disponiendo de los fondos y reservas del Seguro Social y se ^stá
menoscabando su autonomía, su patrimonio, sus objetivosy fines lo cual está expresan*
prohibido por la Constitución a toda institución del Estado, sea por vía administrativa
legislativa
Además, el referido Artículo 68.1 que reforma al artículo 237 de la Ley de Seguridad Social
va en contra de la noción de la dignidad humana, que reconoce el principio de igualdad, por
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Lo que no puede justificarse un tratamiento jurídico diferente oprivilegiado, tal como ocurre
entre laLey de Seguridad Social y las Leyes de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas
Y la Ley de Seguridad Social de la Policía Nacional, normas que mantienen el subsidio del
Estado, incluso en un nivel más alto que el 40% que ha sido derogado através de la Ley
Orgánica para la Justicia Laboral, pues la Constitución de la República en su Art. 11,
numeral 2 determina:
"Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirápor los siguientesprincipios:
2. Todas las persona son iguales y gozarán de los mismo derechos, deberes y
oportunidades.
Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo,
identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, filiación
política, pasado judicial, condición socio-económica, condición migratoria, orientación
sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad, diferencia física; nipor cualquier otra
distinción, personal o colectiva, temporal opermanente, que tenga por objeto o resultado
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio delosderechos. La ley sancionará
todaforma de discriminación.
ElEstado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real enfavor
de los titulares de derechos que se encuentren en situación dedesigualdad".
a. INCONSTITUCIONALIDAD DE FORMA.-
La Ley para la Justicia Laboral violenta el expreso mandato del artículo 136 de la
Constitución que dice "Los Proyectos deLey deberán referirse a una sola materia... ", esta
Leyreforma cuatro materias: el Código del Trabajo, la Ley Orgánica del Servicio Público, la
Ley de Empresas Publicas y la Ley de Seguridad Social por lo cual estaLey es totalmente
inconstitucional, pues se violó el trámite previsto por la Constitución para la aprobación de
leyes.
Seacentúa estainconstitucionalidad de forma en lasdisposiciones de la misma que reforman
el Mandato Constituyente 2 articulo 8 segundo inciso, que de acuerdo a la naturaleza del
mismo no puede ser reformado por unaLey Orgánica, ya que se viola la supremacía d^
Constitución establecida en el artículo 424.
También por la forma el artículo 69 de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y
Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, incurre en inconstitucionalidad ya que con dicho
artículo se procedió a reformar el Art. 234 de la Ley de Seguridad Social, sinque fuera
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Debatido sucontenido endos debates. Como lomanda la Constitución y la Ley Orgánica de
la Función Legislativa en el Pleno de la Asamblea Nacional.
La Constitución de la República, al normar el procedimiento legislativo, señala enel artículo
137, la exigencia de que todo proyecto de ley sea sometido a dos debates y lo mismo
dispone elArt. 61, inciso quinto, de laLey Orgánica de la Función Legislativa.
El Art. 69 de la Ley Orgánica para la JusticiaLaboral, JAMÁS fue discutido en dos debates
y ni siquiera planteado en el primero, sin embargo fue incluido en el articulado de la Ley;
por lo
Tanto, se violó el procedimiento parlamentario para la aprobación de Leyes, conforme lo
manda la Constitución.
PRETENSIÓN.-
Con los antecedentes y la fundamentación expuestos, demandamos la inconstitucionalidad
porel fondo de los artículos 15; 49.3 y 4; 59; 63; 64; 65; 68; 69 de la Ley Orgánica para la
Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, publicada en el Registro Oficial
No. 483, tercer suplemento, de 20 de abril de 2015; y además también por la forma la
totalidadde la Ley y el artículo 69 del mismo cuerpo legal, por lo que pedimosse declare la
invalidez de dichas normas.
AUDIENCIA, AUTORIZACIÓN Y NOTIFICACIONES.-
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 87 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional solicitamos ser escuchados en audiencia pública,
para ampliar la fundamentación de la presente demanda.
Las notificaciones que nos correspondan las recibiremos en la Casilla Constitucional No.
109y en los siguientes correoselectrónicos: ceosl@hov.net y granda(g),andinanetnet
Autorizamos alos doctores: Víctor Granda Aguilar, Joaquín Viteri Llanga y José Alomia
Rodríguez profesionales en libre ejercicio, para que patrocinen la presenta demanda con las
más amplias facultades para que defiendan nuestros derechos.
PRUEBAS.
De conformidad con el Art. 62 del Reglamento de Sustanciación de Procesos
Competencia de la Corte Constitucional, al disponer la práctica de pruebas, se servirán
requerir de la Secretaría General de la Asamblea Nacional los siguientes documentos,
debidamente certificados:
)
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Textos del proyecto original y de los informes para el primer y segundo debate y del
contenido definitivo de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y reconocimiento del
Trabajo en el Hogar.
DOCUMENTOS ADJUNTOS.-
- Copia de cédula de ciudadanía y papeleta devotación de los legitimados activos.
- Documentos que acreditan la representación que además ostentan los demandantes.
-34-
Fií .del tes: Frente Unitario de Trabajadores
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fyrMnK J1IE7AS YJUECES OF. I.A CORTE CONSTITUCIONAL
Ing Juan Carlos Oleas Casteló, de nacionalidad ecuatoriano, con cédula de
ciudadanía número 0602151532, de estado civil casado, domiciliado en esta
ciudad de Quito, de ocupación empleado privado, por mis propios derechos;
Franco Enrique Fernández Sánchez, de nacionalidad ecuatoriano, con cédula de
ciudadanía número 0704417260, de estado civil casado, domiciliado en esta
ciudad de Quito, de ocupación empleado privado, por mis propios derechos; Ing.
Carlos Eduardo Mora Cisneros, de nacionalidad ecuatoriano, con cédula de
ciudadanía número 0912076478, de estado civil casado, domiciliado en la ciudad
de Guayaquil, de ocupación empleado privado, por mis propios derechos; Ing.
Carlos Marcelo Silva Gavidia, de nacionalidad ecuatoriano, con cédula de
ciudadanía número 0915557664, de estado civil casado, domiciliado en la ciudad
de Guayaquil, de ocupación empleado privado, por mis propios derechos; Sylvia
del Rosario Cobos Proaño, de nacionalidad ecuatoriana, con cédula de ciudadanía
número 1708605595, de estado civil casada, domiciliada en esta ciudad de Quito,
de ocupación empleada privada, por mis propios derechos y Lcdo. Christian
Alejandro Jaramillo Pinto, de nacionalidad ecuatoriano, con cédula de ciudadanía
número 1711873578, de estado civil casado, domiciliado en esta ciudad de Quito,
de ocupación empleado privado, por mis propios derechos, de conformidad con el
derecho reconocido en el artículo 439 de la Constitución y de acuerdo con lo
dispuesto en los artículos 77 y98 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales
y Control Constitucional, comparecemos y presentamos acción pública de
inconstitucionalidad, por el fondo y por la forma, según lo dispuesto en los
artículos 436, número 2, de la Constitución y 75, número 1, letra c, de la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en los siguientes
términos:
I. ACTO IMPUGNADO.
La presente acción pública de inconstitucionalidad se dirige contra el artículo 15
de la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en
el Hogar, que se encuentra publicada en el suplemento del Registro Oficial Ne 483
de 20 de abril de 2015, así como contra el artículo 8 del Acuerdo Ministerial N5
MDT-2015-0241, publicado en el suplemento del Registro Oficial N5 622 de 6de
noviembre de 2015, sin perjuicio de la atribución que el artículo 426, número 3, de
la Constitución otorga a la Corte Constitucional respecto de la declaratoria de
inconstitucionalidad de normas conexas, en caso de que, en aplicación del articulo
15 de la citada Ley Orgánica, el Ministerio del Trabajo, mientras se tramite esta
demanda, expida otros Acuerdos Ministeriales, Resoluciones, Regulaciones,
reformas uotras normas que regulen lo previsto en las disposiciones impugnadas.
En cumplimiento de lo establecido en el número 4 del artículo 79 de la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, para que se
determine con claridad y precisión las normas materia de esta demanda,
Av República de El Salvador 296 ySuiza, Edif. Montelimar II, piso 9•Teléfonos: +593-2-600 1386 /333 2025Av.^^^^^¿^^.iquintana@rafaeloyarte.com. www.rafaeloyarte.com
Quito, Ecuador
S^o^^^20^¿5^^^ °rgánÍCa *™la '-*- laboral y
argado acont*^ X^ fue
"Art 15, Acontinuación del artículo 97, agregúese el siguiente artículo:
Art. 97.1, Límite en la distribución de las utilidades. Las utilidades distribuidas alas personas trabajadoras conforme lo señalado en el artículo anJrior^ Sn
exceder de veinticuatro Salarios Básicos Unificados del trabajador e„ general En
caso de que e valor de estas supere el monto señalado el excedente será
entregado al reg.men de prestaciones solidarias de la Seguridad Sodal La
T^^LImX derba '^° C°mPetente 6mÍtÍrá l0S --^o-inÍteria,necesarios para la debida aplicación de lo señalado en este artículo."
Así también, el artículo 8 del Acuerdo Ministerial N* MDT-2015-0241 cuvo
contenido también impugnamos, reproduce los vicios de Inconstitudonalídad que
se presentan en norma legal antes citada al señalar lo que sigue: q
"Art. 8, Límite en la distribución de utilidades. Cada empresa calculará el valor
T^^^T^^^T^a sus trabajadores' "onforme aIoes"en el articulo 97 del Código del rabajo."
Respecto a la declaratoria de inconstitucionalidad de normas conexas, como lo
manifestó la Corte Constitucional tempranamente, ésta procede dentro detodos
los procesos sometidos aconocimiento de la Magistratura^
"La inconstitucionalidad de normas conexas podría inscribirse entre las
llamadas «garantías liberales" que consisten en la invalidación oanulación
vieenc^T "' " dereCh°S hUmanOS S" °bjet° es Precautelar >* lectivavigencia de la supremacía constitucional ypara su procedencia, se requiere que la
Corte concluya, dentro de los casos sometidos asu conocimiento, que una ovarias
normas son contrarias a la Constitución.
Adiferencia de Perú yColombia, en los que la declaratoria de inconstitucionalidad
de normas conexas se ejerce dentro de procesos de inconstitucionalidad en el
caso ecuatoriano, de conformidad alo previsto en el numera. 3del articulo
4J6, a Corte Constitucional es competente para declarar lainconstitucionalidad de oficio de normas conexas no solamente en acc onés
coenóncimieSlUC,0na,Ídad' ^ " ^^ "*" ,OS CaSOS
Esta atribución permite a la Corte no permanecer impasible e impotente
cuando detecte normas inconstitucionales."1
Siendo ésta una demanda de inconstitucionalidad por el fondo ypor la forma, al
:X^r^Sre^SSS^r~N""-•«
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haberse publicado en el Registro Oficial las normas impugnadas el 20 de abril de2015 yel 6de noviembre de 2015, al momento de su presentación se cumple lodispuesto en el artículo 78 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y
Control Constitucional.
II. ÓRGANO QUE EXPIDIÓ EL ACTOYLUGAR DONDE DEBE CORRÉRSELE
TRASLADO.
La disposición legal impugnada fue expedida por la Asamblea Nacional
conforme el artículo 120, número 6, de la Constitución yfue sancionada por el
Presidente de la República, conforme lo faculta el artículo 147, numero 12 de la
Constitución, a quienes se les correrá traslado conforme ordena el articulo 80
número 2, letra c, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional:
Al Presidente de la República, señor economista Rafael Correa Delgado, se le
correrá traslado con el contenido de esta demanda en su despacho ubicado en el
Palacio de Carondelet, situado en calle García Moreno y Chile, de esta ciudad de
Quito.
Ala Asamblea Nacional se le correrá traslado con el contenido de esta demanda a
través de su Presidente, señora licenciada Gabriela Rivadeneira Burbano, en su
calidad de representante legal, judicial y extrajudicial de la Asamblea Nacional,
conforme lo dispone el artículo 12, número 1, de la Ley Orgánica de la Función
Legislativa, en su despacho ubicado en el edificio de la Legislatura, situado en calle
Piedrahíta entre las avenidas Colombia y 6 de Diciembre.
El Acuerdo Ministerial N2 MDT-2015-0241, cuyo artículo 8 también impugnamos,
fue expedido por el Ministro del Trabajo, de conformidad con el artículo 154,
número 1, de la Constitución.
Al Ministerio del Trabajo se le correrá traslado con el contenido de esta demanda a
través del señor Ministro, doctor Leonardo Berrezueta Carrión, en su despacho
ubicado en la Av. República de El Salvador N°- 34-183 y Suiza.
Si la Magistratura lo estima necesario, a pesar de no contemplarse ni en la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional ni en el
Reglamento de Sustanciación de Procesos de competencia de la Corte
Constitucional, *se correrá traslado con el contenido de esta demanda al
Procurador General del Estado, doctor Diego García Carrión, en el despacho de la
Procuraduría General del Estado, en el edificio situado en la Av. Amazonas N39-
123 yJosé Arízaga de esta ciudad de Quito.
2Adiferencia de lo que ocurría con el antiguo articulo 27 de las Reglas de Procedimiento para
Ejercicio de Competencias de la Corte Constitucional para el período de transición.
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III. NORMAS CONSTITUCIONALES VULNERADAS
CoñslcVnr ' *^ ^^ de GarantíaS '-acciónales yConLl
ePn los artfcZ T™ ^ "1°"° d,reCto laS dis¡>°™°™ contenidasen los artículos 11, números 4, 6y8, 66, número 26, 82, 84, 321 323
326, numero 2, 328, inciso sexto, 408y 444 de la Constitución!
2. Por la forma se vulneran los artículos 441, 442 y444 de la Constitución
sefunTi 0artlCUlOSc:10^ rÍS° CUart°' 104' incis0 flnaL 106, incisosegundo, 120, numero 5, y147, número 14 y443 de la Constitución.
Im™/UNDAMENT°S QUE SUSTENTAN ESTA DEMANDA DEINCONSTITUCIONALIDAD "ümaimua DE
Esta Ley Orgánica para la Justicia Laboral yReconocimiento del Trabajo en el
Hogar fue discutida por la Asamblea Nacional, en primer debate, los días 29 de
"briltSí^T°^2°15' SÍend° apr°bada - -gundo'dla2^!17 ab 11 1^ ^ ^ Sanc onada P°r el Presidente de la República el
clntr Á}\ P,°r l0 qU6' C°nf0rme l0 dÍSP°nen ,os artícul°* 137 de la
al Roo T°ttJ i^ ^ Ley °rgánÍCa de la FundÓn Le§islativa' se remitió dicha leyal Registro Oficial para su publicación, lo que ocurrió el 20 de abril de 2015.
Por su parte, el Acuerdo Ministerial N^ MDT-2015-0241 fue expedido oor elMinistro del Trabajo yfue publicado en el suplemento del Registro Oficia ¿622
de 6 de noviembre de 2015.
T^aTo^n Í?He 6Sta ^ °rgá?ÍCa Para la ]UStÍda Laboral yReconocimiento delirabajo en el Hogar, asi como el artículo 8del Acuerdo Ministerial N°- MDT-2015-
se amostrará-StÍtUCÍ°naleS ^ r3Z°neS ^ f°nd° yde f0™a' C°m° acontinuación
A) Inconstitucionalidad de fondo:
La normas objeto de esta demanda adolecen de serios vicios de
inconstitucionalidad, como es la violación directa de las disposiciones contenida
en los art.culos 11, números 4, 6y8, 66, número 26, 82, 84, 321, 323, 326 número
2, 328, inciso sexto, 408 y444 de la Constitución. numero
1.
1. Disposición arbitraria de un derecho fundamental: se atenta contra lainfalibilidad de un derecho laboral yse vulnera la prohiban de
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regresión en materia de derechos fundamentales
La normas objeto de esta demanda, al disponer de forma arbitraria del derecho
fundamental a percibir utilidades, afectan al principio de intangibilidad que
resguarda específicamente alos derechos laborales, lo que provoca que las normasimpugnadas incurran en regresión de derechos, generándose, aconsecuencia de
ello, una evidente inconstitucionalidad:
1. De modo general, la Constitución reconoce la inalienabilidad de los
derechos fundamentales ensu artículo 11, número 6:
"Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes
principios:
6. Todos los principios y los derechos son inalienables, irrenunciables,
indivisibles, interdependientes y de igual jerarquía."
2 Que un derecho fundamental sea inalienable implica no solo la
imposibilidad de renuncia a la titularidad del mismo por parte del sujeto
activo, sino también la prohibición al poder público de disponer de aquel
mediante la implementación fórmulas arbitrarias que pretendan
menoscabar o anular de forma injustificada su ejercicio, como ocurre en el
presente caso en que, mediante las normas objeto de esta demanda, se
dispone de un derecho fundamental a través de la imposición de un límite
no previsto ni autorizado afijarse por la Constitución.
3. Es el artículo 328, inciso sexto, de la Constitución el que dispone del
derecho fundamental a participar de las utilidades al fijarle un límite a
través de una prohibición: no es posible el reparto de utilidades en
empresas en las cuales el Estado tenga mayoría de participación. Las
normas materia de esta demanda no se refieren a las empresas con
participación mayoritaria del Estado.
4. Asimismo, el artículo 328, inciso sexto, de la Constitución autoriza al
legislador a fijar límites a las utilidades que deben recibir los trabajadores
de las empresas que explotan recursos naturales no renovables. No solo que
la norma impugnada no se refiere a empresas de explotación de recursos
naturales no renovables, sino que, como se verá, el precepto constitucional
se refiere a empresas de explotación y no a aquellas que hacen únicamente
uso de recursos no renovables, lo que tampoco ocurre con las compañías
que prestan servicio público de telecomunicaciones, que ni explotan ni usan
recursos naturales no renovables.
5 Por ello, en materia de utilidades, al legislador le está permitido actuar
únicamente dentro de los parámetros que previamente le ha fijado la
Constitución: puede limitar las utilidades que deben recibir los trabajadores
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ote^S^hr^T US° dG reCUrS°S natUra,6S n° renovable* ydebeobservar la prohibición de repartir utilidades en empresas en las cZ\PT.\Estado tenga mayoría de participación. leS el
6. Por el contrario no le está permitido al legislador implementar fórmulas
adicionales de disposición ylimitación de un derecho fundamen a a lasprestas oautorizadas por la propia Constitución, prohibió" que no
observan las normas objeto de esta demanda al determinar que los
nTari mSe?r PrÍVad° ^ g6neral n° P°dam0S r6CÍbÍr U"sino hasta un monto que no exceda los veinticuatro salarios básicos
unificados, cuando aquello no solo no se establece en la Constitoción ino
que tampoco le ha sido delegada al legislador, ni mucho m nos á una
cartera de Estado, la posibilidad de fijar límites a las utilidades que no
provengan de empresas que explotan recursos naturales no renovables
como se verá más adelante. enuvduies,
7. Hacemos presente que existen deberes de rango constitucional que
implican prohibiciones al poder público y que, por tanto, no están a
dispos.cion ni siquiera del legislador, 3como ocurre en este caso en que le
esta proscrito disponer de un derecho fundamental por fuera de los
parámetros establecidos en la Constitución.
8. Esa disposición arbitraria en que incurren las normas impugnadas se
^JV1 Su Üene PrGSente d derech0 fundamental que afecta. Las
utilidades abarcan las ganancias líquidas que se generan en las empresas y
se constituyen en beneficios a los cuales los trabajadores privados tenemos
acceso sin mas restricciones o exigencias que las previstas en la
Constitución, y que, como tales, forman parte del derecho al trabajo tal
como lo reconoce su artículo 33: '
Art. 33, El trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho
económico, fuente de realización personal ybase de la economía. El Estado
garantizara alas personas trabajadoras el pleno respeto asu dignidad
una vida decorosa, remuneraciones yretribuciones justas yel desempeño
de un trabajo saludable ylibremente escogido oaceptado.
9. Por lo tanto al ser la participación de las utilidades un derecho de
níavrn, 3Ve SUStent3' entre °tros tantos' en el P"ncipio deinta„gib,hdad, que de modo expreso yespecífico se reconoce en el artículo
326, numero 2, de la Constitución yque, abiertamente, se vulnera con las
disposiciones normativas que impugnamos:
ess^^^MsFreijedo, et. all., Madrid, Tecnos, 2004. p.108.
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Art. 326, El derecho al trabajo se sustenta en los siguientes
principios:
2. Los derechos laborales son irrenunciables e intangibles. Será nula
toda estipulación en contrario.
10 De este modo, no solo que existe una cláusula general que le impide al
legislador y, en general, al poder públic, disponer a su arbitrio de los
derechos fundamentales, la que, como indicamos, se reconoce en el articulo
11 número 6, de la Constitución, sino que, en el caso de los derechos
laborales, existen principios específicos que deben observarse por parte
del legislador ala hora de elaborar las normas que los regulan, como ocurre
con el de intangibilidad.
11. Incluso la propia Corte Constitucional ha estimado que la intangibilidad
en materia laboral es un verdadero derecho fundamental:
"Por su parte, el artículo 326 de la Constitución consagra los principios que
sustentan el derecho al trabajo, entre los cuales determina: "El derecho al
trabajo se sustenta en los siguientes principios (...) 2. Los derechos
laborales son irrenunciables e intangibles. Será nula toda estipulación
en contrario; 3. En caso de duda sobre el alcance de las disposiciones
legales, reglamentarias o contractuales en materia laboral, estas se
aplicarán en el sentido más favorable a las personas trabajadoras". Los
principios transcritos, consagran la irrenunciabilidad de los derechos
laborales y el principio indubio pro operario -aplicación de la norma más
favorable al trabajador.
La Corte Constitucional del Ecuador, respecto a este derecho manifestó: "el
derecho al trabajo, al ser un derecho social y económico, adquiere una
categoría especial toda vez que tutela derechos de la parte
considerada débil dentro de la relación laboral, quien al verse
desprovista de los medios e instrumentos de producción puede ser objeto
de vulneración de sus derechos; es en aquel sentido que se reconoce
constitucionalmente el derecho a la irrenunciabilidad e intangibilidad
de los derechos de los trabajadores, loscuales, asociados con el principio
de indubio pro operario constituyen importantes conquistas sociales que
han sido reconocidas de forma expresa en el constitucionalismo
ecuatoriano."4
12. El principio de intangibilidad de los derechos laborales, indica Julio César
Trujillo, significa no solo la prohibición al poder público de desconocer,
mediante leyes posteriores, los derechos de los que gozamos los
trabajadores con anterioridad a la vigencia de la nueva ley, sino también
que el legislador ecuatoriano no puede, mediante una nueva ley,
4Corte Constitucional, Sentencia N^ 093-14-SEP-CC, dictada en el caso N^ 1752-11-EP, publicada en
el Suplemento del Registro Oficial N2 289 de 15 de julio de 2014.
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8tdr!h?eÍi0rar l3S COndiciones' derech^ yprestaciones que afavor de los
^r^rsrestab,ecídas ,egaimente a?a fe-a - - -
13. En el mismo sentido, Graciela Monesterolo explica que los derechos del
trabajador no pueden ser desconocidos, ni desmejorados por leyes
convenios o contratos colectivos posteriores.*
14. Por ello, esta clase de derechos, una vez adquiridos, revisten el carácter de
obligatorios, inderogables eirrenunciables, ya que toda disposición de los
beneficios del trabajador que ya han sido obtenidos configura un
comportamiento ilícito.7 «"guia un
15. Ocurre en este caso que las normas objeto de esta demanda fijan un límite
al derecho a las utilidades no previsto ni autorizado por la
Constitución, lo que implica no solo una disposición arbitraria del mismo
sino incurrir en una actuación posterior a su adquisición que lo
desmejora, lo que condena ala norma impugnada ala inconstitucionalidad
al vulnerar el artículo 326, número 2, de la Constitución que contiene el
principio de intangibilidad de los derechos laborales y que debe ser
observado de forma específica yestricta por el legislador.
16. De este modo, la Corte Constitucional ha confirmado la imposibilidad de
hacer abstracción del contenido de los derechos de los trabajadores, como
ocurre con el de las utilidades:
"Así el numeral 2del artículo 325 (numeral 4del artículo 35 de la Constitución
Política de 1998] dice: "Los derechos laborales son irrenunciable e
intangibles .La intangibilidad, de acuerdo al Diccionario de la Real Academia
de la Lengua, es aquello "Que no debe o no puede ser tocado"
Indudablemente, el participio del verbo tocar no está direccionado a la
tangibi idad física, sino al hecho de que, quien debe aplicar el derecho
laboral no puede hacer abstracción de su contenido."s
17. Asimismo, la Corte Constitucional ha confirmado que los pagos ovalores
que por mandato legal deben realizarse a favor de los trabajadores son
derechos laborales intangibles y que, por lo tanto, no pueden ser
restringidos por norma jurídica alguna, como ocurre las normas objeto de
reVsSd^lcalíÍcu^r^t ^ '' *' "" ^ ™«°™ ^ '« P—
M^^^T" CUr$0 ^DereCh° Lab°ral ECM°"°- ^ Bib- ^ Fondo
2ÍS pAr7mrd° GrÍS°Ha' MmUal ^DereCh° Lab0ml 6áed- BU6n0S Aires' Edit°^ Abeledo Perrot,
8Corte Constitucional, Sentencia N^ 063-10-SEP-CC dictada en el caso N° oqar no pd ui- j
el Suplemento del Registro Oficial N* 364 de 17 de enero de 2011 0948-09-EP, pubhcada en
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esta demanda:
"DECIMA PRIMERA.- En cuanto aque el pago de valores que por mandato
legal podrían corresponder a los trabajadores (o en este caso a los ex
servidores del Banco Nacional de Fomento] no puede supeditarse ala
existencia de disponibilidad presupuestaria, ya que lo* dfffS 1^°™'^
son irrenunciables e intangibles (artículo 326, numeral 2 de la CRE), y por
tanto es acertada la invocación de las normas constitucionales que disponen
que en materia de derechos y garantías constitucionales, se estara a la
interpretación que más favorezca su efectiva vigencia, y que ninguna normajurídica puede restringir el contenido de los derechos y garantías
constitucionales."9
18 Por ello, las disposiciones normativas impugnadas no solo vulnera los
artículos' 11, número 6 y 326, número 2, de la Constitución, sino que, al
desconocer situaciones jurídicas adquiridas previamente a su expedición,
afecta de manera directa al derecho a la seguridad jurídica, consagrado en
el artículo 82, de la Constitución:
"Art. 82.- El derecho a laseguridad jurídica se fundamenta en el respeto a
la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras,
públicas yaplicadas por las autoridades competentes."
19 En este mismo sentido, sobre los derechos adquiridos que se originan como
'consecuencia del trabajo (tal es el caso del derecho a participar de las
utilidades líquidas de la empresa), no solo que la Corte Interamericana de
Derechos Humanos ha corroborado e insistido que éstos se incorporan al
patrimonio de las personas, sino que "uno de los fundamentos del principio
de irretroactividad", esto es "que la nueva ley no tiene la virtud de
regular oafectar las situaciones jurídicas del pasado que han quedado
debidamente consolidadas y que resultan intangibles e incólumesfrente a aquélla, cuando ante una determinada situación de hecho se han
operado orealizado plenamente los efectos jurídicos de las normas en ese
momento vigentes".10
20 Que la seguridad jurídica garantiza el ejercicio de derechos en condiciones
de previsibilidad, excluye la arbitrariedad y evita la modificación de
situaciones jurídicas adquiridas de forma previa ala actuación del poder
público, es un asunto confirmado por la Magistratura:
"La seguridad constituye un conjunto de condiciones, de medios y
procedimientos jurídicos eficaces, que permiten desarrollar la
personalidad de los ciudadanos en el ejercicio de sus derechos sin
9Corte Constitucional, Sentencia N^ 052-10-SEP-CC, dictada en el caso W0935-09-EP, publicada en
el SuDlemento del Registro Oficial Na 333 de 2de diciembre de 2010.
2CorteTnteramerlcana de Derechos Humanos. Caso Abrill Alosilla yotros vs. Perú. Sentencia de 4
de marzo de 2011 (Fondo, reparaciones ycostas), párr. 82.
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miedos, incertidumbres, amenaza, daños o riesgos lo cual crea .,„
ambiente de previsibi.idad, no solo sobre el comportamiento ajeno
sino de, comportamiento propio, y provoca protección renl a ,a'
Í"J sLatamVbU,neraCÍÓn ^ "^ ,Urfdl"' Pecadas no sopor ei tstado, sino también por particulares.
LrealZTfnÍmTa'Tf13 ^^ ESP''n' ha de 6ntenderse co™ "'«los poderesJbUn ° DereCh°y lQ Previsibili^ ^ la actuación def Poderes públicos y, muy especialmente, de la interpretación yaplicación
tribunales Esta prev.sib.lidad en la actuación de autoridades entre
ellos los jueces, excluye la posibilidad de modificación arbitraria de
ZZZir dlC3S PreeXÍStentes< Io co»^rio, es decir, actuacionesimprevisibles ocasionan inseguridad jurídica, cuyo efecto puede ser la
vulneración de derechos yla provocación de perjuicios; supone además el
conocimiento del ordenamiento jurídico. La prevísibilidad en la
aplicación del derecho supone: "proporcionar de forma indirecta a los
particulares una considerable certeza sobre ¡a conducta probable de terceros
particulares". n
21. Por ello, la Corte Constitucional ha indicado que los derechos adquiridos
como son las utilidades, son situaciones jurídicas definidas que forman
parte del patrimonio personal de sus titulares, argumentando que no
pueden ser afectadas con ocasión de nuevas o posteriores
regulaciones, mucho más si se trata de derechos laborales a los cuales les
ampara el principio de intangibilidad, siendo violatoria del derecho a la
segundad jurídica toda actuación contraria:
"Esta Corte reitera que los derechos adquiridos son situacionesjurídicas individuales que han quedado definidas yconsolidadas bajo
el imperio de una ley yque, en tal virtud, se entienden incorporadas
valida ydefinitivamente opertenecen al patrimonio de una persona y
que tanto nuestra actual Norma de Normas, vigente desde el mes de
octubre del 2008, como la Constitución Política de la República, dictada en
el ano 1998, contienen ala seguridad jurídica como uno de los pilares
del Estado constitucional de derechos, yen la actualidad de justicia social
por lo que se garantiza el respeto de situaciones jurídicas consolidadas
bajo la vigencia de una ley, con ocasión de la expedición de nuevas
regulaciones legales; ante lo cual una nueva lev no tiene la virrnri ^
aaquella cuando ante una determinada situación de hecho se han operado
vigentes3"^ ' ^ efeCtOS íurídicos de ^ cormas en ese momento
11 Corte Constitucional, Sentencia N° 016-msFP rr jí^„a i
nfiíQ no cd r i _, , iLCUOid 1N U1° lU-ifc.P-CC, dictada en los casos Na 0092-09-FP v M«0619-09-EP (acumulados), publicada en el Suplemento de. Registro Oficia, N° 202 de 28 de ¿ayo
"Corte Constitucional, Sentencia N^ 039-11-SEP-CC, dictada en el caso N» 0671-10-EP, publica
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22 Aconsecuencia de lo expuesto, las normas objeto de esta demanda
'vulneran la cláusula constitucional de prohibición de regresión en materia
de derechos fundamentales, la que se reconoce en el artículo 11, numero B,
de la Constitución:
"Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes
principios:
8 El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva
através de las normas, la jurisprudencia ylas políticas públicas. El Estado
generará y garantizará las condiciones necesarias para su pleno
reconocimiento y ejercicio.
Será inconstitucional cualquier acción uomisión de carácter regresivo
que disminuya, menoscabe oanule injustificadamente el ejercicio de
los derechos."
23. La norma constitucional citada no solo que obliga al legislador adesarrollar
los derechos fundamentales de manera progresiva, sino que proscribe y
condena a la inconstitucionalidad a todo acto, incluyendo a los normativos,
que, mediante fórmulas regresivas, disminuya, menoscabe oanule de forma
injustificada el ejercicio de un derecho fundamental.
24. Las normas objeto de esta demanda fijan un límite al derecho a participar
de las utilidades líquidas de la empresa privada disminuyendo la
participación de los trabajadores, lo que implica incurrir en un acto
regresivo que debe ser declarado inconstitucional al desmejorar la
condición del ejercicio de ese derecho fundamental.
Resulta que el legislador, así como el Ministro del Trabajo, con la expedición de
las normas objeto de esta demanda, incurren en una actuación absolutamente
contraria a la ordenada por la Constitución: disponen de forma arbitraria de un
derecho, desconocen que el mismo, por su naturaleza jurídica, goza de
protección especial por ser intangible; y, como consecuencia de aquello,
incurren en prácticas regresivas que no hacen sino confirmar la
inconstitucionalidad de las disposiciones impugnadas.
2. Se imponen restricciones no autorizadas por la Constitución para el
ejercicio de un derecho fundamental
en el Suplemento del Registro Oficial N^ 743 de 11 de julio de 2012.
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S&r£="==-K^=t:4 .-«w*v^*í 1 ^OL/tlas utilidades liquidas de las empresas
1. El articulo 328, Inciso sexto, de la Constitución establece una sola
r anidad ñT '" "^'V6 UttMades "I "roscr<bir 1«« «^ *«"
ma'yorltaTia "^ " '" CUa'6S el EStad° te"«a ParUdpadín
2. Adlcionalmente, esa misma norma constitucional delega a la lev la
regulación de los temas relativos a las utilidades de forma gen ral
disponer que los trabajadores del sector privado gozamos del derecho a
rector utilidades liquidas de ,a empresa para cual prestamos serv os d
acuerdo con lo que establezca la ley.
3. Del mismo modo la citada norma constitucional autoriza al legislador a
limitar el monto de utilidades solamente respecto del caso de trabajadores
que prestan servicios en empresas que explotan recursos naturales no
renovables que no es el caso de las empresas de telecomunicaciones, lo
que, en todo caso, ha sido confirmado por la jurisprudencia de esta
Magistratura, como se verá másadelante.
4. Si el legislador ya tiene, por expresa disposición constitucional los
parámetros para regular y limitar el ejercicio de un derecho fundamental
como lo es el de recibir yparticipar de las utilidades de una empresa, no es
posible que restrinja aún más la posibilidad de desarrollar ese derecho.
5. La regulación general del pago yparticipación de las utilidades para los
trabajadores del sector privado se encuentra desarrollada yprevista en el
articulo 97del Código del Trabajo.
6. De este modo, el empleador ola empresa debe reconocer en beneficio de
sus trabajadores el quince por ciento de las utilidades líquidas, dividiéndose
el diez por ciento para los trabajadores de la empresa, sin consideración a
las remuneraciones recibidas por cada uno de ellos durante el año
correspondiente al reparto ysiendo entregado directamente al trabajador
ZbltZ" h I"'0 P°r dent° reStante Se entreSa directamente a los'trabajadores de la empresa, en proporción a sus cargas familiares
entendiéndose por éstas al cónyuge o conviviente en unión de hecho los
hijos menores de dieciocho años ylos hijos minusválidos de cualquier edad.
7. Como se observa el legislador, en cumplimiento de la norma constitucional
ha regulado el ejerc.cio del derecho a la participación de las utilidadeshquidas de la empresa, indicando, además, los mecanismos de pago ylaforma de calculo del monto que se debe repartir entre los trabajadores
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incluso explicando los casos de exoneración del pago de las mismas, los
casos en que no se debe cancelar utilidades, los plazos de pago as. como las
sanciones para los casos de incumplimiento de este beneficio laboral afavor
de los trabajadores, entre otros aspectos relativos aeste tópico, conforme
los artículos 98 a 110 del Código delTrabajo.
8 Ocurre que las normas objeto de esta demanda, al disponer que las
" utilidades distribuidas a las personas trabajadoras no podrán exceder de
veinticuatro salarios básicos unificados del trabajador en general,
desbordan la autorización constitucional de regulación legislativa de este
derecho fundamental, imponiendo, de forma inconstitucional, un limite no
previsto ni autorizado por la Constitución para el mismo.
9 En tratándose de límites a los derechos fundamentales, el legislador estará
obligado siempre aobservar la regulación, el contenido ylas pautas que el
propio texto constitucional formula sobre el alcance de determinado
derecho fundamental, pues téngase presente que el legislador no puede fijar
límites a derechos sino solo donde la Constitución se lo permite.
10 En similar manera de pensar, Hernán Salgado indica que debe, el
constituyente, en el propio texto constitucional, fijar dicho marco de
aplicación, lo cual significa que el legislador tiene ya trazado, de antemano,
el espacio donde actuará la ley.13
11 Por ello es que se reconoce la posibilidad de fijar límites externos a los
'derechos fundamentales, los cuales conllevan la autorización al poder
público para disponer, en cierta medida, de tal derecho. Sin embargo, esa
disposición no es absoluta ya que existen parámetros o condiciones que
esos límites o restricciones deben cumplir a fin de poseer justificación
constitucional.
12 Entre esas condiciones se encuentra la necesidad de que ese límite se
imponga directamente en el texto constitucional obien sea autorizado por
el constituyente al poder público aimponerlo, generalmente al legislador, lo
que ocurre en Ecuador desde que la regulación de los derechos esta
reservada a la ley, conforme los artículos 132, número 1, y 133, número 2,
de la Constitución.
13 Luego el límite fijado no debe incurrir en arbitrariedad, ya que debe ser
'razonable, debe respetar el principio de seguridad jurídica desde que debe
ser fijado de forma expresa, precisa, cierta y previsible, así como debe
fundarse en la protección de un derecho, bien ointerés constitucional.
«Hernán Salgado Pesantes, Manual de Justicia Constitucional Ecuatoriana, Quito, Corporación
Editora nacional, 2004, p. 94.
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M.Una vez cumplidos esos parámetros, se debe revisar que el límite respete el
contenido esencial del derecho, de tal forma que solamente sT lo nten los
estrictos términos que predetermina la Constitución, ya que s va más aílde ello, en realidad no lo está limitando, sino que oben 1 su rime cp"iva
asu titular del disfrute del derecho en forma arbitrarla." P
15. En el caso que nos ocupa, no solo que la Constitución, salvo los casos antes
anotados no limita de forma directa el derecho de los trabajadoresTe
sector privado en general arecibir utilidades líquidas de la empresa para la
cual prestan servicios, sino que tampoco autoriza al legislador a fhar esoshmites, siendo que solo cuenta con potestad para regular el sistema genera
de pago de esas utilidades, lo que, como quedó explicado, consta previstodesde antiguo en el Código del Trabajo. P
16fst^nTñZ\ClÓn Para fíjar ,ímÍteS a6Ste derech0 lamenta! queestableció el constituyente es para el caso de trabajadores que pertenezcan
aempresas que exploten recursos naturales no renovables, que no es como
veremos, el caso de las empresas de telecomunicaciones.
17.La Corte Constitucional, intérprete auténtico de la Constitución yde los
derechos constitucionales según los artículos 429 y436, número 1, de la
Constitución ha indicado expresamente que el derecho arecibir utilidades
es un derecho fundamental« el mismo que fue restringido por el propio
constituyente en el artículo 328, inciso sexto, de la§ Constitucional
proscribir que se cancelen utilidades en empresas donde el Estado tenga
mayoría de participación yal permitirle al legislador limitar los montos de
utilidades de empresas que explotan recursos naturales no renovables.
18.La Corte Constitucional ha confirmado que el percibir utilidades es un
derecho fundamental:
"OCTAVA- Se debe considerar además, que en materia de derechos y
garantías reconocidos en la Constitución y en los instrumentosinternacionales, éstos son directa eInmediatamente aplicables por yante
cualquier juez, tribunal oautoridad, quienes estarán ala interpretación que
r,YaVH°reZHCa SU ef6CtÍVa VÍgenda- Estos derechos s°" justamente losdel trabajador a quien la Constitución en su artículo 35, así como los
Convenios y Tratados internacionales suscritos por el Ecuador le
reconocen entre otros, su derecho irrenunciable a percibir una
remuneración justa que incluye su participación en las u Mdades
Cfr Ignacio Villaverde Menéndez, "Los Límites alos Derechos Fundamentales" cit nl24 -m
018 09CAONnSr";CÍOrÍ "TT ^ °03-°9-SAN -CC' dÍCtada enloTc so 1000Ío£ SyN°00 8-09-AN (acumuladas), publicada en el Suplemento del Registro Oficial N* 577 d 24 de bHl de"
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generadas por su empleador opor el beneficiario del servicio."16
19 En este caso, las normas objeto de esta demanda no están regulando el
'derecho a recibir y participar de las utilidades líquidas de las empresas
privadas, sino que impiden, prohiben, de forma arbitraria e
inconstitucional, que sus titulares perciban utilidades que vayan mas
allá de los veinticuatro salarios básicos unificados del trabajador en
general- y, como se sabe, regular "no podría jamás interpretarse en el
sentido que impida el libre ejercicio del derecho", como lo señalara, por
ejemplo, el Tribunal Constitucional chileno.17
20 Si bien como lo recuerda Claudia Villaseñor, la doctrina no es coincidente a
'la hora de diferenciar lo que es establecer límites, la regulación del ejercicio
y la concretización legislativa, se ha de entender que regular implica lo
siguiente- normas el procedimiento y formalidades para el ejercicio del
derecho- que el contenido del derecho y sus límites internos puedan ser
concretados por el legislador, tarea de interpretación del derecho
fundamental que debe tomar en cuenta el texto constitucional en su
totalidad; y, establecer los cauces para la protección del derecho
fundamental. Así, el legislador no crea los límites, sino que "pone de
manifiesto los límites que autoriza la Constitución".18 En este sentido, el
Tribunal Constitucional español dijo lo que sigue:
"Estos límites o bien pueden ser restricciones directas del derecho
fundamental mismo, [...] o bien pueden ser restricciones al modo, tiempo o
lugar de ejercicio del derecho fundamental. En el primer caso, regular esos
límites es una forma de desarrollo del derecho fundamental. En el segundo,
los límites que se fijan lo son a la forma concreta en la que cabe ejercer el
haz de facultades que compone el contenido del derecho fundamental en
cuestión, constituyendo una manera de regular su ejercicio, lo que puede
hacer el legislador ordinario atenor de lo dispuesto en el art 53.1 CE."19
21.Sobre las restricciones a los derechos fundamentales, y como lo recuerda
Robert Alexy: "La posición definitiva abstracta aquí relevante consiste en el
derecho del individuo a que sulibertad general de acción no se restrinja por
normas que sean un elemento constitutivo del orden constitucional, es
decir que no sean formal ymaterialmente acordes con la Constitución", en
cuyo'caso "sería inconstitucional".20Existe el derecho de los trabajadores a
i6 corte Constitucional, Resolución N^ 1509-08-RA, publicada en el Suplemento Registro Oficial
Ne129 de 19 de junio de 2009.17Tribunal Constitucional de Chile. Sentencia de 6de abril de 1993. , ... .
le Claudia Villaseñor G., Proporcionalidad yLímites de los Derechos Fundamentales, Porrua, México,
2011, pp. 36-38. .
i" Tribunal Constitucional español. STC 292/2000, de 30 de noviembre.20 Robert Alexy, Teoría de los Derechos Fundamentales, 2*- ed„ Centro de Estudios Polít.cos y
Constitucionales, Madrid, 2008, pp. 241-242.
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rec bir utilidades con las restricciones impuestas en el propio artículo 328
inciso sexto de la Constitución. Alexy indica que "las restriccións a los
derechos fundamentales son normas que restringen las posiciones primlface de derecho fundamental", agregando lo que siguen "Los derechos
undamentales en tanto derechos de rango constitucional, pueden se
restringidos solo mediante, o sobre la base de, normas con rango
constitucional. Por ello, las restricciones de derechos fundamentales son
TeTr bl!" n°rmaS dG rang° consti^ional onormas de rango inferior
al de la Constitución, que normas de rango constitucional autorizan a
imponer restricciones'21
22.En el caso ecuatoriano, el legislador está autorizado aregular, condicionar e
imponer requisitos al ejercicio de los derechos constitucionales y si se
E t^0/6,656 ámbit0'limitar el de^ho, conforme los artículos 11,
numero 3,132, numero 1, y133, número 2, de la Constitución. El legislador
esta vedado de restringir el contenido de los derechos constitucionales
conforme se determina en el artículo 11, número 4, de la Constitución es
decir no solo que no le otorga competencia al legislador para restringir
derechos, sino que se lo impide expresamente.
23.En el caso del artículo 328, inciso sexto, de la Constitución, el constituyente
impidió que las utilidades sean repartidas en empresas en las cuales el
Estado tenga participación mayoritaria, encargando a la ley la regulación
del sistema de pago de utilidades para el caso de trabajadores del sector
privado en general, así como disponiéndole que sea esa clase de normajurídica la que limite las utilidades solo para el caso de empresas que
explotan recursos naturales no renovables. Pero en las disposiciones
impugnadas se formula un límite que en la Constitución no se crea: que los
trabajadores del sector privado no reciban, por concepto de utilidades más
de veinticuatro salarios básicos unificados del trabajador en general lo que
no es un creador potencial de restricciones, es una restricción de
prohibición definitiva e inconstitucional.
24. Como se ve, en el primer caso, se está frente a una clara restricción- se
prohibe el pago de utilidades en empresas donde Estado tenga
participación mayoritaria, la que, como insiste Robert Alexy es una
restricción "de rango constitucional", llamada también restricción
directamente constitucional".22
25 En el segundo caso, que es el que nos ocupa de momento, no se está frente a
una restricción directamente constitucional, así como tampoco se está
frente a una autorización constitucional para que el legislador limite o
22 ^0íert^,lexy- Teoría de i™ Derechos Fundamentales, cit, pp. 244 y248-249
* Robert Alexy, Teoría de los Derechos Fundamentales, cit p. 249
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restrinja el contenido del derecho fundamental a recibir utilidades Lo que
ocurre, debemos insistir, es que el constituyente encargó al legislador la
posibilidad de regular la forma en que ese derecho fundamental debe
cumplirse lo que, como hemos manifestado párrafos antes, no implica, en
lo absoluto, una delegación constitucional para que el legislador y. En
general, el poder público, imponga límites que la propia Constitución
no ha establecido respecto de un derecho fundamental. Le esta
proscrito al legislador crear límites aun derecho cuando la Constitución no
le ha autorizado para aquello, ocuando la misma Constitución no ha fijado
esos límites, lo que torna las normas objeto de esta demanda en
inconstitucionales.
26.En el tercer caso, en cambio, si bien existe una autorización a fijar límites a
"las utilidades, ésta cuenta con cobertura constitucional solamente en caso
que el legislador lo haga respecto de empresas que explotan recursos
naturales no renovables. Esas restricciones de rango inferior a la
Constitución, son, en palabras del mismo Alexy, restricciones
"indirectamente constitucionales".23
27. Por ello es que, por ejemplo, el artículo 67 de la Ley de Minería yel artículo
94 de la Ley de Hidrocarburos disponen que los trabajadores vinculados a
esas actividades, respectivamente, recibirán utilidades del 3%, mientras
que el restante 12% se cancela al Estado, así como en el caso de los
trabajadores de la pequeña minería cuyo porcentaje de participación de
utilidades es del 10%, siendo que el 5% pertenece al Estado. Estas
restricciones, a diferencia de la impuesta por las normas objeto de esta
demanda, no son inconstitucionales, pues existe expresa autorización
constituyente para imponerlas mediante ley.
28.La Constitución prohibe que las normas jurídicas restrinjan el contenido de
los derechos constitucionales, en elnúmero 4 de su artículo 11:
"Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes
principios:
4. Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni
de las garantías constitucionales."
29.El contenido esencial del derecho a recibir y participar de las
utilidades de la empresa privada implica la posibilidad de que el trabajador
perciba una parte de los resultados del proceso económico de producción y
distribución de bienes y servicios,24 participación que debe obedecer al
concepto de justicia yala idea buscar equilibrio ybalance en el reparto de
23 Robert Alexy, Teoría de los Derechos Fundamentales, cit, p. 249.
24 Graciela Monesterolo Lencioni, Curso de Derecho Laboral Ecuatoriano, cit, p. 171.
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la riqueza.25
3°"?pieHel reP,artf° TÍtatÍV° dG la rÍqUeZa qUe genera una emP™™ forma partedel derecho fundamental del trabajador arecibir utilidades, es un asunto
confirmado por esta Magistratura:
"En el sistema de economía social de mercado, que establecía la
Parte "Z H!"" * ^ COeXiStían ,as 6mpreSas P*vadas XP*>««*Para el caso de las empresas privadas, el lucro es el fin sustancial de su
existencia. Dentro de ese marco, la participación de las utilidades de una
empresa es una forma de redistribución de la riqueza y, sobre todo un
signo practico de la función social de la propiedad privada yde la economía
participaba, pues el trabajador cojLsujrabajo contribuye agenerar
riqueza en laempresa a lacual presta sus servicios."^
31.Como se dijo la restricción al ejercicio del derecho de los trabajadores a
recibir utilidades está impuesta por la Constitución directamente bajo la
formula de una prohibición, así como la autorización al legislador para
limitar utilidades está prevista solo para el caso de empresas que exploten
recursos naturales no renovables. No es posible que una ley, ni mucho
menos una norma de rango inferior a ella, cree o imponga límites
adicionales aese derecho fundamental cuando la Constitución no ha obrado
de esa manera.
32.De este modo, el artículo 84 de la Constitución condena a la
inconstitucionalidad a las normas que atenten contra los derechos
reconocidos en la Constitución, como ocurre con las normas objeto de esta
demanda: '
"Art. 84, La Asamblea Nacional y todo órgano con potestad normativa
tendrá la obligación de adecuar, formal ymaterialmente, las leyes ydemás
normas jurídicas a los derechos previstos en la Constitución ylos tratados
internacionales, y los que sean necesarios para garantizar la dignidad del
ser humano o de las comunidades, pueblos y nacionalidades. En ningún
caso, la reforma de la Constitución, las leyes, otras normas jurídicas ni los
actos del poder público atentarán contra los derechos que reconoce la
Constitución."
33.NÍ siquiera a través de modificación constitucional es posible restringir
derechos ygarantías constitucionales, toda vez que los artículos 441 y442
de la Constitución prohiben acudir a los mecanismos de enmienda y
reforma parcial con ese fin, sino que, para ello, se debe acudir al ejercicio
del poder constituyente originario, conforme el artículo 444 de la
Julio César Trujillo, Derecho del Trabajo, cit p 182
Í.'S?^* .1™¿ 2om Ctó" N' 029-°6"TQ ****** B" *SU"lem™tó «* R*«ro onda,
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Constitución, lo que se corrobora expresamente en el artículo 101, número
1, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales yControl Constitucional:
"Art. 101.- Contenido del dictamen.- El dictamen de la Corte
Constitucional deberá indicar cuál de los procedimientos previstos en el
Capítulo Tercero del Título IX de la Constitución debe seguirse para
tramitar el proyecto normativo, ylas razones de derecho que justifican esta
decisión. Para tal efecto, se tendrán encuenta las siguientes reglas:
1 Cualquier proyecto normativo que tenga por ohjeto o efecto
rpstringir el alcance de los derechos y garantías constitucionales
fundamentales o modificar el régimen procedimental de reforma a la
Constitución, sólo podrá tramitarse de acuerdo con el procedimiento
previsto en el artículo 444 de la Constitución, através de la convocatoria
a una Asamblea Constituyente;
2. Cuando el proyecto normativo no encuadre en el supuesto del numeral
anterior, se tramitará de acuerdo con el procedimiento para las enmiendas
o reformas constitucionales, según sea el caso."
34.Por otra parte, en el supuesto no consentido de que la Constitución
impusiera límites o permitiera al legislador limitar el derecho a recibir
utilidades fuera de los casos expresamente contemplados en la norma
constitucional, debemos advertir que esa tarea no puede ser arbitraria. En
este caso, una prohibición tendente aimpedir que las utilidades que reciban
los trabajadores no exceda los veinticuatro salarios básicos unificados es
una medida arbitraria que, como dijimos, se torna inconstitucional al
trascender al contenido esencial del derecho fundamental de los
trabajadores a recibir utilidades.
35.El margen de libertad legislativa para limitar un derecho consiste,
precisamente, en no tornarlo impracticable, dificultar su ejercicio más allá
de lo razonable odespojarlo de su necesaria protección, mucho más cuando
se trata de derechos fundamentales relativos al trabajo, los cuales, como
señalamos anteriormente, no solo que son intangibles e indisponibles, sino
que sobre ellos no cabe menoscabo oregresión alguna.
36.La Constitución ecuatoriana reconoce el principio general de libertad que
implica, según lo recuerda Carlos Bernal Pulido, que "el individuo no sólo es
libre de hacer lo razonable o necesario, sino libre de hacer o dejar de hacer
lo que quiera, sin intervenciones externas provenientes del Estado o de
otros individuos", el mismo que no es absoluto y que es restringible
"siempre y cuando las restricciones sean razonables y proporcionadas, es
decir, siempre y cuando estén justificadas en razón del respeto de otros
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derechos fundamentales obienes colectivos".2? Manuel Cepeda indica que
este derecho "también conocido como derecho a la autonomía personalgarantlza, en un sentjdo ^^ ^ ^^ personal
decisiones que conciernen yafectan el desarrollo de la personalidad ya
libertad para emprender las actividades individuales o sociales que le
permitan ala persona proyectar su visión de sí mismo".» De este modo en
el numero 5de su artículo 66, la Constitución determina:
"Art. 66.- Se reconoce ygarantizará alas personas'
5 El derecho al libre desarrollo de la personalidad, sin más limitaciones
que los derechos de los demás".
37.Por otra parte el artículo 29.2 de la Declaración Universal de Derechos
Humanos establece lo que sigue:
"Art. 29.- [...]
2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades toda
persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la lev
con el único fin de asegurar el reconocimiento yel respeto de los derechos
ylibertades de los demás, yde satisfacer las justas exigencias de la moral
del orden publico ydel bienestar general en una sociedad democrática." '
38.SÍ de limitar un derecho se trata, esa restricción no puede ser arbitraria
sino basada en una de esas finalidades: garantizar los derechos de los
demás, por razones de moral, de orden público yde bienestar general.
39. Incluso en esos casos lo que dispone la Constitución y la Declaración
Universal de Derechos Humanos es la posibilidad de limitar, no de
incurrir en regresiones arbitrarias que despojen al derecho fundamental
de su entorno natural de ejercicio y protección.
En definitiva una restricción adicional a la establecida en la propia Constitución
respecto al ejércelo del derecho arecibir utilidades, solo podíadecidirse, einc uso
en ese casos ena discutible, por acto constituyente (originario en el caso
ecuatoriano)29 y no por acto legislativo, ni mucho menos por un Acuerdo
Ministerial. Por ello, lo que se intenta hacer através de las normas objeto de esta
demanda es, entonces, inconstitucional.
3' uti°i1idade1sdel dereCh° 3^ Pr°piedad através de la confiscación de
2005ripO;.X?y 2£!,d°' El DereCh° ^¡0S DereCh°S- UnÍVerS¡dad EXternad° de C0l°mbia' BoBOt».
1997npUeí!5CePeda E" L0S DerGCh0S Fundame"taIes«"Constitución de 1991, 2>- ed., Temis, Bogotá, f)
^^^^^^^^^^-^ — — - --aciones^
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Las normas impugnadas, además de imponer límites no previstos ni autorizados
por la Constitución para el ejercicio de un derecho fundamental, incurre en una
inconstitucionalidad adicional al vulnerar el derecho a la propiedad de los
trabajadores eincurrir en confiscación, pues, conforme lo dispone el articulo 15 de
la Ley Orgánica para la justicia Laboral yReconocimiento del Trabajo en el Hogar y
se reproduce en el artículo 8del Acuerdo Ministerial N* MDT-2015-0241, en caso
que el valor de las utilidades supere los veinticuatro salarios básicos unificados, el
excedente se debe entregar al régimen de prestaciones solidarias del sistema de
seguridad social:
1 El derecho a la propiedad privada se reconoce expresamente en los
artículos 66, número 26 y 321 de laConstitución, respectivamente:
"Art. 321.- El Estado reconoce y garantiza el derecho a la propiedad en
sus formas pública, privada, comunitaria, estatal, asociativa, cooperativa,
mixta, yque deberá cumplir su función social yambiental."
"Art. 66.- Se reconoce y garantizará a las personas:
26 El derecho a la propiedad en todas sus formas, con función y
responsabilidad social yambiental. El derecho al acceso a la propiedad se
hará efectivo con laadopción de políticas públicas, entre otras medidas."
2 Este derecho fundamental se vulnera desde que la disposición impugnada
faculta al Estado a confiscar el excedente del monto de veinticuatro salarios
básicos unificados que, por concepto de utilidades, llegare a ser distribuido
a los trabajadores. Es decir, si las utilidades acancelarse a los trabajadores
sobrepasan los veinticuatro salarios básicos unificados, esas ganancias no
son entregadas a los trabajadores, sino que deben pasar a ser manejadas
por el sistema de prestación de la seguridad social.
3 Ya hemos señalado en reiteradas ocasiones en esta demanda que los
derechos fundamentales pueden ser afectados a través de restricciones
únicamente en caso que aquellas se establezcan de forma directa en la
Constitución, ora que ella autorice al legislador a fijar los límites, los cuales
tampoco pueden ir más allá de lo razonable y de lo necesario, así como
tampoco pueden, como explicamos, afectar al núcleo esencial del derecho
limitado.
4 Respecto al derecho a la propiedad, no existen sino dos límites
expresamente previstos en la propia Constitución: este derecho, conforme
lo disponen los artículos 66, número 26 y 321, debe ser ejercido con
responsabilidad social yambiental, mientras que el artículo 323 reconoce a
la expropiación como un mecanismo excepcional para privar del dominio de
bienes.
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5. No existe, entonces, disposición constitucional alguna que limite el derecho
de propiedad que ejercemos los trabajadores sobre las utilidades que nos
son¡ distnbuidas en el sentido de que, de existir un excedente eTe mon
recibido, este sea entregado atítulo gratuito al sistema de seguridad socialpor lo que, conforme el artículo 11, número 4, de la Confti ucion táproscrito que por disposición legal o por Acuerdo MinistS qu
reproduzca la norma legal, se señale que en caso que el valor de Ta
utilidades supere los veinticuatro salarios básicos unificados, el excedente
se debe entregar al sistema de seguridad social, cuando ese límite no solo no5^MkConstitución, sino que no le está autorizado al legislador su
6' nnf,m°SHprese"te jámente que la Corte Constitucional ha confirmadoque los derechos adquiridos, como son las utilidades, forman parte del
patrimonio personal de sus titulares, lo que equivale adecir que sobre esos
montos de dinero los trabajadores ejercemos plenas facultades de dominio
una vez que nos son cancelados o distribuidos:
;'Esta Corte reitera que los derechos adquiridos son situacionesjurídicas individuales que han quedado definidas yconsolidadas bajo
el imperio de una ley y que, en tal virtud, se entienden periejiecenal
patrimonio de una persona, [...] yque resultan intangibleTfTñ
7. En el mismo sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sido
determinante a la hora de indicar en si jurisprudencia la amplitud del
concepto de propiedad, entendiendo que abarca no solo el uso ygoce de
cosas materiales apropiables, sino además, "como todo derecho que
pueda forma parte del patrimonio de una persona", ai incluyendo
cualquier otro objeto inmaterial susceptible de valor", ™considerando
c7mroTAC0m° "Proteg¡dos *«os derechos adquiridos, entendidos0m0 d^l^hOA_gjae__se_han incorporado p! patrimonio Hp ig«Eexs^",33 cuestión se ha especifícad0 respecto de Jos derechQs
adquiridos que se originan como consecuencia del trabajo y que se
han estableado en normas legales, insistiendo que éstos también se
incorporan al patrimonio de las personase
srr;¡^rstm cas°Ni o67i~io~ep' >m^ »«s-'«*
*Z2Tn^£%tiT%& írcranier y°r(i ca— ™—"> «•costas) párr 335 ' 15 ^cepejones preliminares, fondo, reparaciones y
^roS^,?:r°or^s^:xpensto"'stK"-pert-—-»
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8 La Corte Constitucional también ha señalado de forma diáfana que toda
' limitación o restricción al ejercicio del derecho a la propiedad debe
efectuarse conforme a la Constitución, lo que no han cumplido el legislador
yel Ministro del Trabajo al expedir las normas impugnadas:
"En tal virtud, las obligaciones del Estado en cuanto a la garantía y
protección del derecho a la propiedad se dan en dos escenarios, a
saber- uno de estos es cuando el Estado promueve progresivamente el
acceso al derecho alapropiedad mediante laadopción de políticas publicas
que permitan a las personas su acceso; y el otro, cuando si bien la
Constitución de la República autoriza que el Estado pueda limitar al
derecho mediante la expropiación de bienes, esta limitación debe
observar el derecho al debido proceso y a la seguridad jurídica, es
decir, debe ser efectuada en las condiciones señaladas y de
conformidad con lo dispuesto en la Constitución yla ley, garantizando
que el proceso se realice "previa justa valoración, indemnización ypago", y
restringiéndose toda forma de confiscación.
En este sentido, el derecho constitucional a la propiedad, conforme lo
dispuesto en la Constitución, comprende el derecho de toda persona al
acceso a la propiedad y a su pleno ejercicio, para lo cual en los casos en
que se prive de este derecho a una persona, esta privación debe ser
efectuada de conformidad con las formas ycondiciones determinadas en
la Constitución y la ley."35
9 Por esa razón es que el artículo 323 de la Constitución se encarga de otorgar
protección al derecho a la propiedad frente a eventuales actuaciones o
decisiones arbitrarias del poder público, prohibiendo toda forma de
confiscación, que es lo que ocurre en el presente caso:
"Art. 323.- Con el objeto de ejecutar planes de desarrollo social, manejo
sustentable del ambiente y de bienestar colectivo, las instituciones del
Estado, por razones de utilidad pública ointerés social y nacional, podran
declarar la expropiación de bienes, previa justa valoración, indemnización
y pago de conformidad con la ley. Se prohibe toda forma de
confiscación."
10 En consecuencia, al ejercer los trabajadores dominio sobre parte de las
utilidades generadas por la empresa ala cual prestamos servicios, no caben
sobre aquel derecho actuaciones confiscatorias, sin perjuicio de que un
señalamiento contrario deba serdeclarado inconstitucional.
11 No solo que la confiscación está prohibida expresamente por la
'constitución, sino que no es procedente, apretexto de limitar el derecho ala
35 Corte Constitucional, Sentencia N^ 146-14-SEP-CC, dictada en el caso W1773-11-EP, publicada
en el Suplemento del Registro Oficial N2 362 de 27 de octubre de 2014.
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propiedad, incurrir en esa prohibición constitucional. Una cosa es limitar el
JteraC1m°uvedU? ^ ba'° l0S ?™™^ Previstos en la ConsZ ny
rurrSo nrtr 'V' ^ de desconoce^ o menoscabarlorecurriendo a practicas confiscatorias, confusión en que ha incurrido ellegislador al expedir la norma impugnada. incurrido el
12.Que el derecho ala propiedad es un derecho consagrado en la Constitución
y que sobre aquel no cabe forma alguna de confiscación, es un asunto
confirmado porla Magistratura: <u»unio
"En este sentido, es preciso señalar que el derecho a la propiedad se
encuentra garantizado en el artículo 66 numeral 26 de la Con mución
torsosZTIT"8farantíZa' ^^ °tr°S: "E1 dereCh° 3,a P-Sad enntodas sus formas, con función yresponsabilidad social yambiental. El derecho
treCotraas meS^ *^ T^^ ta ^^ de »°m™ ^entre otras medidas , lo cual guarda relación con el artículo 321 que establece
?oUrmás reC°nOCe "g3rantíZa e' dereCh° a,a Pr°P¡edad en todas sus
^2ne\Úentr? de ^ mÍSma Unea Se Pr°híbe ,a conflscadón conformelo establecido en el artículo 323, por medio del cual se establece: "Con el objeto
^ secutar planes de desarrollo social, manejo sustentable del ambiente ydebienestar colectivo, las instituciones del Estado, por razones de utilidad pública
oínteres social ynacional, podrán declarar la expropiación de bienes previajusta valoración, indemnización ypago de conformidad con la ley. Se prohibe
toda forma de confiscación" (Lo resaltado fuera del texto)."36
13 Incluso la Corte Constitucional ha definido que el derecho ala propiedad y
la prohibición de confiscación son parte de la dignidad humana, la cual no
esta sujeta a disposición del poder público, siendo su más alto deber la
protección de los derechos que de ella se derivan, conforme lo disponen los
artículos 11, números 7y 9, de laConstitución:
"De lo expuesto, en el presente caso la Corte Constitucional no solo advierte
vulneración del derecho constitucional ala vivienda adecuada ydigna sino
ademas una vulneración sistemática a otros derechos constitucionales
que se interrelacionan con este y que se desprenden de la dignidad
Snana;C°m° '° 6S e,,derecho a,a vid* digna, propiedad, prohibiciónde connscacion ysalud física ymental, por cuanto la acción municipal
ademas de ser arbitraria, dio lugar aque los accionantes fueran expuestos a
una situación de peligro como consecuencia del derrocamiento del bien
cuando sus habitantes se encontraban dentro en época de invierno.'^
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14 Al disponerse que el excedente de los montos a pagarse por concepto de
"utilidades sea entregado, sin justificación alguna, al sistema de segundad
social se reduce la capacidad de ahorro y la única posibilidad que tenemos
los trabajadores de beneficiarnos de la actividad económica que realizamos
através del servicio que prestamos al empleador, lo que, según ha indicado
la Corte Constitucional, es confiscación:
"De tal manera que no solo se ve comprometida su capacidad de ahorro,
sino también •* propia posibilidad de obtener una renta como resultado
de la actividad económica que realiza, circunstancias que denotan una
confiscación a la propiedad, según localifica ladoctrinaos
15 De este modo, el legislador y el Ministro del Trabajo emiten arbitrarias
'disposiciones normativas que ni siquiera toman en cuenta que las utilidades
no forman parte de las remuneraciones que percibimos los trabajadores,
conforme lo dispone expresamente el artículo 328, inciso quinto, de la
Constitución:
"Art 328 Para el pago de indemnizaciones, la remuneración comprende todo
lo que perciba la persona trabajadora en dinero, en servicios oen especies,
inclusive lo que reciba por los trabajos extraordinarios y suplementarios, a
destajo, comisiones, participación en beneficios o cualquier otra retribución
que tenga carácter normal. Se exceptuarán el porcentaje legal de utilidades,
los viáticos osubsidios ocasionales ylas remuneraciones adicionales."
16 Si las utilidades no forman parte de la remuneración, cómo puede
disponerse que el excedente de las mismas se destine al sistema de
prestaciones de seguridad social, cuando dicho sistema, conforme lo señala
el artículo 371 de la Constitución, se compone de otros aportes, como los del
Estado y el que realizamos, obligatoriamente y en conjunto, tanto los
trabajadores (aporte individual) como el empleador (aporte patronal),
teniendo en cuenta que este último se efectúa en base a la remuneración
que recibimos los trabajadores, cuyas tasas se calculan de acuerdo a cada
sector productivo, siendo que en el caso de los trabajadores del sector
privado, la tasa de aportación individual es del 9,45% yla patronal del
11,15%.39
17 La exclusión constitucional de las utilidades como parte de la remuneración
no hace sino confirmar lo confiscatorio de las normas impugnadas, pues no
solo se dispone de forma arbitraria de dineros que son de propiedad
privada sino que los mismos se destinan aun sistema que se compone de
otra clase de fondos, como el aporte obligatorio calculado en base a la
remuneración, el cual que no incluye a las utilidades precisamente porque
3s Corte Constitucional, Sentencia N^ 016-15-SIN-CC, dictada en el caso N^ 0055-14-IN, publicada en
el Suplemento del Registro Oficial N2 553 de 28 de julio de 2015.
39 Resolución N2 466 del Consejo Directivo del Instituto Ecuatoriano de Segundad Social.
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ro'rTon'nrmaSfirr '^r03 adiCi°naleS qU6' ""* VeZ Cancelad°* «™°ÜTdSjíor * COnSt,tUd0"al- f0™- »«* "e. patrimonio
18.Por esa razón es que el artículo 102 del Código del Trábalo resnetandn p1
contenido de los artículos 328, Inciso quinto y371 de la C^ns .tudon „o
solo que excluye alas utilidades de las remuneraciones sn*^
?nsti ut„PpTaetraS ^h t0cmadaS e" CUenta Para efect°s "el aporte a!instituto Ecuatoriano de Seguridad Social.
"Art. 102 - La participación en las utilidades líquidas de las empresas qup
iTlTs efccftes Td0reS' h° " C°nSÍderarán C°^° Parte de ^-une^c 6para los efectos de pago de aportes al Instituto Ecuatoriano de SeguridadSocial, n, para la determinación del fondo de reserva yjubilación " S>egUndad
19. Si las utilidades ni siquiera pueden ser consideradas como remuneración
para efectos del aporte obligatorio al sistema de seguridad soda m ho
menos cabe por disposición legislativa oAcuerdo Ministerial cnspCer S
aquellas para integrar el régimen de prestaciones solidarias Se dicho
sistema, lo que agrava la medida confiscatoria, pues resulta que con ese
señalamiento legal, los trabajadores deberemos realizar dos
aportaciones cuando el artículo 371 de la Constitución dispjLZ
^n^^vidido entre un porcentaje cubierto por el traba^S
asTrLaTcSoneionsP,eadr^ T ^ ^ de ^ >«Independaaseguradas, con los aportes voluntarios de las ecuatorianas y ecuatorianos
domichados en el exterior; ycon los aportes ycontribuciones del Estado"
En definitiva, la disposición que realizan el legislador yel Ministro del Trabaio
s:hz itotrcraíon de propiedad privada es - »*»* ™^™z
4. Inconstitucional intento de justificación de que el interés general
puede sobrepasar los derechos individuales ysociales.
^ZlTlTntB T r6SUlta eXtrañ° ^Ue se Prete"da violar derechosfundamentales con el socorrido argumento de que se está protegiendo elTnterts
fue sigue ^ ^^ ^ *^ ^^ A1 ™S^°' debemos SdtaMo
'" Loonlmdad 77™ ?' ^ ^ C°nstítución establece como deber y
eMn^ró. df ^ ecuatorianos: "Promover el bien común yanteponer
el ínteres general al interés particular, conforme al buen vivir"
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Es evidente que una cosa es anteponer el interés general al interés particular
yotra muy distinta pretender que con esta disposición constitucional los
derechos constitucionales hayan quedado derogados o que se puedan
ejercer solo cuando los órganos del poder público yel legislador lo decidan.
Ello en primer lugar, implicaría desconocer uno de los principales deberes
del'Estado, como es el reconocer, proteger y promover los derechos
constitucionales:
"Art. 3.- Sondeberes primordiales del Estado:
1 Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos
establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales, en
particular la educación, la salud, la alimentación, la seguridad social yel agua
para sus habitantes."
Como se observa, no solo que el Estado, incluido el legislador y el Ministro
del Trabajo, conforme al artículo 226, número 1, de la Constitución, esta
obligado agarantizar los derechos constitucionales, sino que la Constitución
no establece ninguna jerarquía entre derechos, esto es, no determina
prevalencia entre los derechos individuales ysociales de los trabajadores,
con los derechos de otras personas, al extremo que la Constitución señala
que entre ellos no hay relación jerárquica, conforme el artículo 11, numero
6, de la Constitución:
"Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios:
6. Todos los principios y los derechos son inalienables, irrenunciables,
indivisibles, interdependientes y de igual jerarquía."
; La Constitución establece no establece casos de prevalencia objetiva. Solo se
establece un caso de prevalencia subjetiva: los derechos de las niñas, niños
yadolescentes prevalecen sobre los de las demás personas, conforme el
inciso primero del artículo 44 de la Constitución, lo que no se refiere aeste
caso.
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Incluso en este caso, la norma constitucional antes señalada se viola con los
preceptos impugnados: parte de las utilidades en las que participan los
trabajadores se reparten tomando en cuenta el número de cargas familiares
que éstos poseen, entre las que se cuentan a los hijos menores, esto es, a
niñas, niños y adolescentes.
Nótese que la norma constitucional que establece la prevalencia del interés
general sobre el interés particular se refiere a eso: a intereses y no_a
derechos.
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8. Incluso cuando se provoca un choque entre intereses, la prevalencia del
ínteres publico sobre el individual no implica anulación oprivación total oparcial de los derechos de las personas. De este modo, por ejemp o, cuido
la función ind.v.dual del dominio se opone a la función social de la
propiedad, no se priva de ese derecho al titular, sino que se le expropia s
decir se le retira el bien pero indemnizándolo, pues incluso en ese cas^ e
derecho de propiedad existe y el acto expropiatorio lo reafirma caso
contrario se caería en una prohibida einconstitucional confiscación
9. Las utilidades dejos trabajadores cumplen con la función social, es decir
satisfacen también el interés público yno solo el interés particular dei
titular del derecho, pues sobre estas utilidades se tributa.
B) Inconstitucionalidad de forma:
Sin perjuicio de lo señalado sobre la inconstitucionalidad de fondo al alterarse p!
contenido del artículo 328, inciso sexto, de la Constitución si«mpfrTn e
tramite previsto en el texto constitucional para estos casos se produce la
inconstitucionalidad de forma de las disposiciones impugnadas. ?
Como se sabe, una inconstitucionalidad de forma se produce tanto por violar la
competencia del órgano que ejerce la potestad normativa, comepor"
tramite oprocedimiento constitucional de formación de la norma así como po
inobservar los requisitos y procedimientos para efectuar las co respondientes
modificaciones a la Constitución. anuientes
1. En este caso, por disposición contenida en una Ley y en un Acuerdo
resm don ZTT "T^™ la P°tGStad «ue en ^ ^restricción de derechos solo tiene el constituyente, al ampliar unaprohibición constitucional acasos no previstos en el propio te'xt de la
S2y^^S^rÍCad°' l0 q- - ~° 3^ -tíCUl0S ^
2. En todo caso si se quería ampliar omodificar el ámbito del artículo 328
Salt H•C°nStÍtUCÍÓn' SeñaIand0 q« también las utilidades de Strabajadores de las empresas que utilizan el espectro radioeléctrico paraprestar servicios de telecomunicaciones, ode todos los trabajadores de
sector privado en general, deben limitarse a veinticuatro salarios bá ico
unificados y que el excedente pasa a ser manejado por el sistema de
seguridad social, se debió seguir el procedimiento de reforma
constitucional, ora através de la enmienda prevista en el artículo 441 de la
Constitución, como se hizo en el referéndum de mayo de 2011 obien a
través del procedimiento de reforma parcial previsto en el artículo 442 de
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la Constitución, para lo cual se debía cumplir con las siguientes
formalidades, las que no se verificaron en este caso:
a) Si de enmienda se trata, ésta se puede realizar por referéndum
constitucional directamente convocado por el Presidente de la
República o por la ciudadanía, conforme lo dispuesto en los artículos
147, número 14, y441, número 1, de la Constitución. Del mismo modo,
la Asamblea Nacional puede realizar la enmienda discutiendo el
correspondiente proyecto iniciado por una tercera parte de sus
integrantes, en dos debates, respetando el plazo de espera de un ano y
treinta días entre las dos discusiones, y aprobándolo con las dos
terceras partes de sus miembros, conforme los artículos 120, número 5,
y 441, número 2, de la Constitución.
b) Si se escogía la vía de la reforma parcial, se debían respetar las
iniciativas, el trámite en la Asamblea Nacional en dos debates,
respetando el plazo de espera entre las discusiones, aprobación que se
somete a referendo constitucional de ratificación, todo ello conforme lo
establecido en los artículos 103, inciso cuarto, 106, inciso segundo y
442 de la Constitución.
el En todos estos casos, además, es necesario el ejercicio del control
previo de constitucionalidad por parte de la Corte Constitucional,
conforme los artículos 104, inciso final, 443 y 438, número 2, de la
Constitución.
3 En todo caso, al tratarse de una restricción adicional a la establecida en el
artículo 328, inciso sexto, de la Constitución, y por incurrir en regresión al
vulnerar uno de los derechos laborales como es el de recibir yparticipar de
las utilidades de la empresa, el que, como todos los derechos de esa
naturaleza, es intangible, conforme lo reconocen los artículos 11, numero 8,
inciso segundo y 326, número 2, de la Constitución, atentas, ademas, las
prohibiciones establecidas en los artículos 441 y 442 de la Constitución, y
conforme se corrobora en el artículo 101 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional, se debía acudir al ejercicio del
poder constituyente originario através de la elaboración de un proyecto de
Constitución que se debe proponer a la aprobación ciudadana por
referéndum, proyecto que debe ser elaborado por una asamblea
constituyente convocada por el pueblo mediante consulta popular
solicitada por el Presidente de la República, la Asamblea Nacional por
decisión de las dos terceras partes de los legisladores, o por el doce por
ciento de los inscritos en el registro electoral.
En definitiva, no hubo enmienda oreforma parcial de la Constitución através de la
cual se modifique el artículo 328, inciso sexto, de la Constitución, menos aun la
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elaboración de una nueva Constitución por la que se restrinja míe Pi ,w0„v, a
recibir oparticipar de las utilidades de ¿ emprlsl^^™osx£^l£lo^u^determina ,a inconstitucionalidad formal i ^no^l^oVe^
QZ™SN^ «O EXPLOTAN [NI USAN]
En caso que se pretenda traer a este caso, con el afán de justificar el
inconstitucional límite impuesto en las normas objeto de esta demanda e
tTbaTaH a;gUment° de qUG' COm° 6ntre l0S afectados por la nZa 'hayt abajadores de empresas que prestan servicios de telecomunicacionesquTéstas
al usar el espectro radioeléctrico, utilizan un recurso natural no reñovab se'deberá tener presente lo que sigue: enovaoie, se
1. Como manifestamos en párrafos anteriores, el artículo 328, inciso sexto dela Constitución autoriza al legislador a fijar límites a las uSdes
SnoTable"mCamente M""^^ ^ US° de ™ ^^uratt
"Art. 328.- Las personas trabajadoras del sector privado tienen derecho a
ZKlo, Hmiíer" líqU¡daS ^ l3S 6mpreSaS de acueiTcon^Laley fijará los limites de esa participación en las empresas a^ejQloiaciónde recursos no renovables. En las empresas en las cuales eT^dT^
part.cipac.on mayor.taria, no habrá pago de utilidades. Todo fraude ofalsedad
en la declarac.on de utilidades que perjudique este derecho se sanciofarfpor
2" "usan^r;^ T^r5 qUe PreStan SerVÍd0S de ^comunicaciones nousan recurso natural no renovable alguno, y menos aún lo "explotan"pues el espectro radioeléctrico a cuyo uso acceden por conSn no
constituye un recurso de esa tipología, tal como lo señala el artículo 408 de
la Constitución que distingue al espectro radioeléctrico de los recurso
naturales no renovables: ocursos
derEstedo^r^ Pr°piedfd "»»enable, imprescriptible einembargablede Estado los recursos naturales no renovables y, en general, los productosde subsuelo, yacimientos minera.es yde hidrocarburos, sub tancZcuya
naturaleza sea d.stinta de .a del suelo, incluso los que se encuentren en las
áreas cubiertas por las aguas del mar territorial y las zonas marítimas ascomo la blodlve ¡dad ysu patr¡monio genét.co ¿ ant,ma as,
Estos b.enes solo podrán ser explotados en estricto-cumplimiento7e lospnncp.os ambientales establecidos en la Constitución." mpnm'ent° de ,OS
3. De este modo, el artículo 313, inciso tercero de la Constitución, al referirse
os sectores estratégicos, tampoco identifica al espectro radioeléctricolos recursos naturales no renovables: "loeieccnco
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"Art 313- Se consideran sectores estratégicos la energía en todas sus
formas las telecomunicaciones, los recursos naturales no renovables, el
transporte yla refinación de hidrocarburos, la biodiversidad yel patrimonio
genético, el espectro radioeléctrico, el agua, ylos demás que determine la
ley."
4 Por esa razón, la Corte Constitucional confirmó tempranamente que el
espectro radioeléctrico, si bien es un recurso natural, no pertenece a
aquellos que pueden denominarse como "no renovables", sin que ello
implique que sea un recurso renovable:
"Lo primero que debe ser advertido apartir de la titulación prevista en la
Sección Cuarta de la Constitución es que el espectro radioeléctrico es
definitivamente un recurso natural. Segundo, del texto contemplado en
el art 408 es claro que todos los recursos previstos en el mismo, esto es,
recursos naturales no renovables y en general productos del subsuelo,
yacimientos minerales yde hidrocarburos, substancias cuya naturaleza sea
distinta de la del suelo, incluso las que se encuentren en las áreas cubiertas
por las aguas del mar territorial y de las zonas marítimas; asi como, la
biodiversidad ysu patrimonio genético yel espectro radio eléctrico, son de
propiedad inalienable, imprescriptible einembargable del Estado. Tercero,
desde el punto de vista semántico, la utilización del signo de puntuación [;),
y de la frase "así como", denotan que el recurso natural espectro
r^inPlPrtrico. no fnrma parte de aquellos recursos no renovables
aludidos al inicio del artículo en cuestión. Lo dicho se reafirma a partir
del uso de un criterio de interpretación sistemática de la Constitución, en
relación con el inciso tercero del art 313 de la Constitución de la República,
que expresamente señala: (...) Se consideran sectores estratégicos la
energía en todas sus formas, las telecomunicaciones, los recursos naturales
no renovables, el transporte y la refinación de los hidrocarburos, la
biodiversidad yel patrimonio genético, el espectro radioeléctrico, el agua y
los demás que determine la ley.
La disposición constitucional transcrita, evidencia un tratamiento
diferencial de los recursos naturales no renovables y del espectro
radioeléctrico. Es decir, apartir de la interpretación conjunta del articulo
408 que prevé la frase "así como", y del tratamiento diferencial que
contempla el artículo 313 inciso tercero, es claro que el espectro
radioeléctrico no forma parte de los recursos naturales no
renovables. Ahora bien, cabe señalar que el hecho de no considerarlos
como recursos naturales no renovables no involucra que deban ser
considerados necesariamente como renovables, toda vez que apartir de la
redacción de los artículos en cuestión no se advierte una denominación
concreta que los identifique como tal."40
4o corte Constitucional, Sentencia N^ 0006-09-S1C-CC, dictada en el caso N^ 0012-08-1C, publicada
en el Suplemento del Registro Oficial N^ 43 de 8de Octubre de 2009.
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5' oUlTr0drdÍ°TepléCtrÍC0' COm° l0 dGSarr0lla d artícul° 6de la Leyurgamca de Telecomunicaciones, es un conjunto de ondas
atST aSe3 ^ ^T^ P°r eI ^^ SÍ" ne"*^ de guartficial, y que es utilizado para la prestación de servicios de
telecomunicaciones, radiodifusión sonora ytelevisión, seguridad defensa
emergencias, transporte einvestigación científica, entré otros.
6. En virtud de la definición legal de espectro radioeléctrico es que cabe
toTable"\t!dlmente' eSe reCUrS° MtUral PU6de Ser calificadoqcom nrenovable pues su uso no implica en lo absoluto riesgo futuro de su
e^aTiórDaTatÍnCÍÓnVeVent0 " qUG Se ÍmPÍda - -producenregeneración para un ulterior y nuevo consumo o aprovechamiento
caractenstica esencial de los recursos de esa clase, como ocu^e Sor
ejemplo, con los hidrocarburos, la minería, el agua y en general bs
componentes de la biodiversidad. Y general, los
7. Ahora bien, lo que sí ocurre es que el espectro radioeléctrico corre el riesgode saturarse por efectos de su uso, lo que no lo torna, como hemos
so limtdo" r"0 nYTVable' Sin0 ™un recurso natural eTcaso od
TelecrntcioneCs°m0 '° ^^ *" 18 de ,a ^ °n**a de
"Art 18.- El espectro radioeléctrico constituye un bien del dominiopubl.co yun recurso limitado de. Estado, inalienable, impre criptS ee
ti hT, " SU US° yeXpl°tadÓn reqUÍere eI otorgamiento prev ode un
coS=^
8. Lo mencionado se confirma en el artículo 94 de la Ley Orgánica de
ra^Sr0"68 CUand° " 6StableCen l0S °bJetÍV0S del ™del Jsplc^
"Art. 94.- Objetivos: Uso eficiente, Al ser un recurso natural escaso el
espectro rad.oeléctrico, tanto desde el punto de vista técnico como
económico, debe ser administrado ygestionado en forma enciento'
'"virtud1 dePesurrirdÍOeHIéCtrÍCO " Un reCUrS° MtUral de US0 lim^ado envirtud de su riesgo de saturación, es un asunto confirmado ñor la
recurso hm.tado, por ser que su uso indiscriminado, si bien no_agota
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el espectro frecuencial radioeléctrico (aspecto inherente aun recurso
no renovable; el espectro radioeléctrico no se extingue por su utilización
va que se encuentra contenido en el recurso aire, yapartir de ello puede
ser reutilizado las veces que sean necesarias], puede generar
congestiones o interferencias en los canales radioeléctricos, aspecto que
torna necesaria la presencia de un órgano encargado de regular ycontro ar
el aprovechamiento del recurso y el uso del sector estratégico de las
telecomunicaciones."41
10 Para mayor abundamiento, la Magistratura ha confirmado que la única
posibilidad de limitar porcentajes de utilidades es para el caso de empresas
que "explotan" recursos naturales no renovables, siendo que para el resto
de trabajadores del sector privado general, como es nuestro caso, no existe
esa alternativa:
"Como podemos apreciar, dentro de las normas citadas, atendiendo a la
voluntad del constituyente se establecieron los límites para la
participación de las utilidades de los trabajadores vinculados a las
empresas de explotación de recursos no renovables, fijándose un
porcentaje de las utilidades para los trabajadores yotro porcentaje destinado al
Estado yalos Gobiernos Autónomos Descentralizados.
Es evidente que existe una diferencia entre los porcentajes de utilidades
nue perciben los trabajadores del sector privado, quienes por mandato
constitucional tienen derecho aparticipar de las utilidades líquidas de las
empresas, de los trabajadores vinculados a las empresas de explotación
de recursos no renovables; pero también es cierto que esta diferenciación
no nace en sí de la ley, sino de la Constitución que señala que sera la ley la
que fijará estos porcentajes."42
11 Por otra parte, la norma constitucional que permite la limitación al derecho
' de participar en las utilidades líquidas de las empresas, no se refiere alos
trabajadores de las empresas que usan recursos naturales no renovables,
sino alos de "las empresas de explotación de recursos no renovables
Al respecto se debe tener presente lo que sigue:
al Como lo indica el profesor Genaro Eguiguren Valdivieso, el uso "consiste
en servirse de un bien, directa y personalmente, y de acuerdo a su
naturaleza. Esta forma de aprovechamiento supone su tenencia, a nn de
que el sujeto tenedor pueda obtener el beneficio que de ella naturalmente
puede provenir"43 Cuando solo se usa un bien oun recurso, no se perciben
frutos, esto es, no se obtienen bienes osustancias separables, como ocurre
«Corte Constitucional, Sentencia N°- 0006-09-SIC-CC, dictada en el caso N^ 0012-08-1C, publicada
Nacional, 2008, p. 62.
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b) La explotación, en cambio, implica ia posibilidad de aprovechar el bien
anK1,d, i" SUSta"CiaS qUe COntiene Kas(' '»— »n el as lo que esaplicable al dom.mo público minero ehidrocarburo, como lo recuerda
el profesor Alejandro Vergara Blanco.« recuerda
c) Las empresas de telecomunicaciones son concesionarias de uso sin que
es concesión demanial les permita explotar el espectro radio léctrlodel que no se obtienen bienes separables, osustancias, que eslo Te
d) Aello se debe insistir, una vez más, que incluso si de tratara no solo de un
radioe6 /rSfPeCtr° radi0eléctric° ™° -luso de su exp,otació°*espectrorad,oelectnc„ no es recurso no renovable, que es a lo que la norma se
12. Por lo tanto, si bien las empresas que prestan servicios H»
u^comunicaciones usan el espectro radioe^an^ para cumX e
ecu™ noVeLT^ ^""^ °0m0 hem0S ^V™d° el ^.Tno es unrecurso no renovable, siendo Inconstitucional la fijación de limites a las
uihdades a las que tenemos derecho los traba) dores de Tste secoproductivo, el cual insistimos, no hace uso de recurio natural no renovare
PETICIÓN
Consütuconal, para el caso que se expidan normas que desarrollen el
2cT"i°Vb*"°h'C°™*S»™¡°»K.16'éd.MéXco,Porrüí 2008 p583 584
inco
inconstitucionalidad conexa
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nstitucional contenido de la disposición normativa impugnada, declarando su
En caso que la sentencia por la que se declare la inconstitucionalidad de las
disposiciones normativas impugnadas se dicte luego del 15 de abril de 2016, fecha
a partir de la cual, de conformidad con la Disposición Transitoria Única del
Acuerdo Ministerial N« MDT-2015-0241, publicado en el suplemento del Registro
Oficial Na 622 de 6 de noviembre de 2015, las normas inconstitucionales se
deberán aplicar, yaquellas hubiesen producido efectos, solicitamos expresamente
oue se dé efecto retroactivo a dicha sentencia, conforme lo dispuesto en los
artículos 5, 95, inciso primero, y 96, número 4, de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales yControl Constitucional.
Asimismo, en el evento que, durante la tramitación de la presente demanda, la
normas impugnadas sean derogadas yhayan producido efectos, solicitamos que
se declare su inconstitucionalidad conforme lo dispone el articulo 76, numero 8,
de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales yControl Constitucional.
VI MEDIDAS CAUTELARES: SUSPENSIÓN PROVISIONAL DE LA NORMA
MATERIA DE ESTA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD.
Conforme lo dispuesto en el artículo 87 de la Constitución, con la finalidad de
evitar que se produzca la violación de los derechos constitucionales de las
personas que se amenazan por la proximidad de la fecha prevista en el segundo
nárrafo del acápite Vde esta demanda, solicitamos que, al momento de admitir a
trámite esta demanda, se suspendan provisionalmente las disposiciones
materia de estaacción de inconstitucionalidad.
Hacemos presente que la suspensión provisional de la norma está expresamente
prevista en el número 6 del artículo 79 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional y en el artículo 3, numero 7 del
Reglamento de Sustanciación de Procesos de competencia de la Corte
Constitucional.
Sobre la procedencia de esta clase de pedidos, la Sala de Admisiones de te Corte
Constitucional en las acciones públicas de inconstitucionalidad N- 0002-11-IN,
0067-11-IN 0002-12-1N y 0011-12-IN ha dispuesto como medida cautelar la
suspensión provisional de la aplicación de las normas jurídicas demandadas como
inconstitucionales
VIL NOTIFICACIONES Y ABOGADOS.
Notificaciones que nos correspondan en la Corte Constitucional, las recibiremos en
el casillero constitucional N* 1142 y en los correos electrónicos
royarte@rafaeloyarte.com eiquintana@rafaeloyarte.com, de conformidad con
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VIH. TRÁMITE
El
Or
trámite específico de esta acción
IX. PROCURACIÓN COMÚN
^ trámite que debe seguirse es el previsto en los artículos 80 ysiguientes de la Lev
cDoencrda0ncTadaconC0.a n-^^ " del CÓdÍg° de P—dimiento Civil, enconcordancia con la Disposición Final de la Ley Orgánica de Garantía,
i^:t^ cc°rturaivdesignamos com°L^^zTn
'I" §" ] arl°S °Ieas Caste10' quien suscribirá con nuestrosabogados, en nuestro nombre y representación, todos los escritos que fueren
necesarios para la defensa de nuestros intereses. q
X. ACOMPAÑA DOCUMENTOS
Se acompaña ala presente acción, los siguientes documentos:
3) d^ndtté:; CédUla ^ dUdadanía y Papdeta de ^6n ^ los
b) Un ejemplar de suplemento del Registro Oficial N°- 483 de 20 de abril de
Rcono6!- nrdrT'í^0 ^ 0l*nlCa ^ ,a 'Usticia L^or 1yKeconocimiento del Trabajo en el Hogar
c) "n ejemplar de suplemento del Registro Oficial N* 622 de 6de noviembre
de 2015, en el que se publicó el Acuerdo Ministerial N^ MDT-2015-0241
Firmamos con nuestros abogados,
/é&*</^dZj¿¿
Ing. Juan Carlos Oleas
CC 06071 qi^9 ^«A«>»1NRipjun'-ERNANDEZL.L. U602151532 r r ^704417260
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